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1.- La Constitución española de 1978 (I):  
I. Estructura y contenido.  
II. Derechos y deberes fundamentales.  
III. Su garantía y suspensión. 

2.- La Constitución española de 1978 (II):  
I. La Organización territorial del Estado.  

A. Principios generales.  
B. La Administración Local.  
C. Las Comunidades Autónomas:  
D. Los Estatutos de Autonomía. 

3.- El Reglamento Orgánico del Gobierno y de 
la Administración del Ayuntamiento de Madrid 
(I):  

I. Las Áreas de Gobierno y su estructura 
interna.  

II. Órganos superiores de las Áreas de 
Gobierno;  

III. Órganos Centrales directivos.  
IV. Número y denominación de las actuales 

Áreas de Gobierno. 

4.- El Reglamento Orgánico del Gobierno y de 
la Administración del Ayuntamiento de Madrid 
(II): 

I. Los Distritos:  
A. Disposiciones Generales.  
B. El Concejal Presidente.  
C. Estructura administrativa. 

5.- El personal al servicio de la Administración 
Pública según el Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre:  

I. Clases.  
II. Adquisición y pérdida de la condición de 

funcionario.  
III. Situaciones administrativas.  
IV. Derechos de los empleados públicos.  
V. Derecho a la carrera profesional y a la 

promoción interna.  
VI. La evaluación del desempeño.  
VII. Derechos retributivos.  
VIII. Derechos a la jornada de trabajo, permisos 

y vacaciones.  
IX. Régimen disciplinario. 

6.- Derechos de los ciudadanos en sus 
relaciones con las Administraciones Públicas.  

I. Derecho de acceso a archivos y registros 
públicos.  

II. Ordenanza de Transparencia de la Ciudad 
de Madrid, de 27 de julio de 2016:  

A. Ámbito de aplicación y principios 
generales. 

7.- Ley 39/2015, de 1 de octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:  

I. El procedimiento administrativo:  
A. Concepto, naturaleza y principios 

generales.  
B. Fases del procedimiento.  
C. Los recu rsos adm in i s t r a t i vos : 

Concepto y clases. 

8.- Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales:  

I. Recursos de las Haciendas Locales.  
A. Clasificación  
B. Ingresos de derecho públ ico e 

ingresos de derecho privado.  
C. Especial referencia a las tasas.  
D. Contribuciones especiales y precios 

públicos.  
II. Impuestos municipales:  

A. concepto y clasificación. 

9.- Ley 31/1995, de 8 de noviembre de 
Prevención de Riesgos Laborales:  

I. Delegados de prevención.  
II. Comités de seguridad y salud.  
III. Especial referencia a la prevención de 

riesgos laborales del Acuerdo Convenio sobre 
condiciones de trabajo comunes al personal 
funcionario y laboral del Ayuntamiento de 
Madrid y de sus Organismos Autónomos.  

A. Representación de los empleados 
públicos. 

10.- Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres: 

I. Ley Orgánica 3/2007 
A. Objeto y ámbito de la ley.  
B. El principio de igualdad y la tutela 

contra la discriminación.  

II. El Plan de Igualdad entre mujeres y 
hombres del Ayuntamiento de Madrid y sus 
Organismos Autónomos:  

A. Ámbito municipal;  
B. Principios rectores;  
C. Estructura del Plan de Igualdad. 
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INTRODUCCIÓN  
En primer lugar queremos dejar clara nuestra postura de rechazo a la política de 

empleo y personal que se están llevando a cabo entre las cúpulas de los sindicatos 
afines a la empresa y la corporación municipal.  

Está apuesta de la corporación y sus colaboradores, va mucho más allá de ésta 
OPE, han trazado una ruta hacia la destrucción de empleo público, especialmente 
de grupos C y E, y su sustitución por empresas privadas que basa sus beneficios 
en la nula inversión en infraestructuras y la explotación de trabajadores y 
trabajadoras con unas condiciones y garantías laborales muy alejadas de las del 
personal municipal.  

Desde COBAS estamos trabajando para dar una respuesta contundente para 
garantizar nuestro futuro y el fortalecimiento de un servicio publico de calidad. No 
hay otra salida que la lucha por la defensa de nuestros puestos de trabajo y 
le los servicios públicos.  

Por ello exigimos el reconocimiento de la labor de nuestros compañeros y 
compañeras que siendo contratados en fraude de ley (si en lugar de pertenecer al 
Ayuntamiento, estuvieran en una empresa privada serían declarados fijos 
judicialmente) y a los que se les debe de buscar una salida como empleadas y 
empleados públicos del Ayuntamiento de Madrid facilitándoles el acceso a la 
condición de fijo.  

Estamos reivindicando la remunicipalización de los servicios y centro 
privatizados, con la subrogación de los trabajadores que pudieran quedar en la 
calle como interinos hasta convocatoria, y reforzando los servicios privatizados con 
nuevas plazas (al menos 2-3 por cada plaza subrogada) y recuperando las plazas 
amortizadas durante los últimos 20 años. Esta medida sería un revulsivo del 
empleo de calidad y un fortalecimiento del servicio publico municipal. 

Al ser una situación excepcional, en los que los mayores perjudicados son las 
trabajadoras y trabajadores que llevan años con contratos de interinidad la mayoría 
en fraude de ley, De una forma u otra los que están se deben de quedar, cualquier 
otra solución que suponga el despido de miles de trabajadores que llevan años 
sosteniendo el servicio, sería un despropósito.  
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SOBRE EL TEMARIO  
Este temario está elaborado por afiliadas a COBAS del Ayuntamiento de Madrid 

en su tiempo libre, sin ningún tipo de retribución ni compensación. Defendemos el 
derecho a la formación gratuita de las trabajadoras y trabajadores. En COBAS 
estamos haciendo un esfuerzo para intentar ayudar a los y las compañeras que 
están peleando por conseguir una plaza en el Ayuntamiento, siempre dentro de 
nuestros limitados medios, ya que no aceptamos subvenciones de ningún tipo y 
todo el trabajo y dinero lo aportan las compañeras y compañeros afiliados.  

CONTENIDO DEL TEMARIO  
El programa publicado para las distintas categorías del grupo C1, recoge dos 

grupos de temas, Grupo I y Grupo II, el primero es la parte genérica que es la que 
contiene el presente documento. En cuanto al contenido de temas del Grupo II, o 
parte específica de cada categoría NO ESTÁ INCLUIDA. 

Por lo tanto el este temario contiene sólo el programa correspondiente al la Parte 
genérica.  

De producirse alguna modificación normativa, legislativa, etc. intentaremos 
proporcionar enlace de descarga en nuestra web, con las actualizaciones 
correspondientes.  

Cada temario tiene su numero de versión (Ver. xx) que va incrementándose 
según cada revisión, así las Ver. 01.1, Ver. 01.2, Ver. 01.3, etc., contendrán 
pequeñas revisiones de redactado o alguna pequeña errata, etc. Mientras que las 
Ver. 02, Ver 03, Ver 04, … etc. corresponde a revisiones importantes, modificación 
de algún artículo, normativa, etc. añadido o supresión de contenido, etc. Por ello 
recomendamos comprobar siempre las actualizaciones y tomar la última versión 
como referencia de estudio. 

Hay que tener en cuenta que las leyes y normativas se actualizan de forma 
periódica, por lo que en cada prueba se exigirá la normativa en vigor. 

S i de tec tas cua lqu ie r e r ro r o e r ra ta puedes env ia r co r reo a 
formacion@cobasaytomadrid.es Igualmente si tienes cualquier duda sobre el 
contenido del temario puedes plantearlas en ese mismo correo, intentaremos 
ayudarte en lo que esté en nuestra mano  

Un cordial saludo y muchísima suerte 
Sección Sindical de CO.BAS  

Ayuntamiento de Madrid  
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TEMA 1. La Constitución  

I. Estructura de la Constitución Española de 1978  

La Constitución Española se compone de un preámbulo, seguido de un total de 
169 artículos repartidos entre un título preliminar y diez títulos numerados,  

Además, cuenta con cuatro disposiciones adicionales, nueve transitorias, una 
derogatoria y una disposición final. 
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CONTENIDO DE LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA

TITULOS CAPITULOS SECCIONES ARTÍCULOS

TITULO 
I

De los derechos y deberes fundamentales

CAPITULO PRIMERO 

D e l o s e s p a ñ o l e s y 
extranjeros

-
1 1 a l 

13

CAPITULO SEGUNDO 

Derechos y libertades
14

SECCIÓN PRIMERA 

D e l o s d e r e c h o s 
fundamentales y de las 
libertades públicas

1 5 a l 
29

SECCION SEGUNDA  

De los derechos y 
d e b e r e s d e l o s 
ciudadanos

3 0 a l 
38

CAPITULO TERCERO  

De los principios rectores 
de la po l í t i ca soc ia l y 
económica

-
3 9 a l 

52

CAPITULO CUARTO  

De las garantías de las 
l i b e r t a d e s y d e r e c h o s 
fundamentales

-
5 3 a l 

54

CAPITULO QUINTO  

De la suspensión de los 
derechos y libertades

- 55

TITULO 
II

De la Corona

56-65

De las Cortes Generales

CAPITULO PRIMERO 

De las Cámaras
66-80
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TITULO 
III

CAPITULO SEGUNDO 

De la elaboración de las 
leyes

81-92

CAPITULO TERCERO 

D e l o s T r a t a d o s 
Internacionales

93-96

TITULO 
IV

Del Gobierno y de la Administración

97-107

TITULO 
V

De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes

108-11
6

TITULO 
VI

Del poder Judicial

117-12
7

TITULO 
VII

Economía y hacienda

128-13
6

TITULO 
VIII

De la Organización Territorial del Estado

CAPITULO PRIMERO 

Principios Generales
137-13

9

CAPITULO SEGUNDO 

De la Administración Local
140-14

2

CAPITULO TERCERO  

De las Comun idades 
Autónomas

143-15
8

TITULO 
IX

Del Tribunal Constitucional

159-16
5

TITULO 
X

De la Reforma Constitucional

166-16
9

DISPOSICIONES ADICIOANALES

Disposición Adicional Primera
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 Disposición Adicional Segunda

Disposición Adicional Tercera

 Disposición Adicional Cuarta

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Disposición Transitoria Primera

Disposición Transitoria Segunda

Disposición Transitoria Tercera

 Disposición Transitoria Cuarta

Disposición Transitoria Quinta

Disposición Transitoria Sexta

 Disposición Transitoria Septima

 Disposición Transitoria Octava

Disposición Transitoria Novena

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

DISPOSICIÓN FINAL
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II.- Principios generales.  

PREÁMBULO  

La Nación española, deseando establecer la justicia, la libertad y la seguridad y 
promover el bien de cuantos la integran, en uso de su soberanía, proclama su 
voluntad de:  

Garantizar la convivencia democrática dentro de la Constitución y de las 
leyes conforme a un orden económico y social justo.  

Consolidar un Estado de Derecho que asegure el imperio de la ley como 
expresión de la voluntad popular.  

Proteger a todos los españoles y pueblos de España en el ejercicio de 
los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones.  

Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a 
todos una digna calidad de vida.  

Establecer una sociedad democrática avanzada, y  

Colaborar en el fortalecimiento de unas relaciones pacíficas y de eficaz 
cooperación entre todos los pueblos de la Tierra.  

En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente  

CONSTITUCIÓN TÍTULO PRELIMINAR  

Artículo 1 - (Clase de Estado)  

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que 
propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la 
justicia, la igualdad y el pluralismo político.  

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los 
poderes del Estado.  

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.  

Artículo 2 - (Unidad de la nación española y derecho de autonomía)  
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, 

patria común e indivisible de todos los españoles, y reconoce y garantiza el 
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derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran y la 
solidaridad entre todas ellas.  

Artículo 3 (Lengua y modalidades lingüísticas) 
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles 

tienen el deber de conocerla y el derecho a usarla.  

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas 
Comunidades Autónomas de acuerdo con sus Estatutos.  

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un 
patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y protección.  

Artículo 4 - (La Bandera) 
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, 

amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.  

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las 
Comunidades Autónomas. Estas se utilizarán junto a la bandera de España en sus 
edificios públicos y en sus actos oficiales.  

Artículo 5 - (La capitalidad del Estado)  
La capital del Estado es la villa de Madrid.  

Artículo 6 - (Los partidos políticos)  
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 

manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la 
participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del 
respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán 
ser democráticos.  

Artículo 7 - (Sindicatos y asociaciones empresariales)  
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la 

defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les son propios. 
Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro del respeto a la 
Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser 
democráticos.  

general@cobasaytomadrid.es Página  de 10 233



CO.B
AS

Artículo 8 - Las fuerzas armadas)  
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el 

Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la soberanía e independencia de 
España, defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional.  

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los 
principios de la presente Constitución.  

Artículo 9 (Sujeción de la Constitución y principios garantizados por 
esta) 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al 
resto del ordenamiento jurídico.  

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la 
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y 
efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 
participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y 
social.  

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la 
publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la 
responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.  

III. Los Derechos y deberes fundamentales.  

Artículo 10: Los derechos de la persona 
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el 

libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los 
demás son fundamento del orden político y de la paz social. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias ratificados por España. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De los españoles y los extranjeros 
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Artículo 11: Nacionalidad 
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo 

con lo establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países 
iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular 
vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no reconozcan a 
sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin 
perder su nacionalidad de origen. 

Artículo 12: Mayoría de edad 
Los españoles son mayores de edad a los 18 años. 

Artículo 13: Derechos de los extranjeros  
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el 

presenteTítulo en los términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el 
artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda 
establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las 
elecciones municipales. 

 3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los 
delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los 
apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España. 

CAPÍTULO SEGUNDO  
Derechos y libertades 

Artículo 14: Igualdad ante la ley 
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación 

alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social. 

SECCIÓN 1ª 
De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 
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Artículo 15: Derecho a la vida 
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún 

caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer las 
leyes penales militares para tiempos de guerra. 

Artículo 16: Libertad ideológico y religiosa 
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 

comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el 
mantenimiento del orden público protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en 
cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las 
consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás 
confesiones. 

Artículo 17: Derecho a la libertad personal 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser 

privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y 
en los casos y en la forma previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente 
necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de 
los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido 
deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo 
que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no 
pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al 
detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley 
establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la 
inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. 
Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración de la prisión 
provisional. 

Artículo 18: Derecho a la intimidad. Inviolabilidad de domicilio. 
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 

propia imagen. 
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2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin 
consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, 
telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial. 

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

Artículo 19: Libertad de residencia  y circulación  
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el 

territorio nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos 
que la ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o 
ideológicos. 

Artículo 20:Libertad de expresión  
1. Se reconocen y protegen los derechos: 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones 
mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de 
difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto 
profesional en el ejercicio de estas libertades. 

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de 
censura previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de 
comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y 
garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos 
significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de 
España. 

4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en 
este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el 
derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud 
y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros 
medios de información en virtud de resolución judicial. 
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Artículo 21: Derecho de reunión  
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este 

derecho no necesitará autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se 
dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan 
razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o 
bienes. 

Artículo 22: Derecho de asociación  
1. Se reconoce el derecho de asociación. 

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipifica- 

dos como delito son ilegales. 

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse 
en un registro a los solos efectos de publicidad. 

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades 
en virtud de resolución judicial motivada. 

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

Artículo 23: Derecho de participación  
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, 

directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones 
periódicas por sufragio universal. 

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes. 

Artículo 24: Protección judicial de los derechos  
1. Todas las personas tienen derecho a obtener tutela efectiva de los jueces y 

tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún 
caso, pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a 
la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada 
contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las 
garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no 
declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de 
inocencia. 
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La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto 
profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente 
delictivos. 

Artículo 25: Principio de legalidad penal 
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el 

momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, 
según la legislación vigente en aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán 
orientadas hacia la reeducación y reinserción social y no podrán consistir en 
trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la 
misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los 
que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el 
sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo 
remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como 
al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o 
subsidiariamente, impliquen privación de libertad. 

Artículo 26: Prohibición de los Tribunal de Honor 
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de 

las organizaciones profesionales. 

Artículo 27: Libertad de enseñanza 
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de 

enseñanza. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana 
en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y 
libertades fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que 
sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones. 

Derecho a la educación  
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante 
una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los 
sectores afectados y la creación de centros docentes. 
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6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de 
centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el 
control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos 
públicos, en los términos que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo 
para garantizar el cumplimiento de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los 
requisitos que la ley establezca. 

Autonomía universitaria 
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley 

establezca. 

Artículo 28: Libertad de sindicación  
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar 

el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás 
Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio 
para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar 
sindica- tos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindica- tos a 
formar confederaciones y a formar organizaciones sindicales internacionales o a 
afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de 
sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las 
garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de 
la comunidad. 

Artículo 29: Derecho de petición  
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por 

escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos 
sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y 
con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica. 

SECCIÓN 2ª 
De los derechos y deberes de los ciudadanos 
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Artículo 30: Servicio militar y objeción de conciencia 
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las 
debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de 
exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una 
prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés 
general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de 
grave riesgo, catástrofe o calamidad pública. 

Artículo 31: Sistema tributario 
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su 

capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los 
principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance 
confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y 
su programación y ejecución responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter 
público con arreglo a la ley. 

Artículo 32: Matrimonio 
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad 

jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, 
los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y 
sus efectos. 

Artículo 33: Derecho a la propiedad 
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con 
las leyes. 

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada 
de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de 
conformidad con lo dispuesto por las leyes. 
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Artículo 34: Derecho de fundación  
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con 

arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del 
artículo 22. 

Artículo 35: El trabajo, derecho y deber 
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la 

libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una 
remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin 
que en ningún caso pueda hacer- se discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

Artículo 36: Colegios Profesionales  
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios 

Profesionales y el ejercicio de las profesiones tituladas. La estructura interna y el 
funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos. 

Artículo 37: Convenios y conflictos laborales 
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los 

representantes de los trabajadores y empresarios, así como la fuerza vinculante de 
los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas 
de conflicto colectivo. La ley que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio 
de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las garantías precisas para 
asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

Artículo 38: Libertad de empresa. Economía de mercado 
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. 

Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la 
productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, 
de la planificación. 

CAPÍTULO TERCERO 
De los principios rectores de la política social y económica 
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Artículo 39: Protección a la familia y a la infancia 
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la 

familia. 

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, 
iguales éstos ante la ley con independencia de su filiación, y de las madres, 
cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la investigación de la 
paternidad. 

3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro 
o fuera del matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que 
legalmente proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales 
que velan por sus derechos. 

Artículo 40: Redistribución de la renta. Pleno empleo 
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso 

social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más 
equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica. De manera 
especial realizarán una política orientada al pleno empleo. 

Formación profesional. Jornada y descanso laboral 
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la 

formación y readaptación profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el 
trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante la limitación de la jornada 
laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros 
adecuados. 

Artículo 41: Seguridad Social 
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para 

todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales 
suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. 
La asistencia y prestaciones complementarias serán libres. 

Artículo 42: Emigrantes 
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos 

y sociales de los trabajadores españoles en el extranjero y orientará su política 
hacia su retorno. 
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Artículo 43: Protección a la salud 
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través 
de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley 
establecerá los derechos y deberes de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y 
el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

Artículo 44: Acceso a la cultura 
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que 

todos tienen derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y 
técnica en beneficio del interés general. 

Artículo 45: Medio ambiente. Calidad de vida  
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el 

desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos 
naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y 
restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que 
la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así 
como la obligación de reparar el daño causado. 

Artículo 46: Conservación del patrimonio artístico  
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el 

enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de 
España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y 
su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio. 

Artículo 47: Derecho a la vivienda. Utilización del suelo 
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y 

adecuada. Los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y 
establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la 
utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la 
especulación. 
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La comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de 
los entes públicos. 

Artículo 48: Participación de la juventud 
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y 

eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. 

Artículo 49: Atención a los disminuidos físicos 
Los poderes públicos realizaran una política de previsión, tratamiento, 

rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a 
los que prestarán la atención especializada que requieran y los ampararán 
especialmente para el disfrute de los derechos que esteTítulo otorga a todos los 
ciudadanos. 

Artículo 50: Tercera edad 
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y 

periódicamente actualizadas, la suficiencia económica a los ciudadanos durante la 
tercera edad. Asimismo, y con independencia de las obligaciones familiares, 
promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán 
sus problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio. 

Artículo 51: Defensa de los consumidores 
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, 

protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los 
legítimos intereses económicos de los mismos. 

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los 
consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las 
cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el 
comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales. 

Artículo 52: Organizaciones profesionales  
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de 

los intereses económicos que les sean propios. Su estructura interna y 
funcionamiento deberán ser democráticos. 

CAPÍTULO IV.  
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De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 

Artículo 53 
Tutela de las libertades y derechos. Los derechos y libertades reconocidos en el 

Capítulo II del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, 
que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el 
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 161, 1, a). 

Recurso de amparo. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las 
libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección 1ª. del Capítulo II 
ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de 
preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de 
conciencia reconocida en el artículo 30. 

El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el 
Capítulo III informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de 
los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de 
acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen. 

Artículo 54. El Defensor del Pueblo 
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto 

comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los 
derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad 
de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. 

CAPÍTULO V.  
De la suspensión de los derechos y libertades 

Artículo 55. Suspensión de derechos y libertades 
Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3; artículos 19, 

20, apartados 1, a) y d), y 5; artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, 
podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción 
o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo 
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de 
declaración de estado de excepción. 

Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma 
individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control 
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parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, 
apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación 
con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o 
elementos terroristas. La utilización injustificada o abusiva de las facultades 
reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal, como violación 
de los derechos y libertades reconocidos por las leyes. 

TEMA 2. Reglamento Orgánico del Gobierno y de la Administración del 
Ayuntamiento de Madrid  

2.- Reglamento Orgánico del Gobierno y de la Administración del Ayuntamiento 
de Madrid:  

I. Las Áreas de Gobierno y su estructura interna. 
II. Órganos superiores de las Áreas de Gobierno 
III. Órganos Centrales directivos. 
IV. Número y denominación de las actuales Áreas de Gobierno. V. Los Distritos:  

-Organización y estructura administrativa.  

I. Las Áreas de Gobierno y su estructura interna.  

Sección 1o. Áreas de Gobierno y su estructura interna del Reglamento Orgánico 
del Gobierno y de la Administración del Ayuntamiento de Madrid  

Artículo 40 . Las Áreas de Gobierno.  

1 . Las Áreas de Gobierno constituyen los niveles esenciales de la organización 
municipal y comprenden, cada una de ellas, uno o varios sectores funcionalmente 
homogéneos de la actividad administrativa municipal.  

De las mismas podrán depender otras Áreas de Coordinación o Delegadas a las 
que corresponderá la dirección de un sector de la actividad administrativa de la 
responsabilidad de aquéllas.  

2. El número de Áreas de Gobierno no podrán exceder de 15, correspondiendo 
al alcalde, al amparo de lo previsto en el artículo 123.1.c) en relación con las 
facultades que le atribuye el artículo 124.4.k) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
determinar el número, denominación y atribuciones de las Áreas, sin perjuicio de 
las competencias que le puedan delegar otros órganos municipales.  

Artículo 41 . Estructura de las Áreas de Gobierno.  

1. Para ejercer las competencias y desarrollar las funciones de gobierno y 
administración que les correspondan, las Áreas de Gobierno, en las que podrá 
existir uno o más coordinadores generales, contarán con una Secretaría General 
Técnica y se estructurarán  
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TEMA 2 - La Constitución española de 1978 (II) 

I. ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO 

TÍTULO VIII 
De la Organización Territorial del Estado 

CAPÍTULO PRIMERO 
Principios generales 

Artículo 137 
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las 

Comunidades Autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de 
autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. 

Artículo 138 
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad 

consagrado en el artículo 2 de la Constitución, velando por el establecimiento de 
un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio 
español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular. 

2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas 
no podrán implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales. 

Artículo 139 
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier 

parte del territorio del Estado. 

2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente 
obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las personas y la libre 
circulación de bienes en todo el territorio español. 

CAPÍTULO SEGUNDO 
De la Administración Local 
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Artículo 140 
La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. Estos gozarán de 

personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus 
respectivos Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los 
Concejales serán elegidos por los vecinos del municipio mediante sufragio 
universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los 
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las 
condiciones en las que proceda el régimen del concejo abierto. 

Artículo 141 
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, 

determinada por la agrupación de municipios y división territorial para el 
cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los límites 
provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley 
orgánica. 

2. El Gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán 
encomendados a Diputaciones u otras Corporaciones de carácter representativo. 

3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia. 

4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en 
forma de Cabildos o Consejos. 

Artículo 142 
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el 

desempeño de las funciones que la ley atribuye a las Corporaciones respectivas y 
se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de participación en los del 
Estado y de las Comunidades Autónomas. 

CAPÍTULO TERCERO 
De las Comunidades Autónomas 

Artículo 143 
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la 

Constitución, las provincias limítrofes con características históricas, culturales y 
económicas comunes, los territorios insulares y las provincias con entidad regional 
histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades 
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos. 

2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones 
interesadas o al órgano interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de 
los municipios cuya población represente, al menos, la mayoría del censo electoral 
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de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el plazo de seis 
meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las 
Corporaciones locales interesadas. 

3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados 
cinco años. 

Artículo 144 
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés 

nacional: 

a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito 
territorial no supere el de una provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 
del artículo 143. 

b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que 
no estén integrados en la organización provincial. 

c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 
2 del artículo 143. 

Artículo 145 
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas. 

2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las 
Comunidades Autónomas podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y 
prestación de servicios propios de las mismas, así como el carácter y efectos de la 
correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, 
los acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la 
autorización de las Cortes Generales. 

Artículo 146 
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los 

miembros de la Diputación u órgano interinsular de las provincias afectadas y por 
los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será elevado a las Cortes Generales 
para su tramitación como ley. 

Artículo 147 
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la 

norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los 
reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico. 

2. Los Estatutos de autonomía deberán contener: 
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a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad 
histórica. 

b) La delimitación de su territorio. 

c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias. 

d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y 
las bases para el traspaso de los servicios correspondientes a las mismas. 

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los 
mismos y requerirá, en todo caso, la aprobación por las Cortes Generales, 
mediante ley orgánica. 

Artículo 148 
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes 

materias: 

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno. 

2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, 
en general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre 
las Corporaciones locales y cuya transferencia autorice la legislación sobre 
Régimen Local. 

3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 

4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio 
territorio. 

5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el 
territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte 
desarrollado por estos medios o por cable. 

6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, 
los que no desarrollen actividades comerciales. 

7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la 
economía. 

8.ª Los montes y aprovechamientos forestales. 

9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente. 

10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos 
hidráulicos, canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; las aguas 
minerales y termales. 

11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la 
pesca fluvial. 

12.ª Ferias interiores. 
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13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de 
los objetivos marcados por la política económica nacional. 

14.ª La artesanía. 

15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la 
Comunidad Autónoma. 

16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma. 

17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza 
de la lengua de la Comunidad Autónoma. 

18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 

19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 

20.ª Asistencia social. 

21.ª Sanidad e higiene. 

22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y 
demás facultades en relación con las policías locales en los términos que 
establezca una ley orgánica. 

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las 
Comunidades Autónomas podrán ampliar sucesivamente sus competencias dentro 
del marco establecido en el artículo 149. 

Artículo 149 
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos 
los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales. 

2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 

3.ª Relaciones internacionales. 

4.ª Defensa y Fuerzas Armadas. 

5.ª Administración de Justicia. 

6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio 
de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las 
particularidades del derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas. 

7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. 

8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo 
por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las 
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normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, 
ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones 
contractuales, normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las 
fuentes del Derecho, con respeto, en este último caso, a las normas de derecho 
foral o especial. 

9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial. 

10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior. 

11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la 
ordenación de crédito, banca y seguros. 

12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial. 

13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

14.ª Hacienda general y Deuda del Estado. 

15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. 

16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación 
sobre productos farmacéuticos. 

17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin 
perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas. 

18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del 
régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los 
administrados un tratamiento común ante ellas; el procedimiento administrativo 
común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización propia de 
las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación 
básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de 
responsabilidad de todas las Administraciones públicas. 

19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del 
sector se atribuyan a las Comunidades Autónomas. 

20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y 
señales marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; 
control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo, servicio meteorológico y 
matriculación de aeronaves. 

21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más 
de una Comunidad Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y 
circulación de vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, 
submarinos y radiocomunicación. 

22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos 
hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la 
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autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a 
otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial. 

23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de 
protección. La legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías 
pecuarias. 

24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una 
Comunidad Autónoma. 

25.ª Bases de régimen minero y energético. 

26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos. 

27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de 
todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su 
desarrollo y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas. 

28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la 
exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, 
sin perjuicio de su gestión por parte de las Comunidades Autónomas. 

29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por 
las Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos 
Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 

30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de 
títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 
27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los 
poderes públicos en esta materia. 

31.ª Estadística para fines estatales. 

32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de 
referéndum. 

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades 
Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como deber y atribución 
esencial y facilitará la comunicación cultural entre las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con ellas. 

3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución 
podrán corresponder a las Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos 
Estatutos. La competencia sobre las materias que no se hayan asumido por los 
Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en 
caso de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté 
atribuido a la exclusiva competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo 
caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas. 
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Artículo 150 
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a 

todas o a alguna de las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí 
mismas, normas legislativas en el marco de los principios, bases y directrices 
fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en 
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales 
sobre estas normas legislativas de las Comunidades Autónomas. 

2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, 
mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal 
que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación. La 
ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios financieros, 
así como las formas de control que se reserve el Estado. 

3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para 
armonizar las disposiciones normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el 
caso de materias atribuidas a la competencia de éstas, cuando así lo exija el 
interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de 
cada Cámara, la apreciación de esta necesidad. 

Artículo 151 
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el 

apartado 2 del artículo 148, cuando la iniciativa del proceso autonómico sea 
acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por las Diputaciones o los 
órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los 
municipios de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la 
mayoría del censo electoral de cada una de ellas y dicha iniciativa sea ratificada 
mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores 
de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica. 

2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la 
elaboración del Estatuto será el siguiente: 

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las 
circunscripciones comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al 
autogobierno, para que se constituyan en Asamblea, a los solos efectos de 
elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante el 
acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros. 

2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se 
remitirá a la Comisión Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 33 233



CO.B
AS

meses, lo examinará con el concurso y asistencia de una delegación de la 
Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su formulación definitiva. 

3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a 
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito 
territorial del proyectado Estatuto. 

4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de 
los votos válidamente emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos 
de ambas Cámaras decidirán sobre el texto mediante un voto de ratificación. 
Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley. 

5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, 
el proyecto de Estatuto será tramitado como proyecto de ley ante las Cortes 
Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a referéndum del cuerpo 
electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado 
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente 
emitidos en cada provincia, procederá su promulgación en los términos del párrafo 
anterior. 

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación 
del proyecto de Estatuto por una o varias provincias no impedirá la constitución 
entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en la forma que 
establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo. 

Artículo 152 
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo 

anterior, la organización institucional autonómica se basará en una Asamblea 
Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a un sistema de 
representación proporcional que asegure, además, la representación de las 
diversas zonas del territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y 
administrativas y un Presidente, elegido por la Asamblea, de entre sus miembros, y 
nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de Gobierno, la 
suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en 
aquélla. El Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán 
políticamente responsables ante la Asamblea. 

Un Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde 
al Tribunal Supremo, culminará la organización judicial en el ámbito territorial de la 
Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las Comunidades Autónomas podrán 
establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la 
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de 
conformidad con lo previsto en la ley orgánica del poder judicial y dentro de la 
unidad e independencia de éste. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 123, las sucesivas instancias 
procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el mismo 
territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera 
instancia. 

2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente 
podrán ser modificados mediante los procedimientos en ellos establecidos y con 
referéndum entre los electores inscritos en los censos correspondientes. 

3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán 
establecer circunscripciones territoriales propias, que gozarán de plena 
personalidad jurídica. 

Artículo 153 
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se 

ejercerá: 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus 
disposiciones normativas con fuerza de ley. 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de 
funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración 
autónoma y sus normas reglamentarias. 

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario. 

Artículo 154 
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en 

el territorio de la Comunidad Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la 
administración propia de la Comunidad. 

Artículo 155 
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la 

Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente 
al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la 
Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por 
mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a 
aquélla al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del 
mencionado interés general. 
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2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el 
Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de las Comunidades 
Autónomas. 

Artículo 156 
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el 

desarrollo y ejecución de sus competencias con arreglo a los principios de 
coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos los españoles. 

2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores 
del Estado para la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos 
tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los Estatutos. 

Artículo 157 
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por: 

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre 
impuestos estatales y otras participaciones en los ingresos del Estado. 

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales. 

c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras 
asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado. 

e) El producto de las operaciones de crédito. 

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas 
tributarias sobre bienes situados fuera de su territorio o que supongan obstáculo 
para la libre circulación de mercancías o servicios. 

3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias 
financieras enumeradas en el precedente apartado 1, las normas para resolver los 
conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de colaboración financiera 
entre las Comunidades Autónomas y el Estado. 

Artículo 158 
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación 

a las Comunidades Autónomas en función del volumen de los servicios y 
actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel mínimo en la 
prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. 

2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer 
efectivo el principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con 
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destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos por las Cortes 
Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso. 
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TEMA 3.- Reglamento Orgánico del Gobierno y de la 
Administración del Ayuntamiento de Madrid de 31 de 
mayo de 2004  

I. Las Áreas de Gobierno y su estructura interna.  

Sección 1º. Áreas de Gobierno y su estructura interna del Reglamento 
Orgánico del Gobierno y de la Administración del Ayuntamiento de 

Madrid  

Artículo 40 . Las Áreas de Gobierno.  
1 . Las Áreas de Gobierno constituyen los niveles esenciales de la organización 

municipal y comprenden, cada una de ellas, uno o varios sectores funcionalmente 
homogéneos de la actividad administrativa municipal.  

De las mismas podrán depender otras Áreas de Coordinación o Delegadas a las 
que corresponderá la dirección de un sector de la actividad administrativa de la 
responsabilidad de aquéllas.  

2. El número de Áreas de Gobierno no podrán exceder de 15, correspondiendo 
al alcalde, al amparo de lo previsto en el artículo 123.1.c) en relación con las 
facultades que le atribuye el artículo 124.4.k) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
determinar el número, denominación y atribuciones de las Áreas, sin perjuicio de 
las competencias que le puedan delegar otros órganos municipales.  

Artículo 41 . Estructura de las Áreas de Gobierno.  
1. Para ejercer las competencias y desarrollar las funciones de gobierno y 

administración que les correspondan, las Áreas de Gobierno, en las que podrá 
existir uno o más coordinadores generales, contarán con una Secretaría General 
Técnica y se estructurarán por bloques de competencias de naturaleza homogénea 
a través de Direcciones Generales u órganos similares.  

2. Las Secretarías Generales Técnicas y Direcciones Generales u órganos 
asimilados podrán organizarse a su vez en Subdirecciones Generales, Servicios, 
Departamentos, Secciones, y otras unidades inferiores o asimiladas.  
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Estas unidades administrativas también podrán depender directamente de los 
coordinadores generales.  

Artículo 42. Ordenación jerárquica de la Áreas.  
1. Los concejales de Gobierno y consejeros-delegados de Gobierno son los jefes 

superiores del Área de Gobierno correspondiente. Asimismo, los concejales de 
Coordinación y los concejales-delegados son los jefes directos de su Área, sin 
perjuicio de la superior dirección que corresponde al titular del Área de Gobierno 
de la que dependan.  

2. Los órganos directivos dependen de alguno de los anteriores y se ordenan 
jerárquicamente del siguiente modo: Coordinador General, Secretario General 
Técnico, Director General u órgano asimilado. Cuando así lo prevean los Acuerdos 
de la Junta de Gobierno de organización administrativa, los órganos directivos 
podrán depender directamente del Alcalde, y de ellos podrán depender otros 
órganos directivos y aquellos Organismos públicos con competencias de carácter 
instrumental y de prestación de servicios internos a todas las Áreas de Gobierno. 
En este último caso corresponderá al titular del órgano directivo la presidencia del 
Organismo público que de él dependa.  

Excepcionalmente, cuando así se prevea en los citados Acuerdos, un órgano 
directivo podrá depender de otro órgano directivo del mismo rango.  

II. Órganos superiores de las Áreas de Gobierno  

Sección 2ª. De los órganos superiores de las Áreas de Gobierno  

Artículo 44 . Funciones de los concejales de Gobierno y los consejeros-
delegados de Gobierno.  

A los concejales de Gobierno y consejeros-delegados de Gobierno corresponde 
la dirección de los ámbitos de la actividad administrativa integrados en su Área de 
Gobierno, y en particular las siguientes funciones:  

a) Ejercer la representación, dirección, gestión e inspección del Área del que 
sean titulares.  

b) Fijar los objetivos del Área de su competencia, aprobar los planes de 
actuación de la misma y asignar los recursos necesarios para su ejecución, de 
acuerdo con las normas presupuestarias correspondientes.  
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c) Elevar al Pleno las propuestas que les correspondan en el ámbito de las 
competencias de su Área.  

d) Proponer a la Junta de Gobierno la aprobación de los proyectos de 
disposiciones de carácter general y las demás propuestas que correspondan en el 
ámbito de sus competencias.  

e) Proponer al alcalde la aprobación de los proyectos de organización y 
estructura de su Área.  

f) Evaluar la ejecución de los planes de actuación del Área por parte de los 
órganos directivos y ejercer el control de eficacia respecto de su actuación.  

g) Ejercer la superior inspección y las demás funciones que les atribuye el 
artículo 85 bis de la Ley 7/1985, de 2 de abril, respecto de los organismos públicos 
adscritos a su Área.  

h) Ejercer la superior autoridad sobre el personal de su Área, sin perjuicio de las 
competencias que en esta materia corresponden al alcalde respecto de todo el 
personal al servicio del Ayuntamiento.  

i) Resolver los conflictos entre los órganos directivos dependientes de su Área.  

j) Proponer a la Junta de Gobierno el nombramiento de los titulares de los 
órganos directivos de su Área.  

k) Las demás que les atribuyan el presente Reglamento y las demás 
disposiciones legales vigentes.  

Artículo 45. Funciones de los concejales de Coordinación y de los 
concejales- delegados.  

1 . A los concejales de Coordinación y a los concejales-delegados corresponde 
la dirección de los ámbitos de la actividad administrativa integrada en su Área, y en 
particular las competencias señaladas en el artículo anterior, sin perjuicio de la 
superior dirección y representación que corresponde al concejal de Gobierno o 
consejero-delegado de Gobierno del que dependan, y con excepción de las 
señaladas en las letras b), c), d), e) y j).  

2 . Los concejales de Coordinación y los concejales-delegados responden ante 
el órgano superior inmediato del que dependan del cumplimiento de los objetivos 
que se asignen a su Área.  
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III. Órganos Centrales directivos. 
Sección 3o. De los órganos centrales directivos  

Artículo 46 . Coordinadores generales. 
1. Corresponden a los Coordinadores Generales las funciones de coordinación y 

dirección de las distintas Direcciones Generales u órganos asimilados 
dependientes de los mismos y las demás funciones que les deleguen o 
desconcentren el Alcalde o la Junta de Gobierno. 

2. En los casos en que se nombre en una misma Área de Gobierno más de un 
Coordinador General, el Acuerdo de la Junta de Gobierno de organización 
administrativa de la misma delimitará los sectores de la actividad administrativa 
sobre los que actuará cada uno de ellos. 

(Artículo 47 modificado por Acuerdo Pleno de 30 de septiembre de 2015) 

Artículo 47 . Secretarios generales técnicos. 
 

1. A los Secretarios Generales Técnicos, con rango de Director General, les 
corresponderán las siguientes funciones: a) La gestión de los servicios comunes. 

b) La coordinación de las Direcciones Generales y órganos asimilados en el 
ámbito de los servicios comunes. 

c) La asistencia jurídica y técnica al titular del Área de Gobierno, sin perjuicio de 
las competencias atribuidas a la Asesoría Jurídica. 

d) Las funciones tendentes a la eficiente utilización de los medios y recursos 
materiales, económicos y personales que tenga asignados el Área de Gobierno. 

e) Las demás funciones que les deleguen o desconcentren el Alcalde o la Junta 
de Gobierno. 

2. Para el ejercicio de las funciones señaladas en el apartado 1, los Secretarios 
Generales Técnicos podrán recabar de los Coordinadores Generales, Direcciones 
Generales y Organismos públicos de la respectiva Área de Gobierno cuantos 
informes, datos y documentos consideren oportunos. 

3. Los Secretarios Generales Técnicos dependerán directamente del titular del 
Área de Gobierno correspondiente. 

Excepcionalmente, en los casos en los que el Área de Gobierno esté 
estructurada en Áreas de Coordinación o Delegadas, el Secretario General Técnico 
podrá depender funcionalmente de una de éstas, de conformidad con lo que 
establezca al respecto el Acuerdo de la Junta de Gobierno de organización 
administrativa del Área de Gobierno.  
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(Artículo 47 modificado por Acuerdo Pleno de 30 de septiembre de 2015)  

Artículo 48 . Directores generales.  
1. Los directores generales son los titulares de los órganos directivos a los que 

corresponde, bajo la dependencia directa de un coordinador general o de un 
concejal de Coordinación o delegado, la dirección y gestión de uno o varios 
ámbitos de competencias funcionalmente homogéneos.  

2 . Con carácter general, corresponden a los directores generales en sus 
respectivos ámbitos de responsabilidad, las siguientes funciones:  

a) La dirección y gestión de los servicios de su competencia.  

b) La dirección y coordinación de las unidades orgánicas adscritas a la misma, 
cuya jefatura inmediata ostentan.  

c) La elaboración de proyectos de disposiciones, acuerdos y convenios respecto 
de las materias de su ámbito de funciones.  

d) La elaboración, seguimiento y control del presupuesto anual que se les 
asigne.  

e) La evaluación de los servicios de su competencia.  

f) Las que les deleguen los demás órganos municipales.  

Artículo 49 . Nombramiento de los titulares de los órganos directivos.  
1 . Los coordinadores generales, los secretarios generales técnicos y los 

directores generales, serán nombrados y cesados por la Junta de Gobierno.  

2. Su nombramiento deberá efectuarse, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 130.3 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, entre 
funcionarios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, de las 
Entidades Locales o funcionarios de Administración Local con habilitación nacional, 
a los que se exija para su ingreso el título de doctor, licenciado, ingeniero, 
arquitecto o equivalente, salvo que el decreto de estructura del Área 
correspondiente prevea que, en atención a las características específicas del 
puesto directivo, su titular no reúna la condición de funcionario.  

En este último caso, los nombramientos habrán de efectuarse motivadamente y 
de acuerdo con criterios de competencia profesional y experiencia en el 
desempeño de puestos de responsabilidad en la gestión pública o privada.  

3. A los efectos previstos en el apartado anterior, podrán ser provistos por 
personal que no ostente la condición de funcionario, los puestos directivos de 
coordinador general.  
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Esta excepción no será de aplicación a la provisión de los puestos de secretario 
general técnico.  

Artículo 50. Forma de los actos. 
1. Las decisiones administrativas que adopten los órganos directivos revestirán 

la forma de resolución. 2 . Dichas resoluciones se publicarán o notificarán de 
acuerdo con lo dispuesto en la normativa vigente.  

IV. NUMERO Y DENOMINACION DE LAS ACTUALES AREAS 
DE GOBIERNO  

Artículo 1. Estructura. 

1. La Administración del Ayuntamiento de Madrid, bajo la superior dirección del 
Alcalde, se estructura en las siguientes áreas de gobierno:  

1.1. Área de Gobierno de Vicealcaldía. 
1.2. Área de Gobierno de Portavoz, Seguridad y Emergencias. 1.3. Área de 
Gobierno de Cultura, Turismo y Deporte. 
1.4. Área de Gobierno de Economía, Innovación y Empleo. 
1.5. Área de Gobierno de Medio Ambiente y Movilidad. 
1.6. Área de Gobierno de Desarrollo Urbano. 
1.7. Área de Gobierno de Hacienda y Personal. 
1.8. Área de Gobierno de Familias, Igualdad y Bienestar Social. 1.9. Área 
de Gobierno de Obras y Equipamientos.  

2. Del Área de Gobierno de Vicealcaldía dependerán las siguientes Áreas 
Delegadas:  

2.1. Área Delegada de Coordinación Territorial, Transparencia y 
Participación Ciudadana.  

2.2. Área Delegada de Internacionalización y Cooperación. 

3. Del Área de Gobierno de Cultura, Turismo y Deporte dependerán las 
siguientes Áreas Delegadas:  

3.1. Área Delegada de Turismo.  

3.2. Área Delegada de Deporte. 

4. Del Área de Gobierno de Economía, Innovación y Empleo, dependerá el  
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4.1 Área Delegada de Innovación y Emprendimiento. 

5. Del Área de Gobierno de Desarrollo Urbano, dependerá el  

5.1 Área Delegada de Vivienda  

TOTAL DE ÁREAS 9  
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Tema 4.-  El Reglamento Orgánico del Gobierno y de la 
Administración del Ayuntamiento de Madrid (II):

Capítulo II . 
De los distritos Sección 1ª. 

Disposiciones generales
Artículo 61. Los distritos.
1. Los distritos constituyen divisiones territoriales del municipio de Madrid, y están 
dotados de órganos de gestión desconcentrada para el impulso y desarrollo de la 
participación ciudadana en la gestión de los asuntos municipales y su mejora, sin 
perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.

2. Corresponde al Pleno del Ayuntamiento mediante norma orgánica establecer la 
división del municipio en distritos, y la determinación y regulación de sus órganos y 
de las competencias de sus órganos representativos y participativos, sin perjuicio de 
las atribuciones del alcalde para determinar la organización y las competencias de su 
administración ejecutiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 123.1.c) de 
la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local.

3 . El presente capítulo establece las normas esenciales de la organización 
administrativa de los distritos, que se complementarán con las referidas en el apartado 
anterior.

Artículo 62 . Órganos de gobierno y administración.
El gobierno y administración del distrito corresponde a la Junta Municipal y al 
concejal-presidente de la misma, sin perjuicio de las competencias que correspondan 
a los demás órganos municipales.

Artículo 63 . La Junta Municipal del Distrito.
La Junta Municipal del Distrito ejercerá las competencias ejecutivas o administrativas 
que le correspondan por delegación del alcalde o de la Junta de Gobierno, sin 
perjuicio de las demás que le atribuya el Pleno de conformidad con lo previsto en el 
apartado quinto del artículo 123.1.c) de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
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Sección 2ª. 
El concejal-presidente

Artículo 64 . El concejal-presidente.
El concejal-presidente, nombrado y separado por el alcalde, representa al distrito y 
dirige su administración, convoca y preside las sesiones de la Junta Municipal, dirime 
los empates con su voto de calidad y ejecuta los acuerdos de ésta

.

Artículo 65 . Competencias.
1 . Corresponde al concejal-presidente la dirección, planificación y coordinación de 
los servicios municipales de la competencia del distrito, y en particular las siguientes:

a) Ejercer la representación, dirección, gestión e inspección del distrito que 
presida.

b) Fijar los objetivos del distrito de su competencia, aprobar los planes de 
actuación del mismo y asignar los recursos necesarios para su ejecución, de 
acuerdo con las normas presupuestarias correspondientes.

c) Proponer al titular del Área competente por razón de la materia, las 
propuestas que corresponda aprobar al Pleno o a la Junta de Gobierno en el 
ámbito de las competencias de su distrito.

d) Proponer al alcalde, a través del Área correspondiente y previo informe del 
Área competente en materia de organización administrativa, la aprobación de 
los proyectos de organización de su distrito.

e) Evaluar la ejecución de los planes de actuación del distrito por parte de los 
gerentes y ejercer el control de eficacia respecto de la actuación de los 
mismos.

f) Ejercer la superior autoridad sobre el personal de su distrito, sin perjuicio 
de las competencias que en esta materia corresponden al alcalde respecto de 
todo el personal al servicio del Ayuntamiento.

g) Las demás que le atribuyan las disposiciones legales vigentes.

2 . El concejal-presidente ejercerá, además, las atribuciones que le hayan sido 
delegadas por el alcalde o la Junta de Gobierno, sin perjuicio de las competencias que 
le puedan ser asignadas por las normas que apruebe el Pleno de conformidad con lo 
previsto en el apartado quinto del artículo 123.1.c) de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
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Artículo 66 . Responsabilidad política.
El concejal-presidente responderá políticamente de su gestión, en los términos 
establecidos en el presente Reglamento, respecto de los miembros de la Junta de 
Gobierno, sin perjuicio de la responsabilidad exigible, en todo caso, ante la propia 
Junta Municipal del Distrito.

Artículo 67 . Forma de los actos.
Las resoluciones administrativas que adopten los concejales-presidentes revestirán la 
forma de decreto y se denominarán "Decretos del concejal-presidente de la Junta 
Municipal de Distrito".

Artículo 68 . El vicepresidente.
1 . El alcalde podrá nombrar vicepresidente a uno de los concejales-vocales de la 
Junta, quien sustituirá al concejal-presidente en caso de vacante, ausencia o 
enfermedad.

2 . La suplencia se producirá sin necesidad de un acto expreso declarativo al respecto, 
debiéndose dar cuenta a la Junta Municipal de esta circunstancia.

1.- ESTRUCTURA ADMINISTRATIVA  
Sección 3º. Estructura administrativa del distrito  

Artículo 69 . Estructura administrativa del distrito. 
1 . Los concejales-presidentes son los jefes superiores de la organización administrativa 

del distrito. 
2 . Bajo la superior dirección del concejal-presidente, corresponde al coordinador del 
distrito la dirección y coordinación de los servicios de la competencia del distrito. 
3. Para ejercer las competencias y servicios que le correspondan, la organización 
administrativa del distrito se estructura en unidades administrativas funcionalmente 
homogéneas.

Dichas unidades se crean, modifican y suprimen a propuesta del concejal-presidente, 
previo informe de las Áreas competentes en materia de organización y de coordinación 
territorial, a través de la relación de puestos de trabajo, sin perjuicio de las disposiciones que 
pueda dictar el alcalde al amparo de lo previsto en el apartado quinto del artículo 123.1.c) de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril. 
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Artículo 70. El coordinador del distrito. 
1 . El coordinador del distrito será nombrado, y en su caso cesado, por la Junta de 

Gobierno a propuesta del concejal-presidente de cada Junta. 
2. El coordinador del distrito ostenta a todos los efectos el rango de director general y su 
nombramiento se efectuará de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de este 
Reglamento. 

Artículo 71 . Funciones y resoluciones. 
1 . Con carácter general, y sin perjuicio de las competencias que puedan delegarle el 

alcalde, la Junta de Gobierno u otros órganos municipales, corresponden a los coordinadores 
de distrito en el ámbito de su responsabilidad, las siguientes funciones: 

a) La dirección, planificación y gestión de los servicios de su competencia.

b) La dirección y coordinación de las unidades orgánicas adscritas a la coordinación, 
cuya jefatura inmediata ostenta.

c) La propuesta de la adopción de disposiciones, acuerdos y convenios respecto de las 
materias de su ámbito de funciones.

d) La elaboración, seguimiento y control del presupuesto anual que se le asigne.

e) La evaluación de los servicios del distrito.

f) La coordinación de las relaciones de la Junta Municipal de distrito con el Área de 
Gobierno competente en materia de coordinación territorial y el resto de las Áreas de 
Gobierno, organismos públicos y empresas municipales.

g) Las que le deleguen los demás órganos municipales. 

2. Las decisiones administrativas que adopten los coordinadores de distrito revestirán la 
forma de "Resolución". 
Dichas resoluciones serán publicadas o notificadas de acuerdo con lo dispuesto en las 
disposiciones que resulten de aplicación. 

Artículo 72. Órganos de participación. 

En los distritos podrán crearse órganos de participación de los vecinos y de las 
asociaciones que los representen, de conformidad con lo que se establezca al respecto en las 
normas orgánicas de participación ciudadana. 
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TEMA 5 - El personal al servicio de la Administración 
Pública según el Texto Refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre 

I. Clases 
Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos. 
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las 

Administraciones Públicas al servicio de los intereses generales. 

2. Los empleados públicos se clasifican en: 

 a) Funcionarios de carrera. 

 b) Funcionarios interinos. 

 c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal. 

 d) Personal eventual. 

Artículo 9. Funcionarios de carrera. 
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están 

vinculados a una Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el 
Derecho Administrativo para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de 
carácter permanente. 

2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o 
indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses 
generales del Estado y de las Administraciones Públicas corresponden exclusivamente a 
los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo de cada 
Administración Pública se establezca. 

Artículo 10. Funcionarios interinos. 
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de 

necesidad y urgencia, son nombrados como tales con carácter temporal para el 
desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por 
funcionarios de carrera, por un máximo de tres años, en los términos previstos en el 
apartado 4. 

b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario. 
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c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración 
superior a tres años, ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública 
que se dicten en desarrollo de este Estatuto. 

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un 
periodo de dieciocho meses. 

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, 
rigiéndose en todo caso por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y 
celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura inmediata del puesto. El nombramiento 
derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará lugar al 
reconocimiento de la condición de funcionario de carrera. 

3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de 
interinidad por cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el 
artículo 63, sin derecho a compensación alguna: 

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de 
cualquiera de los procedimientos legalmente establecidos. 

b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los 
puestos asignados. 

c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento. 

d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento. 

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por 
personal funcionario interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los 
mecanismos de provisión o movilidad previstos en la normativa de cada Administración 
Pública. 

No obstante, transcurridos tres años desde el nombramiento del personal funcionario 
interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante solo podrá ser 
ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso 
selectivo quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal 
funcionario interino. 

Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que 
ocupe temporalmente, siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria 
dentro del plazo de los tres años, a contar desde la fecha del nombramiento del 
funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en el artículo 70 del 
TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin 
que su cese dé lugar a compensación económica. 

5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal 
funcionario de carrera en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y 
al carácter extraordinario y urgente de su nombramiento, salvo aquellos derechos 
inherentes a la condición de funcionario de carrera 
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Artículo 11. Personal laboral. 
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en 

cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la legislación 
laboral, presta servicios retribuidos por las Administraciones Públicas. En función de la 
duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo indefinido o temporal. 

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto 
establecerán los criterios para la determinación de los puestos de trabajo que pueden ser 
desempeñados por personal laboral, respetando en todo caso lo establecido en el 
artículo 9.2. 

3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en 
todo caso por los principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal 
laboral temporal se regirá igualmente por el principio de celeridad, teniendo por finalidad 
atender razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia. 

Artículo 12. Personal eventual. 
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no 

permanente, sólo realiza funciones expresamente calificadas como de confianza o 
asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios 
consignados para este fin.  

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto 
determinarán los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas que podrán 
disponer de este tipo de personal. El número máximo se establecerá por los respectivos 
órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán públicas.  

3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se 
produzca el de la autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.  

4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la 
Función Pública o para la promoción interna.  

5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su 
condición, el régimen general de los funcionarios de carrera. 

II. Adquisición y pérdida de la condición de funcionario.  

TÍTULO IV.  
Adquisición y pérdida de la relación de servicio 

Artículo 55. Principios rectores. 
1. Todos los ciudadanos tienen derecho al acceso al empleo público de acuerdo 

con los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, y de acuerdo 
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con lo previsto en el presente Estatuto y en el resto del ordenamiento jurídico. 
2. Las Administraciones Públicas, entidades y organismos a que se refiere el artículo 
2 del presente Estatuto seleccionarán a su personal funcionario y laboral mediante 
procedimientos en los que se garanticen los principios constitucionales antes 
expresados, así como los establecidos a continuación:  

a) Publicidad de las convocatorias y de sus bases.  
b) Transparencia.  
c) Imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección.  
d) Independencia y discrecionalidad técnica en la actuación de los órganos de 

selección.  
e) Adecuación entre el contenido de los procesos selectivos y las funciones o 

tareas a desarrollar.  
f) Agilidad, sin perjuicio de la objetividad, en los procesos de selección.  

Artículo 56. Requisitos generales. 
1. Para poder participar en los procesos selectivos será necesario reunir los 

siguientes requisitos: 
a) Tener la nacionalidad española, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 

siguiente. 
b) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas. 
c) Tener cumplidos dieciséis años y no exceder, en su caso, de la edad máxima 

de jubilación forzosa. Sólo por ley podrá establecerse otra edad máxima, distinta de 
la edad de jubilación forzosa, para el acceso al empleo público. 

d) No haber sido separado mediante expediente disciplinario del servicio de 
cualquiera de las Administraciones Públicas o de los órganos constitucionales o 
estatutarios de las Comunidades Autónomas, ni hallarse en inhabilitación absoluta o 
especial para empleos o cargos públicos por resolución judicial, para el acceso al 
cuerpo o escala de funcionario, o para ejercer funciones similares a las que 
desempeñaban en el caso del personal laboral, en el que hubiese sido separado o 
inhabilitado. En el caso de ser nacional de otro Estado, no hallarse inhabilitado o en 
situación equivalente ni haber sido sometido a sanción disciplinaria o equivalente 
que impida, en su Estado, en los mismos términos el acceso al empleo público. 

e) Poseer la titulación exigida. 
2. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán 

prever la selección de empleados públicos debidamente capacitados para cubrir los 
puestos de trabajo en las Comunidades Autónomas que gocen de dos lenguas 
oficiales. 

3. Podrá exigirse el cumplimiento de otros requisitos específicos que guarden 
relación objetiva y proporcionada con las funciones asumidas y las tareas a 
desempeñar. En todo caso, habrán de establecerse de manera abstracta y general. 

Artículo 57. Acceso al empleo público de nacionales de otros Estados. 
1. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea podrán acceder, 

como personal funcionario, en igualdad de condiciones que los españoles a los 
empleos públicos, con excepción de aquellos que directa o indirectamente impliquen 
una participación en el ejercicio del poder público o en las funciones que tienen por 
objeto la salvaguardia de los intereses del Estado o de las Administraciones 
Públicas. 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 53 233



CO.B
AS

A tal efecto, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas 
determinarán las agrupaciones de funcionarios contempladas en el artículo 76 a las 
que no puedan acceder los nacionales de otros Estados. 

2. Las previsiones del apartado anterior serán de aplicación, cualquiera que sea 
su nacionalidad, al cónyuge de los españoles y de los nacionales de otros Estados 
miembros de la Unión Europea, siempre que no estén separados de derecho y a sus 
descendientes y a los de su cónyuge siempre que no estén separados de derecho, 
sean menores de veintiún años o mayores de dicha edad dependientes. 

3. El acceso al empleo público como personal funcionario, se extenderá 
igualmente a las personas incluidas en el ámbito de aplicación de los Tratados 
Internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados por España en los que 
sea de aplicación la libre circulación de trabajadores, en los términos establecidos 
en el apartado 1 de este artículo. 

4. Los extranjeros a los que se refieren los apartados anteriores, así como los 
extranjeros con residencia legal en España podrán acceder a las Administraciones 
Públicas, como personal laboral, en igualdad de condiciones que los españoles. 

5. Sólo por ley de las Cortes Generales o de las asambleas legislativas de las 
comunidades autónomas podrá eximirse del requisito de la nacionalidad por razones 
de interés general para el acceso a la condición de personal funcionario. 

Artículo 58. Acceso al empleo público de funcionarios españoles de Organismos 
Internacionales. 

Las Administraciones Públicas establecerán los requisitos y condiciones para el 
acceso a las mismas de funcionarios de nacionalidad española de Organismos 
Internacionales, siempre que posean la titulación requerida y superen los 
correspondientes procesos selectivos. Podrán quedar exentos de la realización de 
aquellas pruebas que tengan por objeto acreditar conocimientos ya exigidos para el 
desempeño de su puesto en el organismo internacional correspondiente. 

Artículo 59. Personas con discapacidad. 
1. En las ofertas de empleo público se reservará un cupo no inferior al siete por 

ciento de las vacantes para ser cubiertas entre personas con discapacidad, 
considerando como tales las definidas en el apartado 2 del artículo 4 del texto 
refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de 
noviembre, siempre que superen los procesos selectivos y acrediten su 
discapacidad y la compatibilidad con el desempeño de las tareas, de modo que 
progresivamente se alcance el dos por ciento de los efectivos totales en cada 
Administración Pública. 

La reserva del mínimo del siete por ciento se realizará de manera que, al menos, 
el dos por ciento de las plazas ofertadas lo sea para ser cubiertas por personas que 
acrediten discapacidad intelectual y el resto de las plazas ofertadas lo sea para 
personas que acrediten cualquier otro tipo de discapacidad. 

2. Cada Administración Pública adoptará las medidas precisas para establecer las 
adaptaciones y ajustes razonables de tiempos y medios en el proceso selectivo y, 
una vez superado dicho proceso, las adaptaciones en el puesto de trabajo a las 
necesidades de las personas con discapacidad. 
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Artículo 60. Órganos de selección. 
1. Los órganos de selección serán colegiados y su composición deberá ajustarse 

a los principios de imparcialidad y profesionalidad de sus miembros, y se tenderá, 
asimismo, a la paridad entre mujer y hombre. 

2. El personal de elección o de designación política, los funcionarios interinos y el 
personal eventual no podrán formar parte de los órganos de selección. 

3. La pertenencia a los órganos de selección será siempre a título individual, no 
pudiendo ostentarse ésta en representación o por cuenta de nadie. 

Artículo 61. Sistemas selectivos. 
1. Los procesos selectivos tendrán carácter abierto y garantizarán la libre concurrencia, 

sin perjuicio de lo establecido para la promoción interna y de las medidas de 
discriminación positiva previstas en este Estatuto. 

Los órganos de selección velarán por el cumplimiento del principio de igualdad de 
oportunidades entre sexos. 

2. Los procedimientos de selección cuidarán especialmente la conexión entre el tipo de 
pruebas a superar y la adecuación al desempeño de las tareas de los puestos de trabajo 
convocados, incluyendo, en su caso, las pruebas prácticas que sean precisas. 

Las pruebas podrán consistir en la comprobación de los conocimientos y la capacidad 
analítica de los aspirantes, expresados de forma oral o escrita, en la realización de 
ejercicios que demuestren la posesión de habilidades y destrezas, en la comprobación del 
dominio de lenguas extranjeras y, en su caso, en la superación de pruebas físicas. 

3. Los procesos selectivos que incluyan, además de las preceptivas pruebas de 
capacidad, la valoración de méritos de los aspirantes sólo podrán otorgar a dicha 
valoración una puntuación proporcionada que no determinará, en ningún caso, por sí 
misma el resultado del proceso selectivo. 

4. Las Administraciones Públicas podrán crear órganos especializados y permanentes 
para la organización de procesos selectivos, pudiéndose encomendar estas funciones a 
los Institutos o Escuelas de Administración Pública. 

5. Para asegurar la objetividad y la racionalidad de los procesos selectivos, las pruebas 
podrán completarse con la superación de cursos, de periodos de prácticas, con la 
exposición curricular por los candidatos, con pruebas psicotécnicas o con la realización de 
entrevistas. Igualmente podrán exigirse reconocimientos médicos. 

6. Los sistemas selectivos de funcionarios de carrera serán los de oposición y 
concurso-oposición que deberán incluir, en todo caso, una o varias pruebas para 
determinar la capacidad de los aspirantes y establecer el orden de prelación. 

Sólo en virtud de ley podrá aplicarse, con carácter excepcional, el sistema de concurso 
que consistirá únicamente en la valoración de méritos. 

7. Los sistemas selectivos de personal laboral fijo serán los de oposición, concurso-
oposición, con las características establecidas en el apartado anterior, o concurso de 
valoración de méritos. 
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Las Administraciones Públicas podrán negociar las formas de colaboración que en el 
marco de los convenios colectivos fijen la actuación de las organizaciones sindicales en el 
desarrollo de los procesos selectivos. 

8. Los órganos de selección no podrán proponer el acceso a la condición de funcionario 
de un número superior de aprobados al de plazas convocadas, excepto cuando así lo 
prevea la propia convocatoria. 

No obstante lo anterior, siempre que los órganos de selección hayan propuesto el 
nombramiento de igual número de aspirantes que el de plazas convocadas, y con el fin de 
asegurar la cobertura de las mismas, cuando se produzcan renuncias de los aspirantes 
seleccionados, antes de su nombramiento o toma de posesión, el órgano convocante 
podrá requerir del órgano de selección relación complementaria de los aspirantes que 
sigan a los propuestos, para su posible nombramiento como funcionarios de carrera. 

Artículo 62. Adquisición de la condición de funcionario de carrera. 
1. La condición de funcionario de carrera se adquiere por el cumplimiento sucesivo de 

los siguientes requisitos: 

a) Superación del proceso selectivo. 

b) Nombramiento por el órgano o autoridad competente, que será publicado en el 
Diario Oficial correspondiente. 

c) Acto de acatamiento de la Constitución y, en su caso, del Estatuto de Autonomía 
correspondiente y del resto del Ordenamiento Jurídico. 

d) Toma de posesión dentro del plazo que se establezca. 

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado 1.b) anterior, no podrán ser funcionarios y 
quedarán sin efecto las actuaciones relativas a quienes no acrediten, una vez superado el 
proceso selectivo, que reúnen los requisitos y condiciones exigidos en la convocatoria. 

III. Situaciones Administrativas 

TÍTULO VI 
Situaciones administrativas 

Artículo 85. Situaciones administrativas de los funcionarios de carrera. 
1. Los funcionarios de carrera se hallarán en alguna de las siguientes 

situaciones: 

a) Servicio activo. 

b) Servicios especiales. 

c) Servicio en otras Administraciones Públicas. 
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d) Excedencia. 

e) Suspensión de funciones. 

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto 
podrán regular otras situaciones administrativas de los funcionarios de carrera, en 
los supuestos, en las condiciones y con los efectos que en las mismas se 
determinen, cuando concurra, entre otras, alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Cuando por razones organizativas, de reestructuración interna o exceso de 
personal, resulte una imposibilidad transitoria de asignar un puesto de trabajo o la 
conveniencia de incentivar la cesación en el servicio activo. 

b) Cuando los funcionarios accedan, bien por promoción interna o por otros 
sistemas de acceso, a otros cuerpos o escalas y no les corresponda quedar en 
alguna de las situaciones previstas en este Estatuto, y cuando pasen a prestar 
servicios en organismos o entidades del sector público en régimen distinto al de 
funcionario de carrera. 

Dicha regulación, según la situación administrativa de que se trate, podrá 
conllevar garantías de índole retributiva o imponer derechos u obligaciones en 
relación con el reingreso al servicio activo. 

Artículo 86. Servicio activo. 

1. Se hallarán en situación de servicio activo quienes, conforme a la normativa 
de función pública dictada en desarrollo del presente Estatuto, presten servicios en 
su condición de funcionarios públicos cualquiera que sea la Administración u 
organismo público o entidad en el que se encuentren destinados y no les 
corresponda quedar en otra situación. 

2. Los funcionarios de carrera en situación de servicio activo gozan de todos los 
derechos inherentes a su condición de funcionarios y quedan sujetos a los deberes 
y responsabilidades derivados de la misma. Se regirán por las normas de este 
Estatuto y por la normativa de función pública de la Administración Pública en que 
presten servicios. 

Artículo 87. Servicios especiales. 
1. Los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios 

especiales: 

a) Cuando sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de 
gobierno de las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, miembros 
de las Instituciones de la Unión Europea o de las organizaciones internacionales, o 
sean nombrados altos cargos de las citadas Administraciones Públicas o 
Instituciones. 
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b) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado 
superior a seis meses en organismos internacionales, gobiernos o entidades 
públicas extranjeras o en programas de cooperación internacional. 

c) Cuando sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos 
públicos o entidades, dependientes o vinculados a las Administraciones Públicas 
que, de conformidad con lo que establezca la respectiva Administración Pública, 
estén asimilados en su rango administrativo a altos cargos. 

d) Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del 
Defensor del Pueblo o destinados al Tribunal de Cuentas en los términos previstos 
en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal 
de Cuentas. 

e) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes 
Generales o miembros de las asambleas legislativas de las comunidades 
autónomas si perciben retribuciones periódicas por la realización de la función. 
Aquellos que pierdan dicha condición por disolución de las correspondientes 
cámaras o terminación del mandato de las mismas podrán permanecer en la 
situación de servicios especiales hasta su nueva constitución. 

f) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva 
en las Asambleas de las ciudades de Ceuta y Melilla y en las entidades locales, 
cuando se desempeñen responsabilidades de órganos superiores y directivos 
municipales y cuando se desempeñen responsabilidades de miembros de los 
órganos locales para el conocimiento y la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas. 

g) Cuando sean designados para formar parte del Consejo General del Poder 
Judicial o de los consejos de justicia de las comunidades autónomas. 

h) Cuando sean elegidos o designados para formar parte de los Órganos 
Constitucionales o de los órganos estatutarios de las comunidades autónomas u 
otros cuya elección corresponda al Congreso de los Diputados, al Senado o a las 
asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 

i) Cuando sean designados como personal eventual por ocupar puestos de 
trabajo con funciones expresamente calificadas como de confianza o 
asesoramiento político y no opten por permanecer en la situación de servicio 
activo. 

j) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones 
internacionales. 

k) Cuando sean designados asesores de los grupos parlamentarios de las 
Cortes Generales o de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas. 
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l) Cuando sean activados como reservistas voluntarios para prestar servicios en 
las Fuerzas Armadas. 

2. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales percibirán las 
retribuciones del puesto o cargo que desempeñen y no las que les correspondan 
como funcionarios de carrera, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que 
tengan reconocidos en cada momento. El tiempo que permanezcan en tal situación 
se les computará a efectos de ascensos, reconocimiento de trienios, promoción 
interna y derechos en el régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. 
No será de aplicación a los funcionarios públicos que, habiendo ingresado al 
servicio de las instituciones comunitarias europeas, o al de entidades y organismos 
asimilados, ejerciten el derecho de transferencia establecido en el estatuto de los 
funcionarios de las Comunidades Europeas. 

3. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales tendrán derecho, 
al menos, a reingresar al servicio activo en la misma localidad, en las condiciones y 
con las retribuciones correspondientes a la categoría, nivel o escalón de la carrera 
consolidados, de acuerdo con el sistema de carrera administrativa vigente en la 
Administración Pública a la que pertenezcan. Tendrán, asimismo, los derechos que 
cada Administración Pública pueda establecer en función del cargo que haya 
originado el pase a la mencionada situación. En este sentido, las Administraciones 
Públicas velarán para que no haya menoscabo en el derecho a la carrera 
profesional de los funcionarios públicos que hayan sido nombrados altos cargos, 
miembros del Poder Judicial o de otros órganos constitucionales o estatutarios o 
que hayan sido elegidos alcaldes, retribuidos y con dedicación exclusiva, 
presidentes de diputaciones o de cabildos o consejos insulares, Diputados o 
Senadores de las Cortes Generales y miembros de las asambleas legislativas de 
las comunidades autónomas. Como mínimo, estos funcionarios recibirán el mismo 
tratamiento en la consolidación del grado y conjunto de complementos que el que 
se establezca para quienes hayan sido directores generales y otros cargos 
superiores de la correspondiente Administración Pública. 

4. La declaración de esta situación procederá en todo caso, en los supuestos 
que se determinen en el presente Estatuto y en las leyes de Función Pública que 
se dicten en desarrollo del mismo. 

Artículo 88. Servicio en otras Administraciones Públicas. 
1. Los funcionarios de carrera que, en virtud de los procesos de transferencias o 

por los procedimientos de provisión de puestos de trabajo, obtengan destino en 
una Administración Pública distinta, serán declarados en la situación de servicio en 
otras Administraciones Públicas. Se mantendrán en esa situación en el caso de 
que por disposición legal de la Administración a la que acceden se integren como 
personal propio de ésta. 
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2. Los funcionarios transferidos a las comunidades autónomas se integran 
plenamente en la organización de la Función Pública de las mismas, hallándose en 
la situación de servicio activo en la Función Pública de la comunidad autónoma en 
la que se integran. 

Las comunidades autónomas al proceder a esta integración de los funcionarios 
transferidos como funcionarios propios, respetarán el Grupo o Subgrupo del cuerpo 
o escala de procedencia, así como los derechos económicos inherentes a la 
posición en la carrera que tuviesen reconocido. 

Los funcionarios transferidos mantienen todos sus derechos en la Administración 
Pública de origen como si se hallaran en servicio activo de acuerdo con lo 
establecido en los respectivos Estatutos de Autonomía. 

Se reconoce la igualdad entre todos los funcionarios propios de las comunidades 
autónomas con independencia de su Administración de procedencia. 

3. Los funcionarios de carrera en la situación de servicio en otras 
Administraciones Públicas que se encuentren en dicha situación por haber 
obtenido un puesto de trabajo mediante los sistemas de provisión previstos en este 
Estatuto, se rigen por la legislación de la Administración en la que estén destinados 
de forma efectiva y conservan su condición de funcionario de la Administración de 
origen y el derecho a participar en las convocatorias para la provisión de puestos 
de trabajo que se efectúen por esta última. El tiempo de servicio en la 
Administración Pública en la que estén destinados se les computará como de 
servicio activo en su cuerpo o escala de origen. 

4. Los funcionarios que reingresen al servicio activo en la Administración de 
origen, procedentes de la situación de servicio en otras Administraciones Públicas, 
obtendrán el reconocimiento profesional de los progresos alcanzados en el sistema 
de carrera profesional y sus efectos sobre la posición retributiva conforme al 
procedimiento previsto en los convenios de Conferencia Sectorial y demás 
instrumentos de colaboración que establecen medidas de movilidad 
interadministrativa, previstos en el artículo 84 del presente Estatuto. En defecto de 
tales convenios o instrumentos de colaboración, el reconocimiento se realizará por 
la Administración Pública en la que se produzca el reingreso. 

Artículo 89. Excedencia. 
1. La excedencia de los funcionarios de carrera podrá adoptar las siguientes 

modalidades: 

a) Excedencia voluntaria por interés particular. 

b) Excedencia voluntaria por agrupación familiar. 

c) Excedencia por cuidado de familiares. 

d) Excedencia por razón de violencia de género. 
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e) Excedencia por razón de violencia terrorista. 

2. Los funcionarios de carrera podrán obtener la excedencia voluntaria por 
interés particular cuando hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las 
Administraciones Públicas durante un periodo mínimo de cinco años 
inmediatamente anteriores. 

No obstante, las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del 
presente Estatuto podrán establecer una duración menor del periodo de prestación 
de servicios exigido para que el funcionario de carrera pueda solicitar la 
excedencia y se determinarán los periodos mínimos de permanencia en la misma. 

La concesión de excedencia voluntaria por interés particular quedará 
subordinada a las necesidades del servicio debidamente motivadas. No podrá 
declararse cuando al funcionario público se le instruya expediente disciplinario. 

Procederá declarar de oficio la excedencia voluntaria por interés particular 
cuando finalizada la causa que determinó el pase a una situación distinta a la de 
servicio activo, se incumpla la obligación de solicitar el reingreso al servicio activo 
en el plazo en que se determine reglamentariamente. 

Quienes se encuentren en situación de excedencia por interés particular no 
devengarán retribuciones, ni les será computable el tiempo que permanezcan en 
tal situación a efectos de ascensos, trienios y derechos en el régimen de Seguridad 
Social que les sea de aplicación. 

3. Podrá concederse la excedencia voluntaria por agrupación familiar sin el 
requisito de haber prestado servicios efectivos en cualquiera de las 
Administraciones Públicas durante el periodo establecido a los funcionarios cuyo 
cónyuge resida en otra localidad por haber obtenido y estar desempeñando un 
puesto de trabajo de carácter definitivo como funcionario de carrera o como laboral 
fijo en cualquiera de las Administraciones Públicas, organismos públicos y 
entidades de derecho público dependientes o vinculados a ellas, en los Órganos 
Constitucionales o del Poder Judicial y órganos similares de las comunidades 
autónomas, así como en la Unión Europea o en organizaciones internacionales. 

Quienes se encuentren en situación de excedencia voluntaria por agrupación 
familiar no devengarán retribuciones, ni les será computable el tiempo que 
permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, trienios y derechos en el 
régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación. 

4. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a un período de excedencia de 
duración no superior a tres años para atender al cuidado de cada hijo, tanto 
cuando lo sea por naturaleza como por adopción, o de cada menor sujeto a guarda 
con fines de adopción o acogimiento permanente, a contar desde la fecha de 
nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o administrativa. 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 61 233



CO.B
AS

También tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a 
tres años, para atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su cargo, 
hasta el segundo grado inclusive de consanguinidad o afinidad que por razones de 
edad, accidente, enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo y no 
desempeñe actividad retribuida. 

El período de excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un 
nuevo sujeto causante diera origen a una nueva excedencia, el inicio del período 
de la misma pondrá fin al que se viniera disfrutando. 

En el caso de que dos funcionarios generasen el derecho a disfrutarla por el 
mismo sujeto causante, la Administración podrá limitar su ejercicio simultáneo por 
razones justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios. 

El tiempo de permanencia en esta situación será computable a efectos de 
trienios, carrera y derechos en el régimen de Seguridad Social que sea de 
aplicación. El puesto de trabajo desempeñado se reservará, al menos, durante dos 
años. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a un puesto en la misma 
localidad y de igual retribución. 

Los funcionarios en esta situación podrán participar en los cursos de formación 
que convoque la Administración. 

5. Las funcionarias víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su 
protección o su derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar 
la situación de excedencia sin tener que haber prestado un tiempo mínimo de 
servicios previos y sin que sea exigible plazo de permanencia en la misma. 

Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva del puesto de 
trabajo que desempeñarán, siendo computable dicho período a efectos de 
antigüedad, carrera y derechos del régimen de Seguridad Social que sea de 
aplicación. 

Cuando las actuaciones judiciales lo exigieran se podrá prorrogar este periodo 
por tres meses, con un máximo de dieciocho, con idénticos efectos a los señalados 
anteriormente, a fin de garantizar la efectividad del derecho de protección de la 
víctima. 

Durante los dos primeros meses de esta excedencia la funcionaria tendrá 
derecho a percibir las retribuciones íntegras y, en su caso, las prestaciones 
familiares por hijo a cargo. 

6. Los funcionarios que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como 
consecuencia de la actividad terrorista, así como los amenazados en los términos 
del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y 
Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del 
Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho a disfrutar de 
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un periodo de excedencia en las mismas condiciones que las víctimas de violencia 
de género. 

Dicha excedencia será autorizada y mantenida en el tiempo en tanto que resulte 
necesaria para la protección y asistencia social integral de la persona a la que se 
concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya 
sea por la amenaza a la que se encuentra sometida, en los términos previstos 
reglamentariamente. 

Artículo 90. Suspensión de funciones. 
1. El funcionario declarado en la situación de suspensión quedará privado 

durante el tiempo de permanencia en la misma del ejercicio de sus funciones y de 
todos los derechos inherentes a la condición. La suspensión determinará la pérdida 
del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses. 

2. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa 
criminal o en virtud de sanción disciplinaria. La suspensión firme por sanción 
disciplinaria no podrá exceder de seis años. 

3. El funcionario declarado en la situación de suspensión de funciones no podrá 
prestar servicios en ninguna Administración Pública ni en los organismos públicos, 
agencias, o entidades de derecho público dependientes o vinculadas a ellas 
durante el tiempo de cumplimiento de la pena o sanción. 

4. Podrá acordarse la suspensión de funciones con carácter provisional con 
ocasión de la tramitación de un procedimiento judicial o expediente disciplinario, en 
los términos establecidos en este Estatuto. 

Artículo 91. Reingreso al servicio activo. 
Reglamentariamente se regularán los plazos, procedimientos y condiciones, 

según las situaciones administrativas de procedencia, para solicitar el reingreso al 
servicio activo de los funcionarios de carrera, con respeto al derecho a la reserva 
del puesto de trabajo en los casos en que proceda conforme al presente Estatuto. 

Artículo 92. Situaciones del personal laboral. 
El personal laboral se regirá por el Estatuto de los Trabajadores y por los 

Convenios Colectivos que les sean de aplicación. 

Los convenios colectivos podrán determinar la aplicación de este capítulo al 
personal incluido en su ámbito de aplicación en lo que resulte compatible con el 
Estatuto de los Trabajadores. 
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IV. DERECHOS DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS 

TÍTULO III.  
Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos 

CAPÍTULO I.  
Derechos de los empleados públicos 

Artículo 14. Derechos individuales.  
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en 

correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio:  

a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.  

b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición 
profesional y de acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional.  

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios 
constitucionales de igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de 
sistemas objetivos y transparentes de evaluación.  

d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.  

e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde 
preste sus servicios y a ser informado por sus superiores de las tareas a 
desarrollar.  

f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los 
procedimientos que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como 
consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.  

g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos 
y capacidades profesionales, preferentemente en horario laboral.  

h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el 
trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.  

i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, 
sexo u orientación sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.  

j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral.  

j bis) A la intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y 
frente al uso de dispositivos de videovigilancia y geolocalización, así como a la 
desconexión digital en los términos establecidos en la legislación vigente en 
materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.  
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k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.  

l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.  

m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.  

n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas 
aplicables.  

o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les 
sea de aplicación.  

p) A la libre asociación profesional. 
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.  

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente. 
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se 

ejercen de forma colectiva:  

a) A la libertad sindical.  

b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las 
condiciones de trabajo.  

c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad.  

d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la 
legislación aplicable en cada caso.  

e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este 
Estatuto. 

V. Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna.  

CAPÍTULO II 
Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna.  

La evaluación del desempeño 

Artículo 16. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional 
de los funcionarios de carrera. 

1. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a la promoción profesional.  
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2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y 
expectativas de progreso profesional conforme a los principios de igualdad, mérito 
y capacidad.  

A tal objeto las Administraciones Públicas promoverán la actualización y 
perfeccionamiento de la cualificación profesional de sus funcionarios de carrera.  

3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto 
regularán la carrera profesional aplicable en cada ámbito que podrán consistir, 
entre otras, en la aplicación aislada o simultánea de alguna o algunas de las 
siguientes modalidades:  

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, 
escalón u otros conceptos análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de 
trabajo y de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 17 y en 
el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto.  

b) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos 
de trabajo por los procedimientos de provisión establecidos en el capítulo III 
del título V de este Estatuto.  

c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo 
o escala de un Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional en el 
supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 18.  

d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o 
escalas del mismo Subgrupo profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 18.  

4. Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las 
modalidades de carrera horizontal y vertical cuando la Administración 
correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito.  

Artículo 17. Carrera horizontal de los funcionarios de carrera. 
Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto 

podrán regular la carrera horizontal de los funcionarios de carrera, pudiendo 
aplicar, entre otras, las siguientes reglas:  

a) Se articulará un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso 
fijándose la remuneración a cada uno de ellos. Los ascensos serán consecutivos 
con carácter general, salvo en aquellos supuestos excepcionales en los que se 
prevea otra posibilidad.  

b) Se deberá valorar la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los 
trabajos realizados, los conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación 
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del desempeño. Podrán incluirse asimismo otros méritos y aptitudes por razón de 
la especificidad de la función desarrollada y la experiencia adquirida.  

Artículo 18. Promoción interna de los funcionarios de carrera. 
1. La promoción interna se realizará mediante procesos selectivos que 

garanticen el cumplimiento de los principios constitucionales de igualdad, mérito y 
capacidad así como los contemplados en el artículo 55.2 de este Estatuto.  

2. Los funcionarios deberán poseer los requisitos exigidos para el ingreso, tener 
una antigüedad de, al menos, dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o 
Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo 
y superar las correspondientes pruebas selectivas.  

3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto 
articularán los sistemas para realizar la promoción interna, así como también 
podrán determinar los cuerpos y escalas a los que podrán acceder los funcionarios 
de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.  

Asimismo las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente 
Estatuto podrán determinar los cuerpos y escalas a los que podrán acceder los 
funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.  

4. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que incentiven la 
participación de su personal en los procesos selectivos de promoción interna y 
para la progresión en la carrera profesional.  

Artículo 19: Carrera profesional y promoción  del personal laboral  
1. El personal laboral tendrá derecho a la promoción profesional.  

2. La carrera profesional y la promoción del personal laboral se hará efectiva a 
través de los procedimientos previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en los 
Convenios colectivos.  

Artículo 20. La evaluación del desempeño.  
1. Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la 

evaluación del desempeño de sus empleados.  

La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y 
valora la conducta profesional y el rendimiento o el logro de resultados.  

2. Los sistemas de evaluación del desempeño se adecuarán, en todo caso, a 
criterios de transparencia, objetividad, imparcialidad y no discriminación y se 
aplicarán sin menoscabo de los derechos de los empleados públicos.  
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3. Las Administraciones Públicas determinarán los efectos de la evaluación en la 
carrera profesional horizontal, la formación, la provisión de puestos de trabajo y en 
la percepción de las retribuciones complementarias previstas en el artículo 24 del 
presente Estatuto.  

4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará 
vinculada a la evaluación del desempeño de acuerdo con los sistemas de 
evaluación que cada Administración Pública determine, dándose audiencia al 
interesado, y por la correspondiente resolución motivada.  

5. La aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones 
complementarias derivadas del apartado c) del artículo 24 del presente Estatuto y 
el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento de concurso requerirán 
la aprobación previa, en cada caso, de sistemas objetivos que permitan evaluar el 
desempeño de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 de este artículo.  

VI. Derechos retributivos.  

Artículo 21. Determinación de las cuantías y de los incrementos 
retributivos. 

1. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías 
globales de las retribuciones complementarias de los funcionarios, así como el 
incremento de la masa salarial del personal laboral, deberán reflejarse para cada 
ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos.  

2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un 
incremento de la masa salarial superior a los límites fijados anualmente en la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado para el personal.  

Artículo 22. Retribuciones de los funcionarios. 
1. Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas y 

complementarias.  

2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la 
adscripción de su cuerpo o escala a un determinado Subgrupo o Grupo de 
clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, y por su 
antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los componentes de 
sueldo y trienios de las pagas extraordinarias.  
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3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las 
características de los puestos de trabajo, la carrera profesional o el desempeño, 
rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario. 

4. Las pagas extraordinarias serán dos al año, cada una por el importe de una 
mensualidad de retribuciones básicas y de la totalidad de las retribuciones 
complementarias, salvo aquéllas a las que se refieren los apartados c) y d) del 
artículo 24. 

5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las 
Administraciones Públicas como contraprestación de cualquier servicio, 
participación o premio en multas impuestas, aun cuando estuviesen 
normativamente atribuidas a los servicios. 

Artículo 23. Retribuciones básicas. 
Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del 

Estado, estarán integradas única y exclusivamente por: 

a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en 
el supuesto de que éste no tenga Subgrupo. 

b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada 
Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no 
tenga Subgrupo, por cada tres años de servicio. 

Artículo 24. Retribuciones complementarias. 
La cuantía y estructura de las retribuciones complementarias de los funcionarios 

se establecerán por las correspondientes leyes de cada Administración Pública 
atendiendo, entre otros, a los siguientes factores: 

a) La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera 
administrativa. 

b) La especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad 
exigible para el desempeño de determinados puestos de trabajo o las condiciones 
en que se desarrolla el trabajo. 

c) El grado de interés, iniciativa o esfuerzo con que el funcionario desempeña su 
trabajo y el rendimiento o resultados obtenidos. 

d) Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo. 

Artículo 25. Retribuciones de los funcionarios interinos. 
1. Los funcionarios interinos percibirán las retribuciones básicas y las pagas 

extraordinarias correspondientes al Subgrupo o Grupo de adscripción, en el 
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supuesto de que éste no tenga Subgrupo. Percibirán asimismo las retribuciones 
complementarias a que se refieren los apartados b), c) y d) del artículo 24 y las 
correspondientes a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el que se le 
nombre. 

2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes 
de la entrada en vigor del presente Estatuto que tendrán efectos retributivos 
únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo. 

Artículo 26. Retribuciones de los funcionarios en prácticas. 
Las Administraciones Públicas determinarán las retribuciones de los funcionarios 

en prácticas que, como mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo 
o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, en que aspiren a 
ingresar. 

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral. 
Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la 

legislación laboral, el convenio colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, 
respetando en todo caso lo establecido en el artículo 21 del presente Estatuto. 

Artículo 28. Indemnizaciones. 
Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del 

servicio. 

Artículo 29. Retribuciones diferidas. 
Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de 

la masa salarial que se fije en las correspondientes Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado a financiar aportaciones a planes de pensiones de empleo o 
contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de 
jubilación, para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con lo establecido 
en la normativa reguladora de los Planes de Pensiones. 

Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o 
contratos de seguros tendrán a todos los efectos la consideración de retribución 
diferida. 

Artículo 30. Deducción de retribuciones. 
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1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de 
jornada no realizada dará lugar a la deducción proporcional de haberes, que no 
tendrá carácter sancionador. 

2. Quienes ejerciten el derecho de huelga no devengarán ni percibirán las 
retribuciones correspondientes al tiempo en que hayan permanecido en esa 
situación sin que la deducción de haberes que se efectúe tenga carácter de 
sanción, ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones sociales. 

VII. Derechos a la jornada de trabajo, permisos y 
vacaciones.  

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos. 
Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de 

trabajo de sus funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o 
a tiempo parcial. 

Artículo 47 bis. Teletrabajo.  
1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la 
que el contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que 
las necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, 
mediante el uso de tecnologías de la información y comunicación.

2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada 
y será compatible con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y 
reversible salvo en supuestos excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los 
términos de las normas que se dicten en desarrollo de este Estatuto, que serán objeto de 
negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán criterios objetivos en 
el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. 

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la 
identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento. 

3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y 
derechos, individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del 
personal que preste sus servicios en modalidad presencial, incluyendo la normativa de 
prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo aquellos que sean inherentes 
a la realización de la prestación del servicio de manera presencial. 

4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta 
modalidad, los medios tecnológicos necesarios para su actividad. 
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5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de 
teletrabajo, por lo previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo. 


  

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos. 
Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:

a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica 
sin hospitalización que precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de 
hecho o parientes hasta el primer grado por consanguinidad o afinidad, así como 
de cualquier otra persona distinta de las anteriores que conviva con el funcionario 
o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella, 
cinco días hábiles.

Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención 
quirúrgica sin hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar 
dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de 
cuatro días hábiles.

Cuando se trate de fallecimiento del cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro 
del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso 
se produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles, cuando sea en distinta 
localidad. En el caso de fallecimiento de familiar dentro del segundo grado de 
consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos días hábiles cuando se 
produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta 
localidad.

b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.

c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los 
términos que se determine.

d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, 
durante los días de su celebración.

e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y 
técnicas de preparación al parto por las funcionarias embarazadas y, en los casos 
de adopción o acogimiento, o guarda con fines de adopción, para la asistencia a 
las preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los 
preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la declaración de 
idoneidad, que deban realizarse dentro de la jornada de trabajo.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias 
embarazadas incluye también a las personas funcionarias trans gestantes.

f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de 
ausencia del trabajo que podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá 
sustituirse por una reducción de la jornada normal en media hora al inicio y al final 
de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma 
finalidad.
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El permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los 
funcionarios, sin que pueda transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, 
guardador o acogedor.

Se podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido 
que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente. Esta modalidad 
se podrá disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por 
nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre 
biológica respectivo.

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple.

g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban 
permanecer hospitalizados a continuación del parto, la funcionaria o el funcionario 
tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un máximo de dos horas diarias 
percibiendo las retribuciones íntegras.

Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de 
dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.

h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de 
algún menor de doce años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o 
de una persona con discapacidad que no desempeñe actividad retribuida, tendrá 
derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus 
retribuciones que corresponda.

Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado 
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que 
por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y 
que no desempeñe actividad retribuida.

i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario 
tendrá derecho a solicitar una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la 
jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de enfermedad muy grave y 
por el plazo máximo de un mes.

Si hubiera más de un titular de este derecho por el mismo hecho causante, el 
tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos, 
respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.

j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de 
carácter público o personal y por deberes relacionados con la conciliación de la 
vida familiar y laboral.

k) Por asuntos particulares, seis días al año.

l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de 
pareja de hecho, quince días.
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Artículo 49. Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral, por razón de violencia de género o de violencia sexual y 
para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. 

En todo caso se concederán los siguientes permisos con las correspondientes 
condiciones mínimas:

a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de dieciséis 
semanas, de las cuales las seis semanas inmediatas posteriores al parto serán en todo 
caso de descanso obligatorio e ininterrumpidas. Este permiso se ampliará en dos 
semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir 
del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para cada uno de los progenitores.

No obstante, en caso de fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de 
la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas 
de descanso obligatorio, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo a 
voluntad de aquellos, de manera interrumpida y ejercitarse desde la finalización del 
descanso obligatorio posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses. En 
el caso del disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso 
de al menos 15 días y se realizará por semanas completas.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las 
necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se 
determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el 
neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se 
ampliará en tantos días como el neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de 
trece semanas adicionales.

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se 
verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio, 
se solicite la reincorporación al puesto de trabajo.

Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso 
obligatorio, se podrá participar en los cursos de formación que convoque la 
Administración.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye 
también a las personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto 
temporal como permanente: tendrá una duración de dieciséis semanas. Seis semanas 
deberán disfrutarse a jornada completa de forma obligatoria e ininterrumpida 
inmediatamente después de la resolución judicial por la que se constituye la adopción o 
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras semanas 
de descanso obligatorio, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de 
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manera interrumpida y ejercitarse desde la finalización del descanso obligatorio posterior 
al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien desde el nacimiento del hijo 
o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la 
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento. En el caso del 
disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos 
15 días y se realizará por semanas completas.

Este permiso se ampliará en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del 
menor adoptado o acogido y por cada hijo o hija, a partir del segundo, en los supuestos 
de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiple, una para cada uno 
de los progenitores.

El cómputo del plazo se contará a elección del progenitor, a partir de la decisión 
administrativa de guarda con fines de adopción o acogimiento, o a partir de la resolución 
judicial por la que se constituya la adopción sin que en ningún caso un mismo menor 
pueda dar derecho a varios periodos de disfrute de este permiso.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las 
necesidades de servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se 
determine, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo.

Si fuera necesario el desplazamiento previo de los progenitores al país de origen del 
adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se tendrá derecho, 
además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este 
periodo exclusivamente las retribuciones básicas.

Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el párrafo anterior y para 
el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con fines de 
adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro 
semanas antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión 
administrativa o judicial de acogimiento.

Durante el disfrute de este permiso se podrá participar en los cursos de formación que 
convoque la Administración.

Los supuestos de adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal 
como permanente, previstos en este artículo serán los que así se establezcan en el 
Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que los regulen, 
debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con 
fines de adopción, acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de 
dieciséis semanas de las cuales las seis semanas inmediatas posteriores al hecho 
causante serán en todo caso de descanso obligatorio. Este permiso se ampliará en dos 
semanas más, una para cada uno de los progenitores, en el supuesto de discapacidad 
del hijo o hija, y por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, 
adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples, a disfrutar a partir de la 
fecha del nacimiento, de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o 
acogimiento, o de la resolución judicial por la que se constituya la adopción.
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Este permiso podrá distribuirse por el progenitor que vaya a disfrutar del mismo siempre 
que las seis primeras semanas sean ininterrumpidas e inmediatamente posteriores a la 
fecha del nacimiento, de la decisión judicial de guarda con fines de adopción o 
acogimiento o decisión judicial por la que se constituya la adopción.

En el caso de que ambos progenitores trabajen y transcurridas las seis primeras 
semanas, el período de disfrute de este permiso podrá llevarse a cabo de manera 
interrumpida dentro de los doce meses a contar o bien desde el nacimiento del hijo o 
hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o bien de la 
decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento. En el caso del 
disfrute interrumpido se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos 
quince días y se realizará por semanas completas.

En el caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la 
semana dieciséis del permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último 
permiso hubiere solicitado la acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de 
doce meses en jornadas completas del apartado f) del artículo 48, será a la finalización 
de ese período cuando se dará inicio al cómputo de las diez semanas restantes del 
permiso del progenitor diferente de la madre biológica.

Este permiso podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las 
necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se 
determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo.

En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el 
neonato deba permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se 
ampliará en tantos días como el neonato se encuentre hospitalizado, con un máximo de 
trece semanas adicionales.

En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se 
verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de descanso obligatorio 
se solicite la reincorporación al puesto de trabajo.

Durante el disfrute de este permiso, transcurridas las seis primeras semanas 
ininterrumpidas e inmediatamente posteriores a la fecha del nacimiento, se podrá 
participar en los cursos de formación que convoque la Administración.

En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el 
disfrute de estos permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, 
garantizándose la plenitud de derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del 
otro progenitor funcionario, durante todo el periodo de duración del permiso, y, en su 
caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de acuerdo con la normativa 
aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en función del 
periodo de disfrute del permiso.

Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por nacimiento, adopción, guarda con 
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, tendrán derecho, 
una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en 
términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así 
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como a beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran 
podido tener derecho durante su ausencia.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye 
también a las personas trans gestantes.

d) Permiso por razón de violencia de género sobre la mujer funcionaria: las faltas de 
asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género, totales o parciales, tendrán 
la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo 
determinen los servicios sociales de atención o de salud según proceda.

Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia sobre la mujer, para hacer efectiva su 
protección o su derecho de asistencia social integral, tendrán derecho a la reducción de 
la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la reordenación del tiempo de 
trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o de 
otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos 
que para estos supuestos establezca el plan de igualdad de aplicación o, en su defecto, 
la Administración pública competente en cada caso.

En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus 
retribuciones íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.

e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el 
funcionario tendrá derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, 
guardadoras con fines de adopción o acogedoras de carácter permanente trabajen, a 
una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de la duración de aquélla, 
percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o entidad 
donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la hospitalización y 
tratamiento continuado, del hijo o hija menor de edad, afectado por cáncer (tumores 
malignos, melanomas o carcinomas) o por cualquier otra enfermedad grave que implique 
un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la necesidad de su cuidado directo, 
continuo y permanente acreditado por el informe del servicio público de salud u órgano 
administrativo sanitario de la comunidad autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria 
concertada correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere 
sido objeto de acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 
años. A estos efectos, el mero cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a 
acogimiento permanente o a guarda con fines de adopción, no será causa de extinción 
de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado directo, continuo y 
permanente.

No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la reducción de 
jornada hasta que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el 
padecimiento del cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar 
la mayoría de edad, siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos 
establecidos en los párrafos anteriores, salvo la edad.

Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a 
su cargo cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado 
de discapacidad igual o superior al 65 por ciento.
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Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines 
de adopción o acogedoras de carácter permanente, por el mismo sujeto y hecho 
causante, las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso o, en su caso, 
puedan tener la condición de beneficiarias de la prestación establecida para este fin en el 
Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el funcionario o funcionaria 
tendrá derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que dure 
la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra persona progenitora, 
adoptante o guardadora con fines de adopción o acogedora de carácter permanente, sin 
perjuicio del derecho a la reducción de jornada que le corresponda, no cobre sus 
retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la prestación 
establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. 
En caso contrario, sólo se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente 
reducción de retribuciones.

Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, 
ésta podrá limitar su ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto 
funcionamiento del servicio.

Cuando la persona enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, 
tendrá derecho al permiso quien sea su cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite 
las condiciones para ser beneficiario.

Reglamentariamente se establecerán las condiciones y supuestos en los que esta 
reducción de jornada se podrá acumular en jornadas completas.

f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los 
funcionarios que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la 
actividad terrorista, su cónyuge o persona con análoga relación de afectividad, y los hijos 
de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la condición de funcionarios y de 
víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los funcionarios 
amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de 
Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo 
reconocimiento del Ministerio del Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho a 
la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o a la 
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación 
del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean 
aplicables, en los términos que establezca la Administración competente en cada caso.

Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en el tiempo en tanto que resulten 
necesarias para la protección y asistencia social integral de la persona a la que se 
concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por 
la amenaza a la que se encuentra sometida, en los términos previstos 
reglamentariamente.

g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a 
un año, hasta el momento en que el menor cumpla ocho años: tendrá una duración no 
superior a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, 
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o en régimen de jornada a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo 
permitan y conforme a los términos que reglamentariamente se establezcan.

Este permiso, constituye un derecho individual de las personas progenitoras, adoptantes 
o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio.

Cuando las necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, 
adoptante o acogedora especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de 
los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo a la Administración con una antelación de 
quince días y realizándose por semanas completas.

Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el 
mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias necesarias para tener derecho a este 
permiso en los que el disfrute del permiso parental en el período solicitado altere 
seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas 
presten servicios, ésta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable, 
justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más 
flexible.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de madre biológica incluye 
también a las personas trans gestantes.


Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.  
1. Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de 

unas vacaciones retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan 
proporcionalmente si el tiempo de servicio durante el año fue menor. 

A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como días 
hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los 
horarios especiales. 

2. Cuando las situaciones de permiso de maternidad, incapacidad temporal, riesgo 
durante la lactancia o riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las 
vacaciones dentro del año natural al que correspondan, o una vez iniciado el periodo 
vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, el periodo vacacional se podrá 
disfrutar aunque haya terminado el año natural a que correspondan y siempre que no 
hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan 
originado. 

3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede 
ser sustituido por una cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá 
garantizarse en todo caso el disfrute de las vacaciones devengadas. 

No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los 
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar 
el abono de una compensación económica por las vacaciones devengadas y no 
disfrutadas; y en particular, en los casos de jubilación por incapacidad permanente o por 
fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses. 
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Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral. 
Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se 

estará a lo establecido en este capítulo y en la legislación laboral correspondiente. 

Disposición adicional decimotercera. Permiso por asuntos particulares por 
antigüedad.  

Las Administraciones Públicas podrán establecer hasta dos días adicionales de 
permiso por asuntos particulares al cumplir el sexto trienio, incrementándose, como 
máximo, en un día adicional por cada trienio cumplido a partir del octavo. 

Disposición adicional decimocuarta. Días adicionales de vacaciones por 
antigüedad. 

Cada Administración Pública podrá establecer hasta un máximo de cuatro días 
adicionales de vacaciones en función del tiempo de servicios prestados por los 
funcionarios públicos. 

VIII. Régimen disciplinario.  

Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria. 
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen 

disciplinario establecido en el presente título y en las normas que las leyes de 
Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto. 

2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la 
realización de actos o conductas constitutivos de falta disciplinaria incurrirán en la 
misma responsabilidad que éstos. 

3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal 
laboral que encubrieren las faltas consumadas muy graves o graves, cuando de 
dichos actos se derive daño grave para la Administración o los ciudadanos. 

4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el 
presente título, por la legislación laboral. 

Artículo 94. Ejercicio de la potestad disciplinaria. 
1. Las Administraciones Públicas corregirán disciplinariamente las infracciones 

del personal a su servicio señalado en el artículo anterior cometidas en el ejercicio 
de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o penal 
que pudiera derivarse de tales infracciones. 
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2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios: 

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la 
predeterminación normativa o, en el caso del personal laboral, de los 
convenios colectivos. 

b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no 
favorables y de retroactividad de las favorables al presunto infractor. 

c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las 
infracciones y sanciones como a su aplicación. 

d) Principio de culpabilidad. 

e) Principio de presunción de inocencia. 

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la 
existencia de indicios fundados de criminalidad, se suspenderá su tramitación 
poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. 

Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la 
Administración. 

Artículo 95. Faltas disciplinarias. 
1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves. 

2. Son faltas muy graves: 

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los 
respectivos Estatutos de Autonomía de las comunidades autónomas y 
ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública. 

b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o 
étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, 
lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social, así como el acoso por razón de 
origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual y el acoso moral, sexual y por razón de sexo. 

c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente 
de las tareas o funciones que tienen encomendadas. 

d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio 
grave a la Administración o a los ciudadanos. 

e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información 
a que tengan o hayan tenido acceso por razón de su cargo o función. 

f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por 
Ley o clasificados como tales, que sea causa de su publicación o que 
provoque su difusión o conocimiento indebido. 
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g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al 
puesto de trabajo o funciones encomendadas. 

h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para 
influir en procesos electorales de cualquier naturaleza y ámbito. 

i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, 
salvo que constituyan infracción manifiesta del Ordenamiento jurídico. 

j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un 
beneficio indebido para sí o para otro. 

k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos 
sindicales. 

l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del 
derecho de huelga. 

m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales 
en caso de huelga. 

n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello 
dé lugar a una situación de incompatibilidad. 

ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de 
las Cortes Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades 
autónomas. 

o) El acoso laboral. 

p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales 
en ley de las Cortes Generales o de la asamblea legislativa de la 
correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el 
caso de personal laboral. 

3. Las faltas graves serán establecidas por ley de las Cortes Generales o de la 
asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los 
convenios colectivos en el caso de personal laboral, atendiendo a las siguientes 
circunstancias: 

a) El grado en que se haya vulnerado la legalidad. 

b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o 
bienes de la Administración o de los ciudadanos. 

c) El descrédito para la imagen pública de la Administración. 

4. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente 
Estatuto determinarán el régimen aplicable a las faltas leves, atendiendo a las 
anteriores circunstancias. 
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Artículo 96. Sanciones. 
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones: 

a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios 
interinos comportará la revocación de su nombramiento, y que sólo podrá 
sancionar la comisión de faltas muy graves. 

b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la 
comisión de faltas muy graves y comportará la inhabilitación para ser titular de un 
nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las que desempeñaban. 

c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal 
laboral, con una duración máxima de 6 años. 

d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período 
que en cada caso se establezca. 

e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o 
movilidad voluntaria. 

f) Apercibimiento. 

g) Cualquier otra que se establezca por ley. 

2. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado 
improcedente el despido acordado como consecuencia de la incoación de un 
expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave. 

3. El alcance de cada sanción se establecerá teniendo en cuenta el grado de 
intencionalidad, descuido o negligencia que se revele en la conducta, el daño al 
interés público, la reiteración o reincidencia, así como el grado de participación. 

Artículo 97. Prescripción de las faltas y sanciones. 
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos 

años y las leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves 
prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los dos años y las 
impuestas por faltas leves al año. 

2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se 
hubieran cometido, y desde el cese de su comisión cuando se trate de faltas 
continuadas. 

El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución sancionadora. 

Artículo 98. Procedimiento disciplinario y medidas provisionales. 
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves 

sino mediante el procedimiento previamente establecido. 
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La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento 
sumario con audiencia al interesado. 

2. El procedimiento disciplinario que se establezca en el desarrollo de este 
Estatuto se estructurará atendiendo a los principios de eficacia, celeridad y 
economía procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de defensa del 
presunto responsable. 

En el procedimiento quedará establecida la debida separación entre la fase 
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos. 

3. Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos 
sancionadores, se podrá adoptar mediante resolución motivada medidas de 
carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final que pudiera 
recaer. 

La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un 
expediente disciplinario no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de 
paralización del procedimiento imputable al interesado. La suspensión provisional 
podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento judicial, y se 
mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas 
decretadas por el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto 
de trabajo. En este caso, si la suspensión provisional excediera de seis meses no 
supondrá pérdida del puesto de trabajo. 

El funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir durante la 
suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por 
hijo a cargo. 

4. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá 
devolver lo percibido durante el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión 
provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la Administración deberá 
restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que 
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. 

El tiempo de permanencia en suspensión provisional será de abono para el 
cumplimiento de la suspensión firme. 

Cuando la suspensión no sea declarada firme, el tiempo de duración de la 
misma se computará como de servicio activo, debiendo acordarse la inmediata 
reincorporación del funcionario a su puesto de trabajo, con reconocimiento de 
todos los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de 
suspensión. 
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TEMA 6 - Derechos de los ciudadanos en sus 
relaciones con las Administraciones Públicas.  

I. Derecho de acceso a archivos y registros públicos 

TÍTULO I 
Transparencia de la actividad pública 

CAPÍTULO I 
Ámbito subjetivo de aplicación 

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 

1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:


a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las 
entidades que integran la Administración Local.


b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad 
Social así como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales colaboradoras de la Seguridad Social.


c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades 
públicas empresariales y las entidades de Derecho Público que, con 
independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la 
Ley, tengan atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter 
externo sobre un determinado sector o actividad.


d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, 
vinculadas a cualquiera de las Administraciones Públicas o dependientes de 
ellas, incluidas las Universidades públicas.


e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades 
sujetas a Derecho Administrativo.


f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el 
Senado, el Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, 
así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, 
el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones 
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autonómicas análogas, en relación con sus actividades sujetas a Derecho 
Administrativo.


g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, 
directa o indirecta, de las entidades previstas en este artículo sea superior 
al 50 por 100.


h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en 
materia de fundaciones.


i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y 
entidades previstos en este artículo. Se incluyen los órganos de cooperación 
previstos en el artículo  5 de la Ley  30/1992, de  26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por 
carecer de una estructura administrativa propia, le resulten aplicables las 
disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por la 
Administración que ostente la Secretaría del órgano de cooperación.


2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por 
Administraciones Públicas los organismos y entidades incluidos en las letras 
a) a d) del apartado anterior.


CAPÍTULO I 
Disposiciones generales  

Artículo 1. Objeto. 
La presente ordenanza regula el régimen de transparencia de la actividad de los 

sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación, las condiciones de ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública y su reutilización, y el Registro de 
lobbies. 

Esta ordenanza se aprueba en el marco de lo que establecen la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno 
y la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del 
sector público. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
1. Esta ordenanza es de aplicación a: 

a) El Ayuntamiento de Madrid. 

b) Los organismos autónomos, entidades públicas empresariales y las entidades 
de derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas o dependientes del 
Ayuntamiento de Madrid. 
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c) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social, la participación, directa o 
indirecta, de las entidades previstas en este apartado sea superior al 50 por ciento. 

d) Las fundaciones de iniciativa pública que se constituyan de forma inicial, con 
una aportación mayoritaria, directa o indirecta, del Ayuntamiento de Madrid o 
cualquiera de los sujetos mencionados en los párrafos a), b) c) y e), o bien reciban 
dicha aportación con posterioridad a su constitución. 

e) Los consorcios adscritos al Ayuntamiento de Madrid. 

f) Las asociaciones constituidas por el Ayuntamiento de Madrid, organismos y 
entidades previstas en este apartado. 

2. El Ayuntamiento de Madrid promoverá la asunción de los principios y 
obligaciones de transparencia contenidos en la presente ordenanza por parte de 
las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación de alguna de las 
entidades mencionadas en el apartado 1 sea inferior al 50 por ciento. 

Artículo 3. Otros sujetos obligados. 
1. Las entidades privadas que perciban ayudas o subvenciones del 

Ayuntamiento de Madrid procedentes de alguna de las entidades enumeradas en 
el artículo 2.1, están sujetas al cumplimiento de las obligaciones de publicidad 
activa previstas en esta ordenanza siempre que resulte de lo dispuesto en el 
artículo 3 b) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 

Las obligaciones de publicidad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8.3, se 
concretarán en cada convocatoria de ayudas o subvenciones, o en la resolución de 
concesión directa, indicando la forma y plazos en que deberán cumplirse y los 
efectos previstos en caso de incumplimiento. 

Se efectuará un seguimiento del cumplimiento de las obligaciones de publicidad 
activa por parte de los beneficiarios que superen las cantidades y porcentajes a los 
que alude el artículo 3 b) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, cuando dichas 
cantidades provengan de ayudas y subvenciones otorgadas por alguno de los 
sujetos mencionados en el artículo 2.1. 

2. Las personas físicas y jurídicas distintas de las ya mencionadas, que presten 
servicios públicos de titularidad municipal o ejerzan potestades administrativas, y 
los adjudicatarios de contratos del sector público municipal, están obligados a 
suministrar la información necesaria para el cumplimiento de las obligaciones 
establecidas en los capítulos II a IV, que le sea requerida por la Administración, 
organismo o entidad de las previstas en el artículo 2.1. 

La información se facilitará a requerimiento de la entidad del artículo 2.1 a la que 
se encuentren vinculadas. En el caso de los adjudicatarios de contratos 
mencionados en este apartado, la documentación contractual deberá concretar la 
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información que deberá ser suministrada, la periodicidad para hacer efectiva esta 
obligación y los efectos previstos en caso de incumplimiento de acuerdo con lo 
dispuesto en el capítulo VIII. 

Artículo 4. Principios generales. 
En la interpretación y aplicación de esta ordenanza regirán los siguientes 

principios básicos: 

a) Principio de transparencia: la información pública en poder de los 
sujetos comprendidos dentro del ámbito de aplicación será accesible, salvo 
que proceda la aplicación de alguno de los límites establecidos en una 
norma con rango de ley, cuya interpretación no será extensiva. 

b) Principio de facilidad de acceso: la información publicada en el Portal 
de Gobierno Abierto será de fácil acceso y localización de forma intuitiva 
para los usuarios. 

c) Principio de no discriminación tecnológica: los sujetos comprendidos 
dentro del ámbito de aplicación deberán hacer efectivo el acceso a la 
información pública con independencia del medio de acceso. Se impulsará 
la adopción de estándares tecnológicos abiertos y neutrales. 

d) Principio de veracidad: la información pública será veraz y fiable. 

e) Principio de simplicidad: la información se publicará con un lenguaje 
claro y sencillo para facilitar su comprensión por las personas. 

f) Principio de gratuidad: el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública es gratuito, sin perjuicio de las exacciones que puedan 
establecerse por la expedición de copias o soportes o la transposición de la 
información a un formato diferente al original. 

g) Principio de reutilización: la información será publicada o facilitada en 
formatos que permitan su reutilización salvo que no pueda ponerse a 
disposición en un formato de esta naturaleza al requerir un esfuerzo 
inasumible con los medios disponibles. 

Los sujetos obligados en materia de reutilización de la información 
adaptarán progresivamente sus sistemas de trabajo para generar la 
información en estos formatos. 

h) Principio de seguridad: los sujetos obligados relacionados en los 
artículos 2 y 3, velarán por la seguridad de los datos especialmente 
protegidos que contienen sus bases de información, adoptando las medidas 
de control necesarias para ello, incluida la realización de auditorías 
periódicas de sus servicios electrónicos. 
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Artículo 3. Otros sujetos obligados. 

Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables 
a:


a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones 
empresariales.


b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año 
ayudas o subvenciones públicas en una cuantía superior a 100.000 euros o 
cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter 
de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la 
cantidad de 5.000 euros.


Artículo 4. Obligación de suministrar información. 

Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos 
anteriores que presten servicios públicos o ejerzan potestades 
administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, 
organismo o entidad de las previstas en el artículo  2.1 a la que se 
encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la información necesaria 
para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en este 
título. Esta obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del 
sector público en los términos previstos en el respectivo contrato.


II. Derecho de acceso a la información pública 

CAPÍTULO III 
Derecho de acceso a la información pública 

Sección 1.ª Régimen general 

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública. 

Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, 
en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución Española, 
desarrollados por esta Ley.


Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas competencias, será de 
aplicación la correspondiente normativa autonómica.


Artículo 13. Información pública. 
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Se entiende por información pública los contenidos o documentos, 
cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de 
los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan 
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.


Artículo 14. Límites al derecho de acceso. 

1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la 
información suponga un perjuicio para:


a) La seguridad nacional.


b) La defensa.


c) Las relaciones exteriores.


d) La seguridad pública.


e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, 
administrativos o disciplinarios.


f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial 
efectiva.


g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.


h) Los intereses económicos y comerciales.


i) La política económica y monetaria.


j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.


k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos 
de toma de decisión.


l) La protección del medio ambiente.


2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su 
objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso 
concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado 
superior que justifique el acceso.


3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª 
se dicten en aplicación de este artículo serán objeto de publicidad previa 
disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin perjuicio 
de lo dispuesto en el apartado  3 del artículo  20, una vez hayan sido 
notificadas a los interesados.


Artículo 15. Protección de datos personales. 
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1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la 
ideología, afiliación sindical, religión o creencias, el acceso únicamente se 
podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y 
por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho 
manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el 
acceso.


Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al 
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o 
biométricos o contuviera datos relativos a la comisión de infracciones 
penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al 
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el 
consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por una 
norma con rango de ley.


2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la 
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente 
protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 
concederá el acceso a información que contenga datos meramente 
identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 
pública del órgano.


3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente 
protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa 
ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación 
de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en 
la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la 
protección de datos de carácter personal.


Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará 
particularmente en consideración los siguientes criterios:


a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los 
plazos establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español.


b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un 
derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven 
el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.


c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que 
los documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente 
identificativo de aquéllos.


d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que 
los datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su 
seguridad, o se refieran a menores de edad.
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4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el 
acceso se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de 
modo que se impida la identificación de las personas afectadas.


5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al 
tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de 
acceso.


Artículo 16. Acceso parcial. 

En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el 
artículo 14 no afecte a la totalidad de la información, se concederá el acceso 
parcial previa omisión de la información afectada por el límite salvo que de 
ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. En este 
caso, deberá indicarse al solicitante que parte de la información ha sido 
omitida.


Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública 

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información. 

1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará 
con la presentación de la correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al 
titular del órgano administrativo o entidad que posea la información. Cuando 
se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que 
presten servicios públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud 
se dirigirá a la Administración, organismo o entidad de las previstas en el 
artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.


2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener 
constancia de:


a) La identidad del solicitante.


b) La información que se solicita.


c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de 
comunicaciones.


d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la 
información solicitada.


3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la 
información. Sin embargo, podrá exponer los motivos por los que solicita la 
información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la 
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa 
de rechazo de la solicitud.
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4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones 
Públicas en cualquiera de las lenguas cooficiales del Estado en el territorio 
en el que radique la Administración en cuestión.


Artículo 18. Causas de inadmisión. 

1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las 
solicitudes:


a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de 
publicación general.


b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como 
la contenida en notas, borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones e 
informes internos o entre órganos o entidades administrativas.


c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una 
acción previa de reelaboración.


d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se 
desconozca el competente.


e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no 
justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley.


2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa 
prevista en la letra d) del apartado anterior, el órgano que acuerde la 
inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es 
competente para conocer de la solicitud.


Artículo 19. Tramitación. 

1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto 
al que se dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará 
de esta circunstancia al solicitante.


2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, 
se pedirá al solicitante que la concrete en un plazo de diez días, con 
indicación de que, en caso de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así 
como de la suspensión del plazo para dictar resolución.


3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de 
terceros, debidamente identificados, se les concederá un plazo de quince 
días para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El 
solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, así como de la 
suspensión del plazo para dictar resolución hasta que se hayan recibido las 
alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.
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4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder 
del sujeto al que se dirige, haya sido elaborada o generada en su integridad 
o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que decida 
sobre el acceso.


Artículo 20. Resolución. 

1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá 
notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado 
en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el 
órgano competente para resolver.


Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o 
la complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y 
previa notificación al solicitante.


2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que 
concedan el acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la 
solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un 
tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado 
que el acceso sólo tendrá lugar cuando haya transcurrido el plazo del 
artículo 22.2.


3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información 
supusiera la vulneración de alguno de los límites al acceso se indicará esta 
circunstancia al desestimarse la solicitud.


4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y 
notificado resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido 
desestimada.


5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información 
pública son recurribles directamente ante la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la 
reclamación potestativa prevista en el artículo 24.


6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo 
tendrá la consideración de infracción grave a los efectos de la aplicación a 
sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente 
normativa reguladora.


Artículo 21. Unidades de información. 

1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de 
este título establecerán sistemas para integrar la gestión de solicitudes de 
información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización 
interna.
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2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán 
unidades especializadas que tendrán las siguientes funciones:


a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del 
título I de esta Ley.


b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.


c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la 
información solicitada.


d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las 
solicitudes de acceso a la información.


e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.


f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede 
electrónica de la información cuyo acceso se solicita con más frecuencia.


g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden 
identificados los distintos tipos de información que obre en poder del 
órgano.


h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta 
aplicación de las disposiciones de esta Ley.


3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este 
título identificarán claramente el órgano competente para conocer de las 
solicitudes de acceso.


Artículo 22. Formalización del acceso. 

1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía 
electrónica, salvo cuando no sea posible o el solicitante haya señalado 
expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento 
de la notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un 
plazo no superior a diez días.


2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar 
cuando, habiéndose concedido dicho acceso, haya transcurrido el plazo 
para interponer recurso contencioso administrativo sin que se haya 
formalizado o haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la 
información.


3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a 
indicar al solicitante cómo puede acceder a ella.


4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de 
copias o la trasposición de la información a un formato diferente al original 
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podrá dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos previstos en la 
Ley  8/1989, de  13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, 
conforme a la normativa autonómica o local que resulte aplicable.


III. Ordenanza de Transparencia de la Ciudad de Madrid, de 
27 de julio de 2016 

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales  

Artículo 1. Objeto. 
La presente ordenanza regula el régimen de transparencia de la actividad de 
los sujetos comprendidos en su ámbito de aplicación, las condiciones de 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública y su reutilización, y 
el Registro de lobbies.

Esta ordenanza se aprueba en el marco de lo que establecen la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno y la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre 
reutilización de la información del sector público.


Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
1. Esta ordenanza es de aplicación a:


a) El Ayuntamiento de Madrid.

b) Los organismos autónomos, entidades públicas empresariales y 
las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia, 
vinculadas o dependientes del Ayuntamiento de Madrid.

c) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social, la participación, 
directa o indirecta, de las entidades previstas en este apartado sea 
superior al 50 por ciento.

d) Las fundaciones de iniciativa pública que se constituyan de forma 
inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, del 
Ayuntamiento de Madrid o cualquiera de los sujetos mencionados en 
los párrafos a), b) c) y e), o bien reciban dicha aportación con 
posterioridad a su constitución.

e) Los consorcios adscritos al Ayuntamiento de Madrid.

f) Las asociaciones constituidas por el Ayuntamiento de Madrid, 
organismos y entidades previstas en este apartado.


2. El Ayuntamiento de Madrid promoverá la asunción de los principios y 
obligaciones de transparencia contenidos en la presente ordenanza por 
parte de las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación 
de alguna de las entidades mencionadas en el apartado 1 sea inferior al 50 
por ciento.
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Artículo 3. Otros sujetos obligados. 
1. Las entidades privadas que perciban ayudas o subvenciones del 
Ayuntamiento de Madrid procedentes de alguna de las entidades 
enumeradas en el artículo 2.1, están sujetas al cumplimiento de las 
obligaciones de publicidad activa previstas en esta ordenanza siempre que 
resulte de lo dispuesto en el artículo 3 b) de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre.

Las obligaciones de publicidad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
8.3, se concretarán en cada convocatoria de ayudas o subvenciones, o en la 
resolución de concesión directa, indicando la forma y plazos en que deberán 
cumplirse y los efectos previstos en caso de incumplimiento.

Se efectuará un seguimiento del cumplimiento de las obligaciones de 
publicidad activa por parte de los beneficiarios que superen las cantidades y 
porcentajes a los que alude el artículo 3 b) de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, cuando dichas cantidades provengan de ayudas y subvenciones 
otorgadas por alguno de los sujetos mencionados en el artículo 2.1.

2. Las personas físicas y jurídicas distintas de las ya mencionadas, que 
presten servicios públicos de titularidad municipal o ejerzan potestades 
administrativas, y los adjudicatarios de contratos del sector público 
municipal, están obligados a suministrar la información necesaria para el 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en los capítulos II a IV, que le 
sea requerida por la Administración, organismo o entidad de las previstas en 
el artículo 2.1.

La información se facilitará a requerimiento de la entidad del artículo 2.1 a la 
que se encuentren vinculadas. En el caso de los adjudicatarios de contratos 
mencionados en este apartado, la documentación contractual deberá 
concretar la información que deberá ser suministrada, la periodicidad para 
hacer efectiva esta obligación y los efectos previstos en caso de 
incumplimiento de acuerdo con lo dispuesto en el capítulo VIII.


Artículo 4. Principios generales. 
En la interpretación y aplicación de esta ordenanza regirán los siguientes 
principios básicos:


a) Principio de transparencia: la información pública en poder de los 
sujetos comprendidos dentro del ámbito de aplicación será 
accesible, salvo que proceda la aplicación de alguno de los límites 
establecidos en una norma con rango de ley, cuya interpretación no 
será extensiva.

b) Principio de facilidad de acceso: la información publicada en el 
Portal de Gobierno Abierto será de fácil acceso y localización de 
forma intuitiva para los usuarios.

c) Principio de no discriminación tecnológica: los sujetos 
comprendidos dentro del ámbito de aplicación deberán hacer 
efectivo el acceso a la información pública con independencia del 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 97 233



CO.B
AS

medio de acceso. Se impulsará la adopción de estándares 
tecnológicos abiertos y neutrales.

d) Principio de veracidad: la información pública será veraz y fiable.

e) Principio de simplicidad: la información se publicará con un 
lenguaje claro y sencillo para facilitar su comprensión por las 
personas.

f) Principio de gratuidad: el ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública es gratuito, sin perjuicio de las exacciones que 
puedan establecerse por la expedición de copias o soportes o la 
transposición de la información a un formato diferente al original.

g) Principio de reutilización: la información será publicada o facilitada 
en formatos que permitan su reutilización salvo que no pueda 
ponerse a disposición en un formato de esta naturaleza al requerir un 
esfuerzo inasumible con los medios disponibles.

Los sujetos obligados en materia de reutilización de la información 
adaptarán progresivamente sus sistemas de trabajo para generar la 
información en estos formatos.

h) Principio de seguridad: los sujetos obligados relacionados en los 
artículos 2 y 3, velarán por la seguridad de los datos especialmente 
protegidos que contienen sus bases de información, adoptando las 
medidas de control necesarias para ello, incluida la realización de 
auditorías periódicas de sus servicios electrónicos.
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TEMA 7 - Ley 39/2015, de 1 de octubre del 
Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:  

I. Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas 

I.- El procedimiento administrativo: 
1. Concepto 
El procedimiento administrativo puede ser definido como el conjunto 
ordenado de trámites y actuaciones formalmente realizadas, según el cauce 
legalmente previsto, para dictar un acto administrativo o expresar la voluntad 
de la Administración. Con la nueva regulación de la presente ley, no se 
agotan las competencias estatales y autonómicas para establecer 
especialidades o para concretar ciertos extremos, como el órgano 
competente para resolver, sino que su carácter de común resulta de su 
aplicación a todas las Administraciones Públicas y respecto a todas sus 
actuaciones. 

El procedimiento consiste fundamentalmente en una serie de actos ligados 
o coordinados entre sí de manera que sin cada acto anterior, ninguno de los 
posteriores tiene validez y sin cada acto posterior, ninguno de los anteriores 
tiene eficacia. 

En definitiva el procedimiento administrativo puede definirse como el cauce 
formal, previamente regulado, al que ha de ceñirse la actuación de la 
Administración para el cumplimiento o realización de sus funciones o como 
decía la Exposición de Motivos de la Ley de Procedimiento Administrativo de 
1958, “el cauce formal de la serie de actos en que se concreta la actuación 
administrativa para la realización de un fin”. 

2. Fases del procedimiento. 
Los procedimientos administrativos, como conjuntos ordenados de trámites, 
pueden dividirse en tres grandes fases: de iniciación, de instrucción y de 
finalización. 
Además, la Ley 39/2015 incluye otras dos fases complementarias que son: 
• La ordenación del procedimiento, que consiste en la forma que seguirán 
todas las actuaciones de la Administración. 
• La ejecución del propio acto administrativo, como resultado del 
procedimiento. 

1) Fase de iniciación 
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Los procedimientos administrativos pueden iniciarse tanto de oficio (las 
propias Administraciones Públicas promueven el procedimiento) como a 
solicitud del interesado (el interesado tendrá que promover la actuación de la 
administración y solicitar la iniciación cumpliendo con ciertas pautas). 

Antes de iniciar el procedimiento, el órgano competente podrá abrir un 
periodo de informaciones o actuaciones previas para determinar la 
conveniencia o no de la iniciación. 

En cualquier caso, esta fase comienza con el acuerdo de iniciación, en el 
cual se pueden adoptar una serie de medidas provisionales para garantizar 
la eficacia de la resolución del procedimiento.  

2) Fase de instrucción 

La instrucción del procedimiento administrativo corresponde al órgano 
competente de oficio y cosiste en recopilar toda la información que permita 
determinar y comprobar los hechos sobre los que se tendrá que resolver, 
aplicando las normas jurídicas. 

En este sentido, resultan especialmente importantes:  

La aportación de pruebas para acreditar los hechos en que se asiente la 
resolución. Se abrirá un periodo de pruebas de 10 a 30 días cuando sea el 
órgano instructor quien no tenga por ciertos los hechos alegados, o bien de 
hasta 10 días cuando lo soliciten los interesados. 

La solicitud de informes, ya sean preceptivos o facultativos, vinculantes o 
no vinculantes. Estos informes deberían emitirse por medios electrónicos y 
en el plazo de 10 días. 
La participación de los interesados en el procedimiento (promover la 
iniciación, presentar alegaciones y documentación, proponer actuaciones y 
pruebas, así como participar en los trámites de audiencia y de información 
pública), gracias al principio contradictorio que mencionábamos 
anteriormente. 

3) Fase de finalización 

En esta fase se determina la terminación del procedimiento, que se puede 
producir mediante las siguientes formas: 

• Emisión de una resolución y notificación a los interesados. La 
resolución debe ser coherente con las peticiones del interesado, pero 
también se puede resolver sobre cuestiones no planteadas por este. 
Antes de dictar la resolución, el órgano competente podrá realizar 
actuaciones complementarias.  
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• Desistimiento: el interesado podrá abandonar el procedimiento 
administrativo presentando un escrito. Una vez aceptado el 
desistimiento, el procedimiento se declarará concluso, salvo en los 
casos en que otros interesados soliciten su continuación en plazo de 
10 días.  

• Renuncia al derecho sobre el que se esté debatiendo en el seno 
del procedimiento: solo se admitirá en los casos en los que no esté 
prohibido expresamente por el ordenamiento jurídico.  

• Declaración de caducidad:  
• Por la paralización que haya sufrido el procedimiento administrativo 
por el incumplimiento de trámites no indispensables por parte del 
interesado durante más de 3 meses.  
• Debido a la falta de resolución expresa por la Administración (silencio 
administrativo).  

• Terminación convencional, a través de una negociación o acuerdo 
que cumpla con ciertos requisitos entre las Administraciones Públicas y 
los interesados.  

CAPÍTULO II - RECURSOS ADMINISTRATIVOS  

SECCIÓN 1a PRINCIPIOS GENERALES  
Artículo 112. Objeto y clases.  
Contra las resoluciones y los actos de trámite, si estos últimos deciden 
directa o indirectamente el fondo del asunto, determinan la imposibilidad de 
continuar el procedimiento, producen indefensión o perjuicio irreparable a 
derechos e intereses legítimos, podrán interponerse por los interesados los 
recursos de alzada y potestativo de reposición, que cabrá fundar en 
cualquiera de los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 
47 y 48 de esta Ley. La oposición a los restantes actos de trámite podrá 
alegarse por los interesados para su consideración en la resolución que 
ponga fin al procedimiento. 

Las leyes podrán sustituir el recurso de alzada, en supuestos o ámbitos 
sectoriales determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo 
justifique, por otros procedimientos de impugnación, reclamación, 
conciliación, mediación y arbitraje, ante órganos colegiados o Comisiones 
específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas, con respeto a los 
principios, garantías y plazos que la presente Ley reconoce a las personas y 
a los interesados en todo procedimiento administrativo. 
En las mismas condiciones, el recurso de reposición podrá ser sustituido por 
los procedimientos a que se refiere el párrafo anterior, respetando su 
carácter potestativo para el interesado. 
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La aplicación de estos procedimientos en el ámbito de la Administración 
Local no podrá suponer el desconocimiento de las facultades resolutorias 
reconocidas a los órganos representativos electos establecidos por la Ley. 

Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá 
recurso en vía administrativa. 
Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la 
nulidad de alguna disposición administrativa de carácter general podrán 
interponerse directamente ante el órgano que dictó dicha disposición. 

Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los 
procedimientos establecidos por su legislación específica.  

Artículo 113. Recurso extraordinario de revisión.  
Contra los actos firmes en vía administrativa, sólo procederá el recurso 
extraordinario de revisión cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 125.1.  

Artículo 114. Fin de la vía administrativa.  
Ponen fin a la vía administrativa: 

a) Las resoluciones de los recursos de alzada. 

b) Las resoluciones de los procedimientos a que se refiere el artículo 
112.2. 

c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de 
superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario.  

d) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la 
consideración de finalizadores del procedimiento.  

e) La resolución administrativa de los procedimientos de responsabilidad 
patrimonial, cualquiera que fuese el tipo de relación, pública o privada, 
de que derive.  

f) La resolución de los procedimientos complementarios en materia 
sancionadora a los que se refiere el artículo 90.4.  

g) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una 
disposición legal o reglamentaria así lo establezca.  

Además de lo previsto en el apartado anterior, en el ámbito estatal ponen fin 
a la vía administrativa los actos y resoluciones siguientes:  

a) Los actos administrativos de los miembros y órganos del Gobierno.  
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b) Los emanados de los Ministros y los Secretarios de Estado en el ejercicio 
de las competencias que tienen atribuidas los órganos de los que son 
titulares.  

c) Los emanados de los órganos directivos con nivel de Director general o 
superior, en relación con las competencias que tengan atribuidas en 
materia de personal.  

d) En los Organismos públicos y entidades derecho público vinculados o 
dependientes de la Administración General del Estado, los emanados de 
los máximos órganos de dirección unipersonales o colegiados, de 
acuerdo con lo que establezcan sus estatutos, salvo que por ley se 
establezca otra cosa.  

Artículo 115. Interposición de recurso.  

1. La interposición del recurso deberá expresar: 

e) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal 
del mismo. 

f) El acto que se recurre y la razón de su impugnación. 

g) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, 
del lugar que se señale a efectos de notificaciones. 

h) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige y su 
correspondiente código de identificación. 

i) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones 
específicas.  

2. El error o la ausencia de la calificación del recurso por parte del recurrente 
no será obstáculo para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadero 
carácter.  

3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados 
por quienes los hubieren causado.  

Artículo 116. Causas de inadmisión.  
Serán causas de inadmisión las siguientes:  

a) Ser incompetente el órgano administrativo, cuando el competente 
perteneciera a otra Administración Pública. El recurso deberá remitirse al 
órgano competente, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14.1 de 
la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público. 

b) Carecer de legitimación el recurrente. 
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c) Tratarse de un acto no susceptible de recurso. 

d) Haber transcurrido el plazo para la interposición del recurso.  

e) Carecer el recurso manifiestamente de fundamento.  

Artículo 117. Suspensión de la ejecución.  

1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una 
disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto 
impugnado.  

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien 
competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, 
entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y 
el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del 
acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la 
ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes 
circunstancias:  

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil 
reparación.  

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad 
de pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de esta Ley.  

3. La ejecución del acto impugnado se entenderá suspendida si transcurrido 
un mes desde que la solicitud de suspensión haya tenido entrada en el 
registro electrónico de la Administración u  

Organismo competente para decidir sobre la misma, el órgano a quien 
competa resolver el recurso no ha dictado y notificado resolución expresa al 
respecto. En estos casos, no será de aplicación lo establecido en el artículo 
21.4 segundo párrafo, de esta Ley. 
4. Al dictar el acuerdo de suspensión podrán adoptarse las medidas 
cautelares que sean necesarias para asegurar la protección del interés 
público o de terceros y la eficacia de la resolución o el acto impugnado.  

Cuando de la suspensión puedan derivarse perjuicios de cualquier 
naturaleza, aquélla sólo producirá efectos previa prestación de caución o 
garantía suficiente para responder de ellos, en los términos establecidos 
reglamentariamente. 
La suspensión se prolongará después de agotada la vía administrativa 
cuando, habiéndolo solicitado previamente el interesado, exista medida 
cautelar y los efectos de ésta se extiendan a la vía contencioso-
administrativa. Si el interesado interpusiera recurso contencioso- 
administrativo, solicitando la suspensión del acto objeto del proceso, se 
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mantendrá la suspensión hasta que se produzca el correspondiente 
pronunciamiento judicial sobre la solicitud. 

5. Cuando el recurso tenga por objeto la impugnación de un acto 
administrativo que afecte a una pluralidad indeterminada de personas, la 
suspensión de su eficacia habrá de ser publicada en el periódico oficial en 
que aquél se insertó.  

Artículo 118. Audiencia de los interesados.  
1. Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no 
recogidos en el expediente originario, se pondrán de manifiesto a los 
interesados para que, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, 
formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes que 
estimen procedentes.  

No se tendrán en cuenta en la resolución de los recursos, hechos, 
documentos o alegaciones del recurrente, cuando habiendo podido 
aportarlos en el trámite de alegaciones no lo haya hecho. Tampoco podrá 
solicitarse la práctica de pruebas cuando su falta de realización en el 
procedimiento en el que se dictó la resolución recurrida fuera imputable al 
interesado.  

2. Si hubiera otros interesados se les dará, en todo caso, traslado del recurso 
para que en el plazo antes citado, aleguen cuanto estimen procedente.  

3. El recurso, los informes y las propuestas no tienen el carácter de 
documentos nuevos a los efectos de este artículo. Tampoco lo tendrán los 
que los interesados hayan aportado al expediente antes de recaer la 
resolución impugnada.  

Artículo 119. Resolución.  
1. La resolución del recurso estimará en todo o en parte o desestimará las 
pretensiones formuladas en el mismo o declarará su inadmisión.  

2. Cuando existiendo vicio de forma no se estime procedente resolver sobre 
el fondo se ordenará la retroacción del procedimiento al momento en el que 
el vicio fue cometido, sin perjuicio de que eventualmente pueda acordarse la 
convalidación de actuaciones por el órgano competente para ello, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 52.  

3. El órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de 
forma como de fondo, plantee el procedimiento, hayan sido o no alegadas 
por los interesados. En este último caso se les oirá previamente. No 
obstante, la resolución será congruente con las peticiones formuladas por el 
recurrente, sin que en ningún caso pueda agravarse su situación inicial.  
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Artículo 120. Pluralidad de recursos administrativos.  
1. Cuando deban resolverse una pluralidad de recursos administrativos que 
traigan causa de un mismo acto administrativo y se hubiera interpuesto un 
recurso judicial contra una resolución administrativa o bien contra el 
correspondiente acto presunto desestimatorio, el órgano administrativo podrá 
acordar la suspensión del plazo para resolver hasta que recaiga 
pronunciamiento judicial.  

2. El acuerdo de suspensión deberá ser notificado a los interesados, quienes 
podrán recurrirlo. La interposición del correspondiente recurso por un 
interesado, no afectará a los restantes  

procedimientos de recurso que se encuentren suspendidos por traer causa 
del mismo acto administrativo.  

3. Recaído el pronunciamiento judicial, será comunicado a los interesados y 
el órgano administrativo competente para resolver podrá dictar resolución sin 
necesidad de realizar ningún trámite adicional, salvo el de audiencia, cuando 
proceda. 
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II.- TIPOS DE RECURSOS  

Sección 2.a Recurso de alzada  

Artículo 121. Objeto.  
1. Las resoluciones y actos a que se refiere el artículo 112.1, cuando no 
pongan fin a la vía administrativa, podrán ser recurridos en alzada ante el 
órgano superior jerárquico del que los dictó. A estos efectos, los Tribunales y 
órganos de selección del personal al servicio de las Administraciones 
Públicas y cualesquiera otros que, en el seno de éstas, actúen con 
autonomía funcional, se considerarán dependientes del órgano al que estén 
adscritos o, en su defecto, del que haya nombrado al presidente de los 
mismos.  

2. El recurso podrá interponerse ante el órgano que dictó el acto que se 
impugna o ante el competente para resolverlo.  

Si el recurso se hubiera interpuesto ante el órgano que dictó el acto 
impugnado, éste deberá remitirlo al competente en el plazo de diez días, con 
su informe y con una copia completa y ordenada del expediente. 
El titular del órgano que dictó el acto recurrido será responsable directo del 
cumplimiento de lo previsto en el párrafo anterior.  

Artículo 122. Plazos.  
1. El plazo para la interposición del recurso de alzada será de un mes, si el 
acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo sin haberse interpuesto el 
recurso, la resolución será firme a todos los efectos. 
Si el acto no fuera expreso el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de alzada en cualquier momento a partir del día siguiente 
a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los 
efectos del silencio administrativo.  

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución será de tres meses. 
Transcurrido este plazo sin que recaiga resolución, se podrá entender 
desestimado el recurso, salvo en el supuesto previsto en el artículo 24.1, 
tercer párrafo. 
3. Contra la resolución de un recurso de alzada no cabrá ningún otro recurso 
administrativo, salvo el recurso extraordinario de revisión, en los casos 
establecidos en el artículo 125.1.  
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Sección 3.a Recurso potestativo de reposición  

Artículo 123. Objeto y naturaleza.  
1. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser 
recurridos potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los 
hubiera dictado o ser impugnados directamente ante el orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo. 
2. No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea 
resuelto expresamente o se haya producido la desestimación presunta del 
recurso de reposición interpuesto.  

Artículo 124. Plazos.  
1. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si 
el acto fuera expreso. Transcurrido dicho plazo, únicamente podrá 
interponerse recurso contencioso- administrativo, sin perjuicio, en su caso, 
de la procedencia del recurso extraordinario de revisión.  

Si el acto no fuera expreso, el solicitante y otros posibles interesados podrán 
interponer recurso de reposición en cualquier momento a partir del día 
siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzca el acto presunto. 

2. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución del recurso será de un 
mes.  

3. Contra la resolución de un recurso de reposición no podrá interponerse de 
nuevo dicho recurso.  

Sección 4.a Recurso extraordinario de revisión  

Artículo 125. Objeto y plazos.  
1. Contra los actos firmes en vía administrativa podrá interponerse el recurso 

extraordinario de revisión ante el órgano administrativo que los dictó, que 
también será el competente para su resolución, cuando concurra alguna 
de las circunstancias siguientes: 

a) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de 
los propios documentos incorporados al expediente.  

b) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del 
asunto que, aunque sean posteriores, evidencien el error de la 
resolución recurrida.  
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c) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o 
testimonios declarados falsos por sentencia judicial firme, anterior o 
posterior a aquella resolución.  

d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de 
prevaricación, cohecho, violencia, maquinación fraudulenta u otra 
conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia 
judicial firme. 

2. El recurso extraordinario de revisión se interpondrá, cuando se trate de la 
causa a) del apartado anterior, dentro del plazo de cuatro años siguientes a 
la fecha de la notificación de la resolución impugnada. En los demás casos, 
el plazo será de tres meses a contar desde el conocimiento de los 
documentos o desde que la sentencia judicial quedó firme.  

3. Lo establecido en el presente artículo no perjudica el derecho de los 
interesados a formular la solicitud y la instancia a que se refieren los artículos 
106 y 109.2 de la presente Ley ni su derecho a que las mismas se 
sustancien y resuelvan.  

Artículo 126. Resolución.  
1. El órgano competente para la resolución del recurso podrá acordar 
motivadamente la inadmisión a trámite, sin necesidad de recabar dictamen 
del Consejo de Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, 
cuando el mismo no se funde en alguna de las causas previstas en el 
apartado 1 del artículo anterior o en el supuesto de que se hubiesen 
desestimado en cuanto al fondo otros recursos sustancialmente iguales.  

2. El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de 
revisión debe pronunciarse no sólo sobre la procedencia del recurso, sino 
también, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el acto 
recurrido. 
3. Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso 
extraordinario de revisión sin haberse dictado y notificado la resolución, se 
entenderá desestimado, quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-
administrativa. 
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TEMA 8 - Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales:  

TÍTULO I 
Recursos de las haciendas locales 

CAPÍTULO I 
Enumeración 
Artículo 2. Enumeración de los recursos de las entidades locales. 

1. La hacienda de las entidades locales estará constituida por los siguientes 
recursos: 

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho 
privado. 

b) Los tributos propios clasificados en tasas, contribuciones especiales e 
impuestos y los recargos exigibles sobre los impuestos de las comunidades 
autónomas o de otras entidades locales. 

c) Las participaciones en los tributos del Estado y de las comunidades 
autónomas. 

d) Las subvenciones. 

e) Los percibidos en concepto de precios públicos. 

f) El producto de las operaciones de crédito. 

g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de sus 
competencias. 

h) Las demás prestaciones de derecho público. 

2. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de 
derecho público, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no 
tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, debe percibir la 
hacienda de las entidades locales de conformidad con lo previsto en el apartado 
anterior, dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para 
la hacienda del Estado, y actuará, en su caso, conforme a los procedimientos 
administrativos correspondientes. 
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CAPÍTULO II 
Ingresos de derecho privado 

Artículo 3. Definición. 
1. Constituyen ingresos de derecho privado de las entidades locales los 

rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio, así 
como las adquisiciones a título de herencia, legado o donación. 

2. A estos efectos, se considerará patrimonio de las entidades locales el 
constituido por los bienes de su propiedad, así como por los derechos reales o 
personales, de que sean titulares, susceptibles de valoración económica, siempre 
que unos y otros no se hallen afectos al uso o servicio público. 

3. En ningún caso tendrán la consideración de ingresos de derecho privado los 
que procedan, por cualquier concepto, de los bienes de dominio público local. 

4. Tendrán también la consideración de ingresos de derecho privado el importe 
obtenido en la enajenación de bienes integrantes del patrimonio de las entidades 
locales como consecuencia de su desafectación como bienes de dominio público y 
posterior venta, aunque hasta entonces estuvieran sujetos a concesión 
administrativa. En tales casos, salvo que la legislación de desarrollo de las 
comunidades autónomas prevea otra cosa, quien fuera el último concesionario 
antes de la desafectación tendrá derecho preferente de adquisición directa de los 
bienes sin necesidad de subasta pública. 

Artículo 4. Régimen jurídico. 
La efectividad de los derechos de la hacienda local comprendidos en este 

capítulo se llevará a cabo con sujeción a las normas y procedimientos del derecho 
privado. 

Artículo 5. Limitación de destino. 
Los ingresos procedentes de la enajenación o gravamen de bienes y derechos 

que tengan la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la 
financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de vías 
públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o 
provinciales. 

CAPÍTULO III 
Tributos 

Sección 1.ª Normas generales 
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Artículo 6. Principios de tributación local. 
Los tributos que establezcan las entidades locales al amparo de lo dispuesto en 

el artículo 106.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, respetarán, en todo caso, los siguientes principios: 

a) No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, 
rendimientos originados ni gastos realizados fuera del territorio de la 
respectiva entidad. 

b) No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o 
realizados fuera del territorio de la Entidad impositora, ni el ejercicio o la 
transmisión de bienes, derechos u obligaciones que no hayan nacido ni 
hubieran de cumplirse en dicho territorio. 

c) No implicar obstáculo alguno para la libre circulación de personas, 
mercancías o servicios y capitales, ni afectar de manera efectiva a la 
fijación de la residencia de las personas o la ubicación de empresas y 
capitales dentro del territorio español, sin que ello obste para que las 
entidades locales puedan instrumentar la ordenación urbanística de su 
territorio. 

Artículo 7. Delegación. 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 

de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las entidades locales podrán 
delegar en la comunidad autónoma o en otras entidades locales en cuyo territorio 
estén integradas, las facultades de gestión, liquidación, inspección y recaudación 
tributarias que esta ley les atribuye. 

Asimismo, las entidades locales podrán delegar en la comunidad autónoma o en 
otras entidades locales en cuyo territorio estén integradas, las facultades de 
gestión, liquidación, inspección y recaudación de los restantes ingresos de 
Derecho público que les correspondan. 

2. El acuerdo que adopte el Pleno de la corporación habrá de fijar el alcance y 
contenido de la referida delegación y se publicará, una vez aceptada por el órgano 
correspondiente de gobierno, referido siempre al Pleno, en el supuesto de 
Entidades Locales en cuyo territorio estén integradas en los "Boletines Oficiales de 
la Provincia y de la Comunidad Autónoma", para general conocimiento. 

3. El ejercicio de las facultades delegadas habrá de ajustarse a los 
procedimientos, trámites y medidas en general, jurídicas o técnicas, relativas a la 
gestión tributaria que establece esta ley y, supletoriamente, a las que prevé la Ley 
General Tributaria. Los actos de gestión que se realicen en el ejercicio de dicha 
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delegación serán impugnables con arreglo al procedimiento que corresponda al 
ente gestor, y, en último término, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 

Las facultades delegadas serán ejercidas por el órgano de la entidad delegada 
que proceda conforme a las normas internas de distribución de competencias 
propias de dicha entidad. 

4. Las entidades que al amparo de lo previsto en este artículo hayan asumido 
por delegación de una entidad local todas o algunas de las facultades de gestión, 
liquidación, inspección y recaudación de todos o algunos de los tributos o recursos 
de derecho público de dicha entidad local, podrán ejercer tales facultades 
delegadas en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales 
que no le hayan delegado tales facultades. 

Artículo 8. Colaboración. 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 

de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, las Administraciones 
tributarias del Estado, de las comunidades autónomas y de las entidades locales 
colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación 
de los tributos locales. 

De igual modo, las Administraciones a que se refiere el párrafo anterior 
colaborarán en todos los órdenes de gestión, liquidación, inspección y recaudación 
de los restantes ingresos de derecho público de las entidades locales. 

2. En particular, dichas Administraciones: 

a) Se facilitarán toda la información que mutuamente se soliciten y, en su 
caso, se establecerá, a tal efecto la intercomunicación técnica precisa a 
través de los respectivos centros de informática. 

b) Se prestarán recíprocamente, en la forma que reglamentariamente se 
determine, la asistencia que interese a los efectos de sus respectivos 
cometidos y los datos y antecedentes que se reclamen. 

c) Se comunicarán inmediatamente, en la forma que reglamentariamente 
se establezca, los hechos con trascendencia para los tributos y demás 
recursos de derecho público de cualquiera de ellas, que se pongan de 
manifiesto como consecuencia de actuaciones comprobadoras e 
investigadoras de los respectivos servicios de inspección. 

d) Podrán elaborar y preparar planes de inspección conjunta o 
coordinada sobre objetivos, sectores y procedimientos selectivos. 

Lo previsto en este apartado se entiende sin perjuicio del régimen legal al que 
están sometidos el uso y la cesión de la información tributaria. 
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3. Las actuaciones en materia de inspección o recaudación ejecutiva que hayan 
de efectuarse fuera del territorio de la respectiva entidad local en relación con los 
ingresos de derecho público propios de ésta, serán practicadas por los órganos 
competentes de la correspondiente comunidad autónoma cuando deban realizarse 
en el ámbito territorial de ésta, y por los órganos competentes del Estado en otro 
caso, previa solicitud del presidente de la corporación. 

4. Las entidades que, al amparo de lo previsto en este artículo, hayan 
establecido fórmulas de colaboración con entidades locales para la gestión, 
liquidación, inspección y recaudación de los tributos y demás ingresos de derecho 
público propios de dichas entidades locales, podrán desarrollar tal actividad 
colaboradora en todo su ámbito territorial e incluso en el de otras entidades locales 
con las que no hayan establecido fórmula de colaboración alguna. 

Artículo 9. Beneficios fiscales, régimen y compensación. 
1. No podrán reconocerse otros beneficios fiscales en los tributos locales que los 

expresamente previstos en las normas con rango de ley o los derivados de la 
aplicación de los tratados internacionales. 

No obstante, también podrán reconocerse los beneficios fiscales que las 
entidades locales establezcan en sus ordenanzas fiscales en los supuestos 
expresamente previstos por la ley. En particular, y en las condiciones que puedan 
prever dichas ordenanzas, éstas podrán establecer una bonificación de hasta el 
cinco por ciento de la cuota a favor de los sujetos pasivos que domicilien sus 
deudas de vencimiento periódico en una entidad financiera, anticipen pagos o 
realicen actuaciones que impliquen colaboración en la recaudación de ingresos. 

2. Las leyes por las que se establezcan beneficios fiscales en materia de tributos 
locales determinarán las fórmulas de compensación que procedan ; dichas 
fórmulas tendrán en cuenta las posibilidades de crecimiento futuro de los recursos 
de las Entidades Locales procedentes de los tributos respecto de los cuales se 
establezcan los mencionados beneficios fiscales. 

Lo anterior no será de aplicación en ningún caso cuando se trate de los 
beneficios fiscales a que se refiere el párrafo segundo del apartado 1 de este 
artículo. 

3. Cuando el Estado otorgue moratorias o aplazamientos en el pago de tributos 
locales a alguna persona o entidad, quedará obligado a arbitrar las fórmulas de 
compensación o anticipo que procedan en favor de la entidad local respectiva. 
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Artículo 10. Recargos e intereses de demora. 
En la exacción de los tributos locales y de los restantes ingresos de derecho 

público de las entidades locales, los recargos e intereses de demora se exigirán y 
determinarán en los mismos casos, forma y cuantía que en la exacción de los 
tributos del Estado. 

Cuando las ordenanzas fiscales así lo prevean, no se exigirá interés de demora 
en los acuerdos de aplazamiento o fraccionamiento de pago que hubieran sido 
solicitados en período voluntario, en las condiciones y términos que prevea la 
ordenanza, siempre que se refieran a deudas de vencimiento periódico y 
notificación colectiva y que el pago total de estas se produzca en el mismo ejercicio 
que el de su devengo. 

Artículo 11. Infracciones y sanciones tributarias. 
En materia de tributos locales, se aplicará el régimen de infracciones y 

sanciones regulado en la Ley General Tributaria y en las disposiciones que la 
complementen y desarrollen, con las especificaciones que resulten de esta ley y 
las que, en su caso, se establezcan en las Ordenanzas fiscales al amparo de la ley. 

Artículo 12. Gestión. 
1. La gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos locales se 

realizará de acuerdo con lo prevenido en la Ley General Tributaria y en las demás 
leyes del Estado reguladoras de la materia, así como en las disposiciones dictadas 
para su desarrollo. 

2. A través de sus ordenanzas fiscales las entidades locales podrán adaptar la 
normativa a que se refiere el apartado anterior al régimen de organización y 
funcionamiento interno propio de cada una de ellas, sin que tal adaptación pueda 
contravenir el contenido material de dicha normativa. 

Artículo 13. Consultas. 
En relación con la gestión, liquidación, inspección y recaudación de los tributos 

locales, la competencia para evacuar las consultas a que se refiere el artículo 88 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria corresponde a la entidad 
que ejerza dichas funciones. 

Artículo 14. Revisión de actos en vía administrativa. 
1. Respecto de los procedimientos especiales de revisión de los actos dictados 

en materia de gestión tributaria, se estará a lo dispuesto en el artículo 110 de la 
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Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local y en los 
párrafos siguientes: 

a) La devolución de ingresos indebidos y la rectificación de errores 
materiales en el ámbito de los tributos locales se ajustarán a lo dispuesto 
en los artículos 32 y 220 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria. 

b) No serán en ningún caso revisables los actos administrativos 
confirmados por sentencia judicial firme. 

Los actos dictados en materia de gestión de los restantes ingresos de derecho 
público de las entidades locales, también estarán sometidos a los procedimientos 
especiales de revisión conforme a lo previsto en este apartado. 

2. Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y restantes 
ingresos de derecho público de las entidades locales, sólo podrá interponerse el 
recurso de reposición que a continuación se regula. 

a) Objeto y naturaleza.-Son impugnables, mediante el presente recurso 
de reposición, todos los actos dictados por las entidades locales en vía de 
gestión de sus tributos propios y de sus restantes ingresos de derecho 
público. Lo anterior se entiende sin perjuicio de los supuestos en los que la 
ley prevé la posibilidad de formular reclamaciones económico-
administrativas contra actos dictados en vía de gestión de los tributos 
locales ; en tales casos, cuando los actos hayan sido dictados por una 
entidad local, el presente recurso de reposición será previo a la reclamación 
económico-administrativa. 

b) Competencia para resolver.-Será competente para conocer y resolver 
el recurso de reposición el órgano de la entidad local que haya dictado el 
acto administrativo impugnado. 

c) Plazo de interposición.-El recurso de reposición se interpondrá dentro 
del plazo de un mes contado desde el día siguiente al de la notificación 
expresa del acto cuya revisión se solicita o al de finalización del período de 
exposición pública de los correspondientes padrones o matrículas de 
contribuyentes u obligados al pago. 

d) Legitimación.-Podrán interponer el recurso de reposición: 

1.º Los sujetos pasivos y, en su caso, los responsables de los 
tributos, así como los obligados a efectuar el ingreso de derecho 
público de que se trate. 

2.º Cualquiera otra persona cuyos intereses legítimos y directos 
resulten afectados por el acto administrativo de gestión. 
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e) Representación y dirección técnica.-Los recurrentes podrán 
comparecer por sí mismos o por medio de representante, sin que sea 
preceptiva la intervención de abogado ni procurador. 

f) Iniciación.-El recurso de reposición se interpondrá por medio de escrito 
en el que se harán constar los siguientes extremos: 

1.º Las circunstancias personales del recurrente y, en su caso, de 
su representante, con indicación del número del documento nacional 
de identidad o del código identificador. 

2.º El órgano ante quien se formula el recurso. 

3.º El acto administrativo que se recurre, la fecha en que se dictó, 
número del expediente y demás datos relativos a aquel que se 
consideren convenientes. 

4.º El domicilio que señale el recurrente a efectos de 
notificaciones. 

5.º El lugar y la fecha de interposición del recurso. 

En el escrito de interposición se formularán las alegaciones tanto sobre 
cuestiones de hecho como de derecho. Con dicho escrito se presentarán 
los documentos que sirvan de base a la pretensión que se ejercita. 

Si se solicita la suspensión del acto impugnado, al escrito de iniciación 
del recurso se acompañarán los justificantes de las garantías constituidas 
de acuerdo con el párrafo i) siguiente. 

g) Puesta de manifiesto del expediente.-Si el interesado precisare del 
expediente de gestión o de las actuaciones administrativas para formular 
sus alegaciones, deberá comparecer a tal objeto ante la oficina gestora a 
partir del día siguiente a la notificación del acto administrativo que se 
impugna y antes de que finalice el plazo de interposición del recurso. 

La oficina o dependencia de gestión, bajo la responsabilidad de su jefe, 
tendrá la obligación de poner de manifiesto al interesado el expediente o las 
actuaciones administrativas que se requieran. 

h) Presentación del recurso.-El escrito de interposición del recurso se 
presentará en la sede del órgano de la entidad local que dictó el acto 
administrativo que se impugna o en su defecto en las dependencias u 
oficinas a que se refiere el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

i) Suspensión del acto impugnado.-La interposición del recurso de 
reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, con las 
consecuencias legales consiguientes, incluso la recaudación de cuotas o 
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derechos liquidados, intereses y recargos. Los actos de imposición de 
sanciones tributarias quedarán automáticamente suspendidos conforme a 
lo previsto en la Ley General Tributaria. 

No obstante, y en los mismos términos que en el Estado, podrá 
suspenderse la ejecución del acto impugnado mientras dure la 
sustanciación del recurso aplicando lo establecido en el Real Decreto 
2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamenta el recurso de 
reposición previo al económico-administrativo, y en el Real Decreto 
391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de 
procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas, con las 
siguientes especialidades: 

1.º En todo caso será competente para tramitar y resolver la 
solicitud el órgano de la entidad local que dictó el acto. 

2.º Las resoluciones desestimatorias de la suspensión sólo serán 
susceptibles de impugnación en vía contencioso-administrativa. 

3.º Cuando se interponga recurso contencioso-administrativo 
contra la resolución del recurso de reposición, la suspensión 
acordada en vía administrativa se mantendrá, siempre que exista 
garantía suficiente, hasta que el órgano judicial competente adopte 
la decisión que corresponda en relación con dicha suspensión. 

j) Otros interesados.-Si del escrito inicial o de las actuaciones posteriores 
resultaren otros interesados distintos del recurrente, se les comunicará la 
interposición del recurso para que en el plazo de cinco días aleguen lo que 
a su derecho convenga. 

k) Extensión de la revisión.-La revisión somete a conocimiento del órgano 
competente, para su resolución, todas las cuestiones que ofrezca el 
expediente, hayan sido o no planteadas en el recurso. 

Si el órgano estima pertinente examinar y resolver cuestiones no 
planteadas por los interesados, las expondrá a los que estuvieren 
personados en el procedimiento y les concederá un plazo de cinco días 
para formular alegaciones. 

l) Resolución del recurso.-El recurso será resuelto en el plazo de un mes 
a contar desde el día siguiente al de su presentación, con excepción de los 
supuestos regulados en los párrafos j) y k) anteriores, en los que el plazo 
se computará desde el día siguiente al que se formulen las alegaciones o 
se dejen transcurrir los plazos señalados. 

El recurso se entenderá desestimado cuando no haya recaído resolución 
en plazo. 
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La denegación presunta no exime de la obligación de resolver el recurso. 

m) Forma y contenido de la resolución.-La resolución expresa del recurso 
se producirá siempre de forma escrita. 

Dicha resolución, que será siempre motivada, contendrá una sucinta 
referencia a los hechos y a las alegaciones del recurrente, y expresará de 
forma clara las razones por las que se confirma o revoca total o 
parcialmente el acto impugnado. 

n) Notificación y comunicación de la resolución.-La resolución expresa 
deberá ser notificada al recurrente y a los demás interesados, si los 
hubiera, en el plazo máximo de 10 días desde que aquélla se produzca. 

ñ) Impugnación de la resolución.-Contra la resolución del recurso de 
reposición no puede interponerse de nuevo este recurso, pudiendo los 
interesados interponer directamente recurso contencioso-administrativo, 
todo ello sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la 
interposición de reclamaciones económico-administrativas contra actos 
dictados en vía de gestión de los tributos locales. 

Sección 2.ª Imposición y ordenación de tributos locales 

Artículo 15. Ordenanzas fiscales. 
1. Salvo en los supuestos previstos en el artículo 59.1 de esta ley, las entidades 

locales deberán acordar la imposición y supresión de sus tributos propios, y 
aprobar las correspondientes ordenanzas fiscales reguladoras de estos. 

2. Respecto de los impuestos previstos en el artículo 59.1, los ayuntamientos 
que decidan hacer uso de las facultades que les confiere esta ley en orden a la 
fijación de los elementos necesarios para la determinación de las respectivas 
cuotas tributarias, deberán acordar el ejercicio de tales facultades, y aprobar las 
oportunas ordenanzas fiscales. 

3. Asimismo, las entidades locales ejercerán la potestad reglamentaria a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 12 de esta ley, bien en las ordenanzas fiscales 
reguladoras de los distintos tributos locales, bien mediante la aprobación de 
ordenanzas fiscales específicamente reguladoras de la gestión, liquidación, 
inspección y recaudación de los tributos locales. 

Artículo 16. Contenido de las ordenanzas fiscales. 
1. Las ordenanzas fiscales a que se refiere el apartado 1 del artículo anterior 

contendrán, al menos: 
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a) La determinación del hecho imponible, sujeto pasivo, responsables, 
exenciones, reducciones y boni ficaciones, base imponible y liquidable, tipo 
de gravamen o cuota tributaria, período impositivo y devengo. 

b) Los regímenes de declaración y de ingreso. 

c) Las fechas de su aprobación y del comienzo de su aplicación. 

Asimismo, estas ordenanzas fiscales podrán contener, en su caso, las 
normas a que se refiere el apartado 3 del artículo 15. 

Los acuerdos de aprobación de estas ordenanzas fiscales deberán adoptarse 
simultáneamente a los de imposición de los respectivos tributos. 

Los acuerdos de modificación de dichas ordenanzas deberán contener la nueva 
redacción de las normas afectadas y las fechas de su aprobación y del comienzo 
de su aplicación. 

2. Las ordenanzas fiscales a que se refiere el apartado 2 del artículo anterior 
contendrán, además de los elementos necesarios para la determinación de las 
cuotas tributarias de los respectivos impuestos, las fechas de su aprobación y el 
comienzo de su aplicación. 

Asimismo, estas ordenanzas fiscales podrán contener, en su caso, las normas a 
que se refiere el apartado 3 del artículo 15. 

Los acuerdos de aprobación de ordenanzas fiscales deberán adoptarse 
simultáneamente a los de fijación de los elementos regulados en aquéllas. 

Los acuerdos de modificación de dichas ordenanzas se ajustarán a lo dispuesto 
en el último párrafo del apartado anterior. 

Artículo 17. Elaboración, publicación y publicidad de las ordenanzas 
fiscales. 

1. Los acuerdos provisionales adoptados por las corporaciones locales para el 
establecimiento, supresión y ordenación de tributos y para la fijación de los 
elementos necesarios en orden a la determinación de las respectivas cuotas 
tributarias, así como las aprobaciones y modificaciones de las correspondientes 
ordenanzas fiscales, se expondrán en el tablón de anuncios de la Entidad durante 
treinta días, como mínimo, dentro de los cuales los interesados podrán examinar el 
expediente y presentar las reclamaciones que estimen oportunas. 

2. Las entidades locales publicarán, en todo caso, los anuncios de exposición en 
el boletín oficial de la provincia, o, en su caso, en el de la comunidad autónoma 
uniprovincial. Las diputaciones provinciales, los órganos de gobierno de las 
entidades supramunicipales y los ayuntamientos de población superior a 10.000 
habitantes deberán publicarlos, además, en un diario de los de mayor difusión de 
la provincia, o de la comunidad autónoma uniprovincial. 
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3. Finalizado el período de exposición pública, las corporaciones locales 
adoptarán los acuerdos definitivos que procedan, resolviendo las reclamaciones 
que se hubieran presentado y aprobando la redacción definitiva de la ordenanza, 
su derogación o las modificaciones a que se refiera el acuerdo provisional. En el 
caso de que no se hubieran presentado reclamaciones, se entenderá 
definitivamente adoptado el acuerdo, hasta entonces provisional, sin necesidad de 
acuerdo plenario. 

4. En todo caso, los acuerdos definitivos a que se refiere el apartado anterior, 
incluyendo los provisionales elevados automáticamente a tal categoría, y el texto 
íntegro de las ordenanzas o de sus modificaciones, habrán de ser publicados en el 
boletín oficial de la provincia o, en su caso, de la comunidad autónoma 
uniprovincial, sin que entren en vigor hasta que se haya llevado a cabo dicha 
publicación. 

5. Las diputaciones provinciales, consejos, cabildos insulares y, en todo caso, 
las demás entidades locales cuando su población sea superior a 20.000 
habitantes, editarán el texto íntegro de las ordenanzas fiscales reguladoras de sus 
tributos dentro del primer cuatrimestre del ejercicio económico correspondiente. 

En todo caso, las entidades locales habrán de expedir copias de las ordenanzas 
fiscales publicadas a quienes las demanden. 

Artículo 18. Interesados a los efectos de reclamar contra acuerdos 
provisionales. 

A los efectos de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, tendrán la 
consideración de interesados: 

a) Los que tuvieran un interés directo o resulten afectados por tales 
acuerdos. 

b) Los colegios oficiales, cámaras oficiales, asociaciones y demás 
entidades legalmente constituidas para velar por los intereses 
profesionales, económicos o vecinales, cuando actúen en defensa de los 
que les son propios. 

Artículo 19. Recurso contencioso administrativo. 
1. Las ordenanzas fiscales de las entidades locales a que se refiere el artículo 

17.3 de esta ley regirán durante el plazo, determinado o indefinido, previsto en 
ellas, sin que quepa contra ellas otro recurso que el contencioso-administrativo que 
se podrá interponer, a partir de su publicación en el boletín oficial de la provincia, o, 
en su caso, de la comunidad autónoma uniprovincial, en la forma y plazos que 
establecen las normas reguladoras de dicha jurisdicción. 
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2. Si por resolución judicial firme resultaren anulados o modificados los acuerdos 
locales o el texto de las ordenanzas fiscales, la entidad local vendrá obligada a 
adecuar a los términos de la sentencia todas las actuaciones que lleve a cabo con 
posterioridad a la fecha en que aquélla le sea notificada. Salvo que expresamente 
lo prohibiera la sentencia, se mantendrán los actos firmes o consentidos dictados 
al amparo de la ordenanza que posteriormente resulte anulada o modificada. 

Sección 3.ª Tasas 
Subsección 1.ª Hecho imponible 

Artículo 20. Hecho imponible. 
1. Las entidades locales, en los términos previstos en esta ley, podrán establecer 

tasas por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público 
local, así como por la prestación de servicios públicos o la realización de 
actividades administrativas de competencia local que se refieran, afecten o 
beneficien de modo particular a los sujetos pasivos. 

En todo caso, tendrán la consideración de tasas las prestaciones patrimoniales 
que establezcan las entidades locales por: 

A) La utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio 
público local. 

B) La prestación de un servicio público o la realización de una actividad 
administrativa en régimen de derecho público de competencia local que se 
refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo, cuando se 
produzca cualquiera de las circunstancias siguientes: 

a) Que no sean de solicitud o recepción voluntaria para los 
administrados. A estos efectos no se considerará voluntaria la 
solicitud o la recepción por parte de los administrados: 

Cuando venga impuesta por disposiciones legales o 
reglamentarias. 

Cuando los bienes, servicios o actividades requeridos sean 
imprescindibles para la vida privada o social del solicitante. 

b) Que no se presten o realicen por el sector privado, esté o no 
establecida su reserva a favor del sector público conforme a la 
normativa vigente. 

2. Se entenderá que la actividad administrativa o servicio afecta o se refiere al 
sujeto pasivo cuando haya sido motivado directa o indirectamente por este en 
razón de que sus actuaciones u omisiones obliguen a las entidades locales a 
realizar de oficio actividades o a prestar servicios por razones de seguridad, 
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salubridad, de abastecimiento de la población o de orden urbanístico, o 
cualesquiera otras. 

3. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de utilización privativa o aprovechamiento 
especial del dominio público local, y en particular por los siguientes: 

a) Sacas de arena y de otros materiales de construcción en terrenos de 
dominio público local. 

b) Construcción en terrenos de uso público local de pozos de nieve o de 
cisternas o aljibes donde se recojan las aguas pluviales. 

c) Balnearios y otros disfrutes de aguas que no consistan en el uso 
común de las públicas. 

d) Vertido y desagüe de canalones y otras instalaciones análogas en 
terrenos de uso público local. 

e) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso público local. 

f) Apertura de zanjas, calicatas y calas en terrenos de uso público local, 
inclusive carreteras, caminos y demás vías públicas locales, para la 
instalación y reparación de cañerías, conducciones y otras instalaciones, 
así como cualquier remoción de pavimento o aceras en la vía pública. 

g) Ocupación de terrenos de uso público local con mercancías, 
materiales de construcción, escombros, vallas, puntales, asnillas, andamios 
y otras instalaciones análogas. 

h) Entradas de vehículos a través de las aceras y reservas de vía pública 
para aparcamiento exclusivo, parada de vehículos, carga y descarga de 
mercancías de cualquier clase. 

i) Instalación de rejas de pisos, lucernarios, respiraderos, puertas de 
entrada, bocas de carga o elementos análogos que ocupen el suelo o 
subsuelo de toda clase de vías públicas locales, para dar luces, ventilación, 
acceso de personas o entrada de artículos a sótanos o semisótanos. 

j) Ocupación del vuelo de toda clase de vías públicas locales con 
elementos constructivos cerrados, terrazas, miradores, balcones, 
marquesinas, toldos, paravientos y otras instalaciones semejantes, 
voladizas sobre la vía pública o que sobresalgan de la línea de fachada. 

k) Tendidos, tuberías y galerías para las conducciones de energía 
eléctrica, agua, gas o cualquier otro fluido incluidos los postes para líneas, 
cables, palomillas, cajas de amarre, de distribución o de registro, 
transformadores, rieles, básculas, aparatos para venta automática y otros 
análogos que se establezcan sobre vías públicas u otros terrenos de 
dominio público local o vuelen sobre ellos. 
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l) Ocupación de terrenos de uso público local con mesas, sillas, tribunas, 
tablados y otros elementos análogos, con finalidad lucrativa. 

m) Instalación de quioscos en la vía pública. 

n) Instalación de puestos, barracas, casetas de venta, espectáculos, 
atracciones o recreo, situados en terrenos de uso público local así como 
industrias callejeras y ambulantes y rodaje cinematográfico. 

ñ) Portadas, escaparates y vitrinas. 

o) Rodaje y arrastre de vehículos que no se encuentren gravados por el 
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

p) Tránsito de ganados sobre vías públicas o terrenos de dominio público 
local. 

q) Muros de contención o sostenimiento de tierras, edificaciones o 
cercas, ya sean definitivas o provisionales, en vías públicas locales. 

r) Depósitos y aparatos distribuidores de combustible y, en general, de 
cualquier artículo o mercancía, en terrenos de uso público local. 

s) Instalación de anuncios ocupando terrenos de dominio público local. 

t) Construcción en carreteras, caminos y demás vías públicas locales de 
atarjeas y pasos sobre cunetas y en terraplenes para vehículos de 
cualquier clase, así como para el paso del ganado. 

u) Estacionamiento de vehículos de tracción mecánica en las vías de los 
municipios dentro de las zonas que a tal efecto se determinen y con las 
limitaciones que pudieran establecerse. 

4. Conforme a lo previsto en el apartado 1 anterior, las entidades locales podrán 
establecer tasas por cualquier supuesto de prestación de servicios o de realización 
de actividades administrativas de competencia local, y en particular por los 
siguientes: 

a) Documentos que expidan o de que entiendan las Administraciones o 
autoridades locales, a instancia de parte. 

b) Autorización para utilizar en placas, patentes y otros distintivos 
análogos el escudo de la entidad local. 

c) Otorgamiento de licencias o autorizaciones administrativas de 
autotaxis y demás vehículos de alquiler. 

d) Guardería rural. 

e) Voz pública. 

f) Vigilancia especial de los establecimientos que lo soliciten. 
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g) Servicios de competencia local que especialmente sean motivados por 
la celebración de espectáculos públicos, grandes transportes, pasos de 
caravana y cualesquiera otras actividades que exijan la prestación de 
dichos servicios especiales. 

h) Otorgamiento de las licencias urbanísticas exigidas por la legislación 
del suelo y ordenación urbana o realización de las actividades 
administrativas de control en los supuestos en los que la exigencia de 
licencia fuera sustituida por la presentación de declaración responsable o 
comunicación previa. 

i) Otorgamiento de las licencias de apertura de establecimientos o 
realización de las actividades administrativas de control en los supuestos 
en los que la exigencia de licencia fuera sustituida por la presentación de 
declaración responsable o comunicación previa. 

j) Inspección de vehículos, calderas de vapor, motores, transformadores, 
ascensores, montacargas y otros aparatos e instalaciones análogas de 
establecimientos industriales y comerciales. 

k) Servicios de prevención y extinción de incendios, de prevención de 
ruinas, construcciones y derribos, salvamentos y, en general, de protección 
de personas y bienes, comprendiéndose también el mantenimiento del 
servicio y la cesión del uso de maquinaria y equipo adscritos a estos 
servicios, tales como escalas, cubas, motobombas, barcas, etcétera. 

l) Servicios de inspección sanitaria así como los de análisis químicos, 
bacteriológicos y cualesquiera otros de naturaleza análoga y, en general, 
servicios de laboratorios o de cualquier otro establecimiento de sanidad e 
higiene de las entidades locales. 

m) Servicios de sanidad preventiva, desinfectación, desinsectación, 
desratización y destrucción de cualquier clase de materias y productos 
contaminantes o propagadores de gérmenes nocivos para la salud pública 
prestados a domicilio o por encargo. 

n) Asistencias y estancias en hospitales, clínicas o sanatorios médicos 
quirúrgicos, psiquiátricos y especiales, dispensarios, centros de 
recuperación y rehabilitación, ambulancias sanitarias y otros servicios 
análogos, y demás establecimientos benéfico-asistenciales de las 
entidades locales, incluso cuando los gastos deban sufragarse por otras 
entidades de cualquier naturaleza. 

ñ) Asistencias y estancias en hogares y residencias de ancianos, 
guarderías infantiles, albergues y otros establecimientos de naturaleza 
análoga. 
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o) Casas de baños, duchas, piscinas, instalaciones deportivas y otros 
servicios análogos. 

p) Cementerios locales, conducción de cadáveres y otros servicios 
fúnebres de carácter local. 

q) Colocación de tuberías, hilos conductores y cables en postes o en 
galerías de servicio de la titularidad de entidades locales. 

r) Servicios de alcantarillado, así como de tratamiento y depuración de 
aguas residuales, incluida la vigilancia especial de alcantarillas particulares. 

s) Recogida de residuos sólidos urbanos, tratamiento y eliminación de 
estos, monda de pozos negros y limpieza en calles particulares. 

t) Distribución de agua, gas, electricidad y otros abastecimientos públicos 
incluidos los derechos de enganche de líneas y colocación y utilización de 
contadores e instalaciones análogas, cuando tales servicios o suministros 
sean prestados por entidades locales. 

u) Servicio de matadero, lonjas y mercados, así como el acarreo de 
carnes si hubiera de utilizarse de un modo obligatorio ; y servicios de 
inspección en materia de abastos, incluida la utilización de medios de pesar 
y medir. 

v) Enseñanzas especiales en establecimientos docentes de las entidades 
locales. 

w) Visitas a museos, exposiciones, bibliotecas, monumentos históricos o 
artísticos, parques zoológicos u otros centros o lugares análogos. 

x) Utilización de columnas, carteles y otras instalaciones locales 
análogas para la exhibición de anuncios. 

y) Enarenado de vías públicas a solicitud de los particulares. 

z) Realización de actividades singulares de regulación y control del 
tráfico urbano, tendentes a facilitar la circulación de vehículos y distintas a 
las habituales de señalización y ordenación del tráfico por la Policía 
Municipal. 

5. Los Ayuntamientos podrán establecer una tasa para la celebración de los 
matrimonios en forma civil. 

6. Las contraprestaciones económicas establecidas coactivamente que se 
perciban por la prestación de los servicios públicos a que se refiere el apartado 4 
de este artículo, realizada de forma directa mediante personificación privada o 
mediante gestión indirecta, tendrán la condición de prestaciones patrimoniales de 
carácter público no tributario conforme a lo previsto en el artículo 31.3 de la 
Constitución. 
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En concreto, tendrán tal consideración aquellas exigidas por la explotación de 
obras o la prestación de servicios, en régimen de concesión, sociedades de 
economía mixta, entidades públicas empresariales, sociedades de capital 
íntegramente público y demás fórmulas de Derecho privado. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 103 de la Ley de Contratos del 
Sector Público, las contraprestaciones económicas a que se refiere este apartado 
se regularán mediante ordenanza. Durante el procedimiento de aprobación de 
dicha ordenanza las entidades locales solicitarán informe preceptivo de aquellas 
Administraciones Públicas a las que el ordenamiento jurídico les atribuyera alguna 
facultad de intervención sobre las mismas. 

Artículo 21. Supuestos de no sujeción y de exención. 
1. Las entidades locales no podrán exigir tasas por los servicios siguientes: 

a) Abastecimiento de aguas en fuentes públicas. 

b) Alumbrado de vías públicas. 

c) Vigilancia pública en general. 

d) Protección civil. 

e) Limpieza de la vía pública. 

f) Enseñanza en los niveles de educación obligatoria. 

2. El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales no estarán 
obligados al pago de las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público por los aprovechamientos inherentes a los servicios públicos 
de comunicaciones que exploten directamente y por todos los que inmediatamente 
interesen a la seguridad ciudadana o a la defensa nacional. 

Artículo 22. Compatibilidad con las contribuciones especiales. 
Las tasas por la prestación de servicios no excluyen la exacción de 

contribuciones especiales por el establecimiento o ampliación de aquéllos. 

Subsección 2.ª Sujetos pasivos 

Artículo 23. Sujetos pasivos. 
1. Son sujetos pasivos de las tasas, en concepto de contribuyentes, las 

personas físicas y jurídicas así como las entidades a que se refiere el artículo 35.4 
de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria: 
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a) Que disfruten, utilicen o aprovechen especialmente el dominio público 
local en beneficio particular, conforme a alguno de los supuestos previstos 
en el artículo 20.3 de esta ley. 

b) Que soliciten o resulten beneficiadas o afectadas por los servicios o 
actividades locales que presten o realicen las entidades locales, conforme a 
alguno de los supuestos previstos en el artículo 20.4 de esta ley. 

2. Tendrán la condición de sustitutos del contribuyente: 

a) En las tasas establecidas por razón de servicios o actividades que 
beneficien o afecten a los ocupantes de viviendas o locales, los propietarios 
de dichos inmuebles, quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas 
sobre los respectivos beneficiarios. 

b) En las tasas establecidas por el otorgamiento de las licencias 
urbanísticas previstas en la normativa sobre suelo y ordenación urbana, los 
constructores y contratistas de obras. 

c) En las tasas establecidas por la prestación de servicios de prevención 
y extinción de incendios, de prevención de ruinas, construcciones y 
derribos, salvamentos y, en general, de protección de personas y bienes, 
comprendiéndose también el mantenimiento del servicio, las entidades o 
sociedades aseguradoras del riesgo. 

d) En las tasas establecidas por la utilización privativa o el 
aprovechamiento especial por entradas de vehículos o carruajes a través 
de las aceras y por su construcción, mantenimiento, modificación o 
supresión, los propietarios de las fincas y locales a que den acceso dichas 
entradas de vehículos, quienes podrán repercutir, en su caso, las cuotas 
sobre los respectivos beneficiarios. 

Subsección 3.ª Cuantía y devengo 

Artículo 24. Cuota tributaria. 
1. El importe de las tasas previstas por la utilización privativa o el 

aprovechamiento especial del dominio público local se fijará de acuerdo con las 
siguientes reglas: 

a) Con carácter general, tomando como referencia el valor que tendría en 
el mercado la utilidad derivada de dicha utilización o aprovechamiento, si 
los bienes afectados no fuesen de dominio público. A tal fin, las ordenanzas 
fiscales podrán señalar en cada caso, atendiendo a la naturaleza específica 
de la utilización privativa o del aprovechamiento especial de que se trate, 
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los criterios y parámetros que permitan definir el valor de mercado de la 
utilidad derivada. 

b) Cuando se utilicen procedimientos de licitación pública, el importe de 
la tasa vendrá determinado por el valor económico de la proposición sobre 
la que recaiga la concesión, autorización o adjudicación. 

c) Cuando se trate de tasas por utilización privativa o aprovechamientos 
especiales constituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas 
municipales, a favor de empresas explotadoras de servicios de suministros 
que resulten de interés general o afecten a la generalidad o a una parte 
importante del vecindario, el importe de aquéllas consistirá, en todo caso y 
sin excepción alguna, en el 1,5 por ciento de los ingresos brutos 
procedentes de la facturación que obtengan anualmente en cada término 
municipal las referidas empresas. 

A estos efectos, se incluirán entre las empresas explotadoras de dichos servicios 
las empresas distribuidoras y comercializadoras de estos. 

No se incluirán en este régimen especial de cuantificación de la tasa los 
servicios de telefonía móvil. 

Este régimen especial de cuantificación se aplicará a las empresas a que se 
refiere este párrafo c), tanto si son titulares de las correspondientes redes a través 
de las cuales se efectúan los suministros como si, no siendo titulares de dichas 
redes, lo son de derechos de uso, acceso o interconexión a estas. 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se entenderá por ingresos brutos 
procedentes de la facturación aquellos que, siendo imputables a cada entidad, 
hayan sido obtenidos por esta como contraprestación por los servicios prestados 
en cada término municipal. 

No se incluirán entre los ingresos brutos, a estos efectos, los impuestos 
indirectos que graven los servicios prestados ni las partidas o cantidades cobradas 
por cuenta de terceros que no constituyan un ingreso propio de la entidad a la que 
se aplique este régimen especial de cuantificación de la tasa. Asimismo, no se 
incluirán entre los ingresos brutos procedentes de la facturación las cantidades 
percibidas por aquellos servicios de suministro que vayan a ser utilizados en 
aquellas instalaciones que se hallen inscritas en la sección 1.ª ó 2.ª del Registro 
administrativo de instalaciones de producción de energía eléctrica del Ministerio de 
Economía, como materia prima necesaria para la generación de energía 
susceptible de tributación por este régimen especial. 

Las empresas que empleen redes ajenas para efectuar los suministros 
deducirán de sus ingresos brutos de facturación las cantidades satisfechas a otras 
empresas en concepto de acceso o interconexión a sus redes. Las empresas 
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titulares de tales redes deberán computar las cantidades percibidas por tal 
concepto entre sus ingresos brutos de facturación. 

El importe derivado de la aplicación de este régimen especial no podrá ser 
repercutido a los usuarios de los servicios de suministro a que se refiere este 
párrafo c). 

Las tasas reguladas en este párrafo c) son compatibles con otras tasas que 
puedan establecerse por la prestación de servicios o la realización de actividades 
de competencia local, de las que las empresas a que se refiere este párrafo c) 
deban ser sujetos pasivos conforme a lo establecido en el artículo 23.1.b) de esta 
ley, quedando excluida, por el pago de esta tasa, la exacción de otras tasas 
derivadas de la utilización privativa o el aprovechamiento especial constituido en el 
suelo, subsuelo o vuelo de las vías públicas municipales. 

2. En general, y con arreglo a lo previsto en el párrafo siguiente, el importe de 
las tasas por la prestación de un servicio o por la realización de una actividad no 
podrá exceder, en su conjunto, del coste real o previsible del servicio o actividad de 
que se trate o, en su defecto, del valor de la prestación recibida. 

Para la determinación de dicho importe se tomarán en consideración los costes 
directos e indirectos, inclusive los de carácter financiero, amortización del 
inmovilizado y, en su caso, los necesarios para garantizar el mantenimiento y un 
desarrollo razonable del servicio o actividad por cuya prestación o realización se 
exige la tasa, todo ello con independencia del presupuesto u organismo que lo 
satisfaga. El mantenimiento y desarrollo razonable del servicio o actividad de que 
se trate se calculará con arreglo al presupuesto y proyecto aprobados por el 
órgano competente. 

3. La cuota tributaria consistirá, según disponga la correspondiente ordenanza 
fiscal, en: 

a) La cantidad resultante de aplicar una tarifa, 

b) Una cantidad fija señalada al efecto, o 

c) La cantidad resultante de la aplicación conjunta de ambos 
procedimientos. 

4. Para la determinación de la cuantía de las tasas podrán tenerse en cuenta 
criterios genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados a 
satisfacerlas. 

5. Cuando la utilización privativa o el aprovechamiento especial lleve aparejada 
la destrucción o deterioro del dominio público local, el beneficiario, sin perjuicio del 
pago de la tasa a que hubiera lugar, estará obligado al reintegro del coste total de 
los respectivos gastos de reconstrucción o reparación y al depósito previo de su 
importe. 
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Si los daños fueran irreparables, la entidad será indemnizada en cuantía igual al 
valor de los bienes destruidos o el importe del deterioro de los dañados. 

Las entidades locales no podrán condonar total ni parcialmente las 
indemnizaciones y reintegros a que se refiere el presente apartado. 

6. Las entidades locales podrán establecer mediante ordenanza una bonificación 
de hasta un 95 por ciento de la cuota íntegra de las tasas o en su caso, de las 
prestaciones patrimoniales de carácter público no tributario, que se exijan por la 
prestación del servicio de recogida de residuos sólidos urbanos para aquellas 
empresas de distribución alimentaria y de restauración que tengan establecidos, 
con carácter prioritario, en colaboración con entidades de economía social 
carentes de ánimo de lucro, sistemas de gestión que reduzcan de forma 
significativa y verificable los residuos alimentarios, siempre que el funcionamiento 
de dichos sistemas haya sido previamente verificado por la entidad local. 

Las ordenanzas especificarán los aspectos sustantivos y formales de la 
bonificación regulada en este apartado. 

Artículo 25. Acuerdos de establecimiento de tasas: informe técnico-
económico. 

Los acuerdos de establecimiento de tasas por la utilización privativa o el 
aprovechamiento especial del dominio público, o para financiar total o parcialmente 
los nuevos servicios, deberán adoptarse a la vista de informes técnico-económicos 
en los que se ponga de manifiesto el valor de mercado o la previsible cobertura del 
coste de aquellos, respectivamente. Dicho informe se incorporará al expediente 
para la adopción del correspondiente acuerdo. 

Artículo 26. Devengo. 
1. Las tasas podrán devengarse, según la naturaleza de su hecho imponible y 

conforme determine la respectiva ordenanza fiscal: 

a) Cuando se inicie el uso privativo o el aprovechamiento especial, o 
cuando se inicie la prestación del servicio o la realización de la actividad, 
aunque en ambos casos podrá exigirse el depósito previo de su importe 
total o parcial. 

b) Cuando se presente la solicitud que inicie la actuación o el expediente, 
que no se realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago 
correspondiente. 

2. Cuando la naturaleza material de la tasa exija el devengo periódico de ésta, y 
así se determine en la correspondiente ordenanza fiscal, el devengo tendrá lugar el 
1 de enero de cada año y el período impositivo comprenderá el año natural, salvo 
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en los supuestos de inicio o cese en la utilización privativa, el aprovechamiento 
especial o el uso del servicio o actividad, en cuyo caso el período impositivo se 
ajustará a esa circunstancia con el consiguiente prorrateo de la cuota, en los 
términos que se establezcan en la correspondiente ordenanza fiscal. 

3. Cuando por causas no imputables al sujeto pasivo, el servicio público, la 
actividad administrativa o el derecho a la utilización o aprovechamiento del dominio 
público no se preste o desarrolle, procederá la devolución del importe 
correspondiente. 

Artículo 27. Gestión. 
1. Las entidades locales podrán exigir las tasas en régimen de autoliquidación. 

2. Las entidades locales podrán establecer convenios de colaboración con 
entidades, instituciones y organizaciones representativas de los sujetos pasivos de 
las tasas, con el fin de simplificar el cumplimiento de las obligaciones formales y 
materiales derivadas de aquéllas, o los procedimientos de liquidación o 
recaudación. 

Sección 4.ª Contribuciones especiales 
Subsección 1.ª Hecho imponible 

Artículo 28. Hecho imponible. 
Constituye el hecho imponible de las contribuciones especiales la obtención por 

el sujeto pasivo de un beneficio o de un aumento de valor de sus bienes como 
consecuencia de la realización de obras públicas o del establecimiento o 
ampliación de servicios públicos, de carácter local, por las entidades respectivas. 

Artículo 29. Obras y servicios públicos locales. 
1. Tendrán la consideración de obras y servicios locales: 

a) Los que realicen las entidades locales dentro del ámbito de sus 
competencias para cumplir los fines que les estén atribuidos, excepción 
hecha de los que aquéllas ejecuten a título de dueños de sus bienes 
patrimoniales. 

b) Los que realicen dichas entidades por haberles sido atribuidos o 
delegados por otras entidades públicas y aquellos cuya titularidad hayan 
asumido de acuerdo con la ley. 

c) Los que realicen otras entidades públicas, o los concesionarios de 
estos, con aportaciones económicas de la entidad local. 
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2. No perderán la consideración de obras o servicios locales los comprendidos 
en el párrafo a) del apartado anterior, aunque sean realizados por organismos 
autónomos o sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente 
a una entidad local, por concesionarios con aportaciones de dicha entidad o por 
asociaciones de contribuyentes. 

3. Las cantidades recaudadas por contribuciones especiales sólo podrán 
destinarse a sufragar los gastos de la obra o del servicio por cuya razón se 
hubiesen exigido. 

Subsección 2.ª Sujeto pasivo 

Artículo 30. Sujeto pasivo. 
1. Son sujetos pasivos de las contribuciones especiales las personas físicas y 

jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, especialmente beneficiadas por la realización de 
las obras o por el establecimiento o ampliación de los servicios locales que 
originen la obligación de contribuir. 

2. Se considerarán personas especialmente beneficiadas: 

a) En las contribuciones especiales por realización de obras o 
establecimiento o ampliación de servicios que afecten a bienes inmuebles, 
sus propietarios. 

b) En las contribuciones especiales por realización de obras o 
establecimiento o ampliación de servicios a consecuencia de explotaciones 
empresariales, las personas o entidades titulares de éstas. 

c) En las contribuciones especiales por el establecimiento o ampliación 
de los servicios de extinción de incendios, además de los propietarios de 
los bienes afectados, las compañías de seguros que desarrollen su 
actividad en el ramo, en el término municipal correspondiente. 

d) En las contribuciones especiales por construcción de galerías 
subterráneas, las empresas suministradoras que deban utilizarlas. 

Subsección 3.ª Base imponible 

Artículo 31. Base imponible. 
1. La base imponible de las contribuciones especiales está constituida, como 

máximo, por el 90 por ciento del coste que la entidad local soporte por la 
realización de las obras o por el establecimiento o ampliación de los servicios. 
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2. El referido coste estará integrado por los siguientes conceptos: 

a) El coste real de los trabajos periciales, de redacción de proyectos y de 
dirección de obras, planes y programas técnicos. 

b) El importe de las obras a realizar o de los trabajos de establecimiento 
o ampliación de los servicios. 

c) El valor de los terrenos que hubieren de ocupar permanentemente las 
obras o servicios, salvo que se trate de bienes de uso público, de terrenos 
cedidos gratuita y obligatoriamente a la entidad local, o el de inmuebles 
cedidos en los términos establecidos en el artículo 145 de la Ley 33/2003, 
de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. 

d) Las indemnizaciones procedentes por el derribo de construcciones, 
destrucción de plantaciones, obras o instalaciones, así como las que 
procedan a los arrendatarios de los bienes que hayan de ser derruidos u 
ocupados. 

e) El interés del capital invertido en las obras o servicios cuando las 
entidades locales hubieran de apelar al crédito para financiar la porción no 
cubierta por contribuciones especiales o la cubierta por éstas en caso de 
fraccionamiento general de aquéllas. 

3. El coste total presupuestado de las obras o servicios tendrá carácter de mera 
previsión. Si el coste real fuese mayor o menor que el previsto, se tomará aquél a 
efectos del cálculo de las cuotas correspondientes. 

4. Cuando se trate de obras o servicios a que se refiere el artículo 29.1.c), o de 
las realizadas por concesionarios con aportaciones de la entidad local a que se 
refiere el apartado 2 del mismo artículo, la base imponible de las contribuciones 
especiales se determinará en función del importe de estas aportaciones, sin 
perjuicio de las que puedan imponer otras Administraciones públicas por razón de 
la misma obra o servicio. En todo caso, se respetará el límite del 90 por ciento a 
que se refiere el apartado 1 de este artículo. 

5. A los efectos de determinar la base imponible, se entenderá por coste 
soportado por la entidad la cuantía resultante de restar a la cifra del coste total el 
importe de las subvenciones o auxilios que la entidad local obtenga del Estado o 
de cualquier otra persona, o entidad pública o privada. 

6. Si la subvención o el auxilio citados se otorgasen por un sujeto pasivo de la 
contribución especial, su importe se destinará primeramente a compensar la cuota 
de la respectiva persona o entidad. Si el valor de la subvención o auxilio excediera 
de dicha cuota, el exceso reducirá, a prorrata, las cuotas de los demás sujetos 
pasivos. 
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Subsección 4.ª Cuota y devengo 

Artículo 32. Cuota tributaria. 
1. La base imponible de las contribuciones especiales se repartirá entre los 

sujetos pasivos, teniendo en cuenta la clase y naturaleza de las obras y servicios, 
con sujeción a las siguientes reglas: 

a) Con carácter general se aplicarán conjunta o separadamente, como 
módulos de reparto, los metros lineales de fachada de los inmuebles, su 
superficie, su volumen edificable y el valor catastral a efectos del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles. 

b) Si se trata del establecimiento y mejora del servicio de extinción de 
incendios, podrán ser distribuidas entre las entidades o sociedades que 
cubran el riesgo por bienes sitos en el municipio de la imposición, 
proporcionalmente al importe de las primas recaudadas en el año 
inmediatamente anterior. Si la cuota exigible a cada sujeto pasivo fuera 
superior al cinco por ciento del importe de las primas recaudadas por este, 
el exceso se trasladará a los ejercicios sucesivos hasta su total 
amortización. 

c) En el caso de las obras a que se refiere el apartado 2.d) del artículo 30 
de esta ley, el importe total de la contribución especial será distribuido entre 
las compañías o empresas que hayan de utilizarlas en razón al espacio 
reservado a cada una o en proporción a la total sección de aquellas, aun 
cuando no las usen inmediatamente. 

2. En el supuesto de que las leyes o tratados internacionales concedan 
beneficios fiscales, las cuotas que puedan corresponder a los beneficiarios no 
serán distribuidas entre los demás contribuyentes. 

3. Una vez determinada la cuota a satisfacer, la corporación podrá conceder, a 
solicitud del sujeto pasivo, el fraccionamiento o aplazamiento de aquélla por un 
plazo máximo de cinco años. 

Artículo 33. Devengo. 
1. Las contribuciones especiales se devengan en el momento en que las obras 

se hayan ejecutado o el servicio haya comenzado a prestarse. Si las obras fueran 
fraccionables, el devengo se producirá para cada uno de los sujetos pasivos desde 
que se hayan ejecutado las correspondientes a cada tramo o fracción de la obra. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, una vez aprobado el 
acuerdo concreto de imposición y ordenación, la entidad local podrá exigir por 
anticipado el pago de las contribuciones especiales en función del importe del 
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coste previsto para el año siguiente. No podrá exigirse el anticipo de una nueva 
anualidad sin que hayan sido ejecutadas las obras para las cuales se exigió el 
correspondiente anticipo. 

3. El momento del devengo de las contribuciones especiales se tendrá en cuenta 
a los efectos de determinar la persona obligada al pago de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 30, aun cuando en el acuerdo concreto de ordenación 
figure como sujeto pasivo quien lo sea con referencia a la fecha de su aprobación y 
de que este hubiera anticipado el pago de cuotas, de conformidad con lo dispuesto 
en el apartado 2 del presente artículo. Cuando la persona que figure como sujeto 
pasivo en el acuerdo concreto de ordenación y haya sido notificada de ello, 
transmita los derechos sobre los bienes o explotaciones que motivan la imposición 
en el período comprendido entre la aprobación de dicho acuerdo y el del 
nacimiento del devengo, estará obligada a dar cuenta a la Administración de la 
transmisión efectuada, dentro del plazo de un mes desde la fecha de ésta, y, si no 
lo hiciera, dicha Administración podrá dirigir la acción para el cobro, contra quien 
figuraba como sujeto pasivo en dicho expediente. 

4. Una vez finalizada la realización total o parcial de las obras, o iniciada la 
prestación del servicio, se procederá a señalar los sujetos pasivos, la base y las 
cuotas individualizadas definitivas, girando las liquidaciones que procedan y 
compensando como entrega a cuenta los pagos anticipados que se hubieran 
efectuado. 

Tal señalamiento definitivo se realizará por los órganos competentes de la 
entidad impositora ajustándose a las normas del acuerdo concreto de ordenación 
del tributo para la obra o servicio de que se trate. 

5. Si los pagos anticipados hubieran sido efectuados por personas que no tienen 
la condición de sujetos pasivos en la fecha del devengo del tributo o bien 
excedieran de la cuota individual definitiva que les corresponda, el ayuntamiento 
practicará de oficio la pertinente devolución. 

Subsección 5.ª Imposición y ordenación 

Artículo 34. Acuerdos de imposición y de ordenación. 
1. La exacción de las contribuciones especiales precisará la previa adopción del 

acuerdo de imposición en cada caso concreto. 

2. El acuerdo relativo a la realización de una obra o al establecimiento o 
ampliación de un servicio que deba costearse mediante contribuciones especiales 
no podrá ejecutarse hasta que se haya aprobado la ordenación concreta de éstas. 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 137 233



CO.B
AS

3. El acuerdo de ordenación será de inexcusable adopción y contendrá la 
determinación del coste previsto de las obras y servicios, de la cantidad a repartir 
entre los beneficiarios y de los criterios de reparto. En su caso, el acuerdo de 
ordenación concreto podrá remitirse a la ordenanza general de contribuciones 
especiales, si la hubiera. 

4. Una vez adoptado el acuerdo concreto de ordenación de contribuciones 
especiales, y determinadas las cuotas a satisfacer, estas serán notificadas 
individualmente a cada sujeto pasivo si éste o su domicilio fuesen conocidos, y, en 
su defecto, por edictos. Los interesados podrán formular recurso de reposición 
ante el ayuntamiento, que podrá versar sobre la procedencia de las contribuciones 
especiales, el porcentaje del coste que deban satisfacer las personas 
especialmente beneficiadas o las cuotas asignadas. 

Artículo 35. Gestión y recaudación. 
1. Cuando las obras y servicios de la competencia local sean realizadas o 

prestados por una entidad local con la colaboración económica de otra, y siempre 
que se impongan contribuciones especiales con arreglo a lo dispuesto en la ley, su 
gestión y recaudación se hará por la entidad que tome a su cargo la realización de 
las obras o el establecimiento o ampliación de los servicios, sin perjuicio de que 
cada entidad conserve su competencia respectiva en orden a los acuerdos de 
imposición y de ordenación. 

2. En el supuesto de que el acuerdo concreto de ordenación no fuera aprobado 
por una de dichas entidades, quedará sin efecto la unidad de actuación, adoptando 
separadamente cada una de ellas las decisiones que procedan. 

Subsección 6.ª Colaboración ciudadana 

Artículo 36. Colaboración ciudadana. 
1. Los propietarios o titulares afectados por las obras podrán constituirse en 

asociación administrativa de contribuyentes y promover la realización de obras o el 
establecimiento o ampliación de servicios por la entidad local, comprometiéndose a 
sufragar la parte que corresponda aportar a ésta cuando su situación financiera no 
lo permitiera, además de la que les corresponda según la naturaleza de la obra o 
servicio. 

2. Asimismo, los propietarios o titulares afectados por la realización de las obras 
o el establecimiento o ampliación de servicios promovidos por la entidad local 
podrán constituirse en asociaciones administrativas de contribuyentes en el 
período de exposición al público del acuerdo de ordenación de las contribuciones 
especiales. 
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Artículo 37. Asociación administrativa de contribuyentes. 
Para la constitución de las asociaciones administrativas de contribuyentes a que 

se refiere el artículo anterior, el acuerdo deberá ser tomado por la mayoría absoluta 
de los afectados, siempre que representen, al menos, los dos tercios de las cuotas 
que deban satisfacerse. 

Sección 5.ª Impuestos y recargos 

Artículo 38. Impuestos y recargos. 
1. Las entidades locales exigirán los impuestos previstos en esta ley sin 

necesidad de acuerdo de imposición, salvo los casos en los que dicho acuerdo se 
requiera por esta. 

2. Fuera de los supuestos expresamente previstos en esta ley las entidades 
locales podrán establecer recargos sobre los impuestos propios de la respectiva 
comunidad autónoma y de otras entidades locales en los casos expresamente 
previstos en las leyes de la comunidad autónoma. 

CAPÍTULO VI 
Precios públicos 

Sección 1.ª Concepto 
Artículo 41. Concepto. 

La entidades locales podrán establecer precios públicos por la prestación de 
servicios o la realización de actividades de la competencia de la entidad local, 
siempre que no concurra ninguna de las circunstancias especificadas en el artículo 
20.1.B) de esta ley. 

Artículo 42. Servicios y actividades excluidas. 
No podrán exigirse precios públicos por los servicios y actividades enumerados 

en el artículo 21 de esta ley. 

Sección 2.ª Obligados al pago 
Artículo 43. Obligados al pago. 

Estarán obligados al pago de los precios públicos quienes se beneficien de los 
servicios o actividades por los que deban satisfacerse aquéllos. 
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Sección 3.ª Cuantía y obligación de pago 

Artículo 44. Cuantía. 
1. El importe de los precios públicos deberá cubrir como mínimo el coste del 

servicio prestado o de la actividad realizada. 

2. Cuando existan razones sociales, benéficas, culturales o de interés público 
que así lo aconsejen, la entidad podrá fijar precios públicos por debajo del límite 
previsto en el apartado anterior. En estos casos deberán consignarse en los 
presupuestos de la entidad las dotaciones oportunas para la cobertura de la 
diferencia resultante si la hubiera. 

Artículo 45. Gestión. 
Las entidades locales podrán exigir los precios públicos en régimen de 

autoliquidación. 

Sección 4.ª Cobro 
Artículo 46. Cobro. 

1. La obligación de pagar el precio público nace desde que se inicie la prestación 
del servicio o la realización de la actividad, si bien las entidades podrán exigir el 
depósito previo de su importe total o parcial. 

2. Cuando por causas no imputables al obligado al pago del precio, el servicio o 
la actividad no se preste o desarrolle, procederá la devolución del importe 
correspondiente. 

3. Las deudas por precios públicos podrán exigirse por el procedimiento 
administrativo de apremio. 

Sección 5.ª Fijación 
Artículo 47. Fijación. 

1. El establecimiento o modificación de los precios públicos corresponderá al 
Pleno de la corporación, sin perjuicio de sus facultades de delegación en la 
Comisión de Gobierno, conforme al artículo 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

2. Las entidades locales podrán atribuir a sus organismos autónomos la fijación 
de los precios públicos, por ella establecidos, correspondientes a los servicios a 
cargo de dichos organismos, salvo cuando los precios no cubran su coste. Tal 
atribución podrá hacerse, asimismo y en iguales términos, respecto de los 
consorcios, a menos que otra cosa se diga en sus estatutos. 
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En ambos supuestos, los organismos autónomos y los consorcios enviarán al 
ente local de que dependan copia de la propuesta y del estado económico del que 
se desprenda que los precios públicos cubren el coste del servicio. 

TÍTULO II 
Recursos de los municipios 

CAPÍTULO I 
Enumeración 

Artículo 56. Recursos de los municipios. 
La hacienda de los municipios estará constituida por los recursos enumerados 

en el artículo 2 de esta ley en los términos y con las especialidades que se recogen 
en este título. 

CAPÍTULO II 
Tributos propios 
Sección 1.ª Tasas 

Artículo 57. Tasas. 
Los ayuntamientos podrán establecer y exigir tasas por la prestación de 

servicios o la realización de actividades de su competencia y por la utilización 
privativa o el aprovechamiento especial de los bienes del dominio público 
municipal, según las normas contenidas en la sección 3.ª del capítulo III del título I 
de esta ley. 

Sección 2.ª Contribuciones especiales 

Artículo 58. Contribuciones especiales. 
Los ayuntamientos podrán establecer y exigir contribuciones especiales por la 

realización de obras o por el establecimiento o ampliación de servicios 
municipales, según las normas contenidas en la sección 4.ª del capítulo III del título 
I de esta ley. 

Sección 3.ª Impuestos 
Subsección 1.ª Disposición general 
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Artículo 59. Enumeración de impuestos. 
1. Los ayuntamientos exigirán, de acuerdo con esta ley y las disposiciones que 

la desarrollan, los siguientes impuestos: 

a) Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

b) Impuesto sobre Actividades Económicas. 

c) Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. 

2. Asimismo, los ayuntamientos podrán establecer y exigir el Impuesto sobre 
Construcciones, Instalaciones y Obras y el Impuesto sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana, de acuerdo con esta ley, las disposiciones 
que la desarrollen y las respectivas ordenanzas fiscales. 

Subsección 2.ª Impuesto sobre Bienes Inmuebles 

Artículo 60. Naturaleza. 
El Impuesto sobre Bienes Inmuebles es un tributo directo de carácter real que 

grava el valor de los bienes inmuebles en los términos establecidos en esta ley. 

Artículo 61. Hecho imponible y supuestos de no sujeción. 
1. Constituye el hecho imponible del impuesto la titularidad de los siguientes 

derechos sobre los bienes inmuebles rústicos y urbanos y sobre los inmuebles de 
características especiales: 

a) De una concesión administrativa sobre los propios inmuebles o sobre 
los servicios públicos a que se hallen afectos. 

b) De un derecho real de superficie. 

c) De un derecho real de usufructo. 

d) Del derecho de propiedad. 

2. La realización del hecho imponible que corresponda de entre los definidos en 
el apartado anterior por el orden en él establecido determinará la no sujeción del 
inmueble urbano o rústico a las restantes modalidades en el mismo previstas. En 
los inmuebles de características especiales se aplicará esta misma prelación, salvo 
cuando los derechos de concesión que puedan recaer sobre el inmueble no agoten 
su extensión superficial, supuesto en el que también se realizará el hecho 
imponible por el derecho de propiedad sobre la parte del inmueble no afectada por 
una concesión. 

3. A los efectos de este impuesto, tendrán la consideración de bienes inmuebles 
rústicos, de bienes inmuebles urbanos y de bienes inmuebles de características 
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especiales los definidos como tales en las normas reguladoras del Catastro 
Inmobiliario. 

4. En caso de que un mismo inmueble se encuentre localizado en distintos 
términos municipales se entenderá, a efectos de este impuesto, que pertenece a 
cada uno de ellos por la superficie que ocupe en el respectivo término municipal. 

5. No están sujetos a este impuesto: 

a) Las carreteras, los caminos, las demás vías terrestres y los bienes del 
dominio público marítimo-terrestre e hidráulico, siempre que sean de 
aprovechamiento público y gratuito para los usuarios. 

b) Los siguientes bienes inmuebles propiedad de los municipios en que 
estén enclavados: 

Los de dominio público afectos a uso público. 

Los de dominio público afectos a un servicio público gestionado 
directamente por el ayuntamiento, excepto cuando se trate de 
inmuebles cedidos a terceros mediante contraprestación. 

Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros 
mediante contraprestación. 

Artículo 62. Exenciones. 
1. Estarán exentos los siguientes inmuebles: 

a) Los que sean propiedad del Estado, de las comunidades autónomas o 
de las entidades locales que estén directamente afectos a la seguridad 
ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, así como los del 
Estado afectos a la defensa nacional. 

b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común. 

c) Los de la Iglesia Católica, en los términos previstos en el Acuerdo 
entre el Estado Español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, de 3 
de enero de 1979, y los de las asociaciones confesionales no católicas 
legalmente reconocidas, en los términos establecidos en los respectivos 
acuerdos de cooperación suscritos en virtud de lo dispuesto en el artículo 
16 de la Constitución. 

d) Los de la Cruz Roja Española. 

e) Los inmuebles a los que sea de aplicación la exención en virtud de 
convenios internacionales en vigor y, a condición de reciprocidad, los de los 
Gobiernos extranjeros destinados a su representación diplomática, 
consular, o a sus organismos oficiales. 
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f) La superficie de los montes poblados con especies de crecimiento 
lento reglamentariamente determinadas, cuyo principal aprovechamiento 
sea la madera o el corcho, siempre que la densidad del arbolado sea la 
propia o normal de la especie de que se trate. 

g) Los terrenos ocupados por las líneas de ferrocarriles y los edificios 
enclavados en los mismos terrenos, que estén dedicados a estaciones, 
almacenes o a cualquier otro servicio indispensable para la explotación de 
dichas líneas. No están exentos, por consiguiente, los establecimientos de 
hostelería, espectáculos, comerciales y de esparcimiento, las casas 
destinadas a viviendas de los empleados, las oficinas de la dirección ni las 
instalaciones fabriles. 

2. Asimismo, previa solicitud, estarán exentos: 

a) Los bienes inmuebles que se destinen a la enseñanza por centros 
docentes acogidos, total o parcialmente, al régimen de concierto educativo, 
en cuanto a la superficie afectada a la enseñanza concertada. 

Esta exención deberá ser compensada por la Administración competente. 

b) Los declarados expresa e individualizadamente monumento o jardín 
histórico de interés cultural, mediante real decreto en la forma establecida 
por el artículo 9 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico 
Español, e inscritos en el registro general a que se refiere su artículo 12 
como integrantes del Patrimonio Histórico Español, así como los 
comprendidos en las disposiciones adicionales primera, segunda y quinta 
de dicha Ley. 

Esta exención no alcanzará a cualesquiera clases de bienes urbanos 
ubicados dentro del perímetro delimitativo de las zonas arqueológicas y 
sitios y conjuntos históricos, globalmente integrados en ellos, sino, 
exclusivamente, a los que reúnan las siguientes condiciones: 

En zonas arqueológicas, los incluidos como objeto de especial protección 
en el instrumento de planeamiento urbanístico a que se refiere el artículo 20 
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 

En sitios o conjuntos históricos, los que cuenten con una antigüedad 
igual o superior a cincuenta años y estén incluidos en el catálogo previsto 
en el Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de planeamiento para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, como objeto de protección 
integral en los términos previstos en el artículo 21 de la Ley 16/1985, de 25 
de junio. 
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No estarán exentos los bienes inmuebles a que se refiere esta letra b) 
cuando estén afectos a explotaciones económicas, salvo que les resulte de 
aplicación alguno de los supuestos de exención previstos en la Ley 
49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines 
lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, o que la sujeción al 
impuesto a título de contribuyente recaiga sobre el Estado, las 
Comunidades Autónomas o las entidades locales, o sobre organismos 
autónomos del Estado o entidades de derecho público de análogo carácter 
de las Comunidades Autónomas y de las entidades locales. 

c) La superficie de los montes en que se realicen repoblaciones 
forestales o regeneración de masas arboladas sujetas a proyectos de 
ordenación o planes técnicos aprobados por la Administración forestal. Esta 
exención tendrá una duración de 15 años, contados a partir del período 
impositivo siguiente a aquel en que se realice su solicitud. 

3. Las ordenanzas fiscales podrán regular una exención a favor de los bienes de 
que sean titulares los centros sanitarios de titularidad pública, siempre que estén 
directamente afectados al cumplimiento de los fines específicos de los referidos 
centros. La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de esta 
exención se establecerá en la ordenanza fiscal. 

4. Los ayuntamientos podrán establecer, en razón de criterios de eficiencia y 
economía en la gestión recaudatoria del tributo, la exención de los inmuebles 
rústicos y urbanos cuya cuota líquida no supere la cuantía que se determine 
mediante ordenanza fiscal, a cuyo efecto podrá tomarse en consideración, para los 
primeros, la cuota agrupada que resulte de lo previsto en el apartado 2 del artículo 
77 de esta ley. 

Artículo 63. Sujeto pasivo. 
1. Son sujetos pasivos, a título de contribuyentes, las personas naturales y 

jurídicas y las entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre, General Tributaria, que ostenten la titularidad del derecho que, en 
cada caso, sea constitutivo del hecho imponible de este impuesto. 

En el caso de bienes inmuebles de características especiales, cuando la 
condición de contribuyente recaiga en uno o en varios concesionarios, cada uno de 
ellos lo será por su cuota, que se determinará en razón a la parte del valor catastral 
que corresponda a la superficie concedida y a la construcción directamente 
vinculada a cada concesión. Sin perjuicio del deber de los concesionarios de 
formalizar las declaraciones a que se refiere el artículo 76 de esta Ley, el ente u 
organismo público al que se halle afectado o adscrito el inmueble o aquel a cuyo 
cargo se encuentre su administración y gestión, estará obligado a suministrar 
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anualmente al Ministerio de Economía y Hacienda la información relativa a dichas 
concesiones en los términos y demás condiciones que se determinen por orden. 

Para esa misma clase de inmuebles, cuando el propietario tenga la condición de 
contribuyente en razón de la superficie no afectada por las concesiones, actuará 
como sustituto del mismo el ente u organismo público al que se refiere el párrafo 
anterior, el cual no podrá repercutir en el contribuyente el importe de la deuda 
tributaria satisfecha. 

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación sin perjuicio de la 
facultad del sujeto pasivo de repercutir la carga tributaria soportada conforme a las 
normas de derecho común. 

Las Administraciones Públicas y los entes u organismos a que se refiere el 
apartado anterior repercutirán la parte de la cuota líquida del impuesto que 
corresponda en quienes, no reuniendo la condición de sujetos pasivos, hagan uso 
mediante contraprestación de sus bienes demaniales o patrimoniales, los cuales 
estarán obligados a soportar la repercusión. A tal efecto la cuota repercutible se 
determinará en razón a la parte del valor catastral que corresponda a la superficie 
utilizada y a la construcción directamente vinculada a cada arrendatario o 
cesionario del derecho de uso. Lo dispuesto en este párrafo no será de aplicación 
en el supuesto de alquiler de inmueble de uso residencial con renta limitada por 
una norma jurídica. 

Artículo 64. Afección real en la transmisión y responsabilidad solidaria 
en la cotitularidad. 

1. En los supuestos de cambio, por cualquier causa, en la titularidad de los 
derechos que constituyen el hecho imponible de este impuesto, los bienes 
inmuebles objeto de dichos derechos quedarán afectos al pago de la totalidad de la 
cuota tributaria, en régimen de responsabilidad subsidiaria, en los términos 
previstos en la Ley General Tributaria. A estos efectos, los notarios solicitarán 
información y advertirán expresamente a los comparecientes en los documentos 
que autoricen sobre las deudas pendientes por el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles asociadas al inmueble que se transmite, sobre el plazo dentro del cual 
están obligados los interesados a presentar declaración por el impuesto, cuando tal 
obligación subsista por no haberse aportado la referencia catastral del inmueble, 
conforme al apartado 2 del artículo 43 del texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario y otras normas tributarias, sobre la afección de los bienes al pago de la 
cuota tributaria y, asimismo, sobre las responsabilidades en que incurran por la 
falta de presentación de declaraciones, el no efectuarlas en plazo o la presentación 
de declaraciones falsas, incompletas o inexactas, conforme a lo previsto en el 
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artículo 70 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario y otras normas 
tributarias. 

2. Responden solidariamente de la cuota de este impuesto, y en proporción a 
sus respectivas participaciones, los copartícipes o cotitulares de las entidades a 
que se refiere el artículo 35.4. de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, si figuran inscritos como tales en el Catastro Inmobiliario. De no figurar 
inscritos, la responsabilidad se exigirá por partes iguales en todo caso. 

Artículo 65. Base imponible. 

La base imponible de este impuesto estará constituida por el valor catastral de 
los bienes inmuebles, que se determinará, notificará y será susceptible de 
impugnación conforme a lo dispuesto en las normas reguladoras del Catastro 
Inmobiliario. 

Artículo 66. Base liquidable. 
1. La base liquidable de este impuesto será el resultado de practicar en la base 

imponible la reducción a que se refieren los artículos siguientes. 

2. La base liquidable se notificará conjuntamente con la base imponible en los 
procedimientos de valoración colectiva. Dicha notificación incluirá la motivación de 
la reducción aplicada mediante la indicación del valor base que corresponda al 
inmueble así como de los importes de dicha reducción y de la base liquidable del 
primer año de vigencia del nuevo valor catastral en este impuesto. 

Sin perjuicio de lo anterior, que será aplicable en los procedimientos de 
valoración colectiva de carácter general, en los de carácter parcial y simplificado, la 
motivación consistirá en la expresión de los datos indicados en el párrafo anterior, 
referidos al ejercicio en que se practique la notificación. 

3. Cuando se produzcan alteraciones de términos municipales y mientras no se 
apruebe una nueva ponencia de valores, los bienes inmuebles que pasen a formar 
parte de otro municipio mantendrán el mismo régimen de asignación de bases 
imponibles y liquidables que tuvieran en el de origen. 

4. En los procedimientos de valoración colectiva la determinación de la base 
liquidable será competencia de la Dirección General del Catastro y recurrible ante 
los Tribunales Económico-Administrativos del Estado. 

Artículo 67. Reducción en base imponible. 

1. La reducción en la base imponible será aplicable a aquellos bienes inmuebles 
urbanos y rústicos que se encuentren en algunas de estas dos situaciones: 

a) Inmuebles cuyo valor catastral se incremente, como consecuencia de 
procedimientos de valoración colectiva de carácter general en virtud de: 
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1.º La aplicación de la primera ponencia total de valores aprobada con 
posterioridad al 1 de enero de 1997. 

2.º La aplicación de sucesivas ponencias totales de valores que se aprueben 
una vez transcurrido el período de reducción establecido en el artículo 68.1 de esta 
ley. 

b) Inmuebles situados en municipios para los que se hubiera aprobado una 
ponencia de valores que haya dado lugar a la aplicación de la reducción prevista 
en el párrafo a) anterior y cuyo valor catastral se altere, antes de finalizar el plazo 
de reducción, por alguna de las siguientes causas: 

1.º Procedimientos de valoración colectiva de carácter general. 

2.º Procedimientos de valoración colectiva de carácter parcial. 

3.º Procedimientos simplificados de valoración colectiva. 

4.º Procedimientos de inscripción mediante declaraciones, comunicaciones, 
solicitudes, subsanación de discrepancias e inspección catastral. 

2. Tratándose de bienes inmuebles de características especiales, la reducción 
en la base imponible únicamente procederá cuando el valor catastral resultante de 
la aplicación de una nueva Ponencia de valores especial supere el doble del que, 
como inmueble de esa clase, tuviera previamente asignado. En defecto de este 
valor, se tomará como tal el 40 por ciento del que resulte de la nueva Ponencia. 

3. Esta reducción se aplicará de oficio sin necesidad de previa solicitud por los 
sujetos pasivos del impuesto y no dará lugar a la compensación establecida en el 
artículo 9 de esta ley. 

4. La reducción establecida en este artículo no se aplicará respecto del 
incremento de la base imponible de los inmuebles que resulte de la actualización 
de sus valores catastrales por aplicación de los coeficientes establecidos en las 
Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 

Artículo 68. Duración y cuantía de la reducción. 

1. La reducción se aplicará durante un período de nueve años a contar desde la 
entrada en vigor de los nuevos valores catastrales, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 70 de esta ley. 

2. La cuantía de la reducción será el resultado de aplicar un coeficiente reductor, 
único para todos los inmuebles afectados del municipio, a un componente 
individual de la reducción, calculado para cada inmueble. 

3. El coeficiente reductor tendrá el valor de 0,9 el primer año de su aplicación e 
irá disminuyendo en 0,1 anualmente hasta su desaparición. 

4. El componente individual de la reducción será, en cada año, la diferencia 
positiva entre el nuevo valor catastral que corresponda al inmueble en el primer 
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ejercicio de su vigencia y su valor base. Dicha diferencia se dividirá por el último 
coeficiente reductor aplicado cuando concurran los supuestos del artículo 67, 
apartado 1.b).2.º, y b).3.º de esta ley. 

En caso de que la actualización de valores catastrales por aplicación de los 
coeficientes establecidos en las leyes de Presupuestos Generales del Estado 
determine un decremento de la base imponible de los inmuebles, el componente 
individual de la reducción será, en cada año, la diferencia positiva entre el valor 
catastral resultante de dicha actualización y su valor base. Dicha diferencia se 
dividirá por el último coeficiente reductor aplicado. 

No obstante, tratándose de bienes inmuebles de características especiales el 
componente individual de la reducción será, en cada año, la diferencia positiva 
entre el nuevo valor catastral que corresponda al inmueble en el primer ejercicio de 
su vigencia y el doble del valor a que se refiere el artículo 67.2 que, a estos 
efectos, se tomará como valor base. 

Artículo 69. Valor base de la reducción. 

El valor base será la base liquidable del ejercicio inmediato anterior a la entrada 
en vigor del nuevo valor catastral, salvo cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 

a) Para aquellos inmuebles en los que, habiéndose producido alteraciones 
susceptibles de inscripción catastral previamente a la modificación del 
planeamiento o al 1 de enero del año anterior a la entrada en vigor de los valores 
catastrales resultantes de las ponencias de valores a las que se refiere el artículo 
67, aún no se haya modificado su valor catastral en el momento de la aprobación 
de estas, el valor base será el importe de la base liquidable que de acuerdo a 
dichas alteraciones corresponda al ejercicio inmediato anterior a la entrada en 
vigor de los nuevos valores catastrales por la aplicación a los mencionados bienes 
de la ponencia de valores anterior a la última aprobada. 

b) Para los inmuebles a los que se refiere el artículo 67, en su apartado 1.b).4.º, 
el valor base será el resultado de multiplicar el nuevo valor catastral por un 
cociente, determinado por la Dirección General del Catastro que, calculado con sus 
dos primeros decimales, se obtiene de dividir el valor catastral medio de todos los 
inmuebles de la misma clase del municipio incluidos en el último padrón entre la 
media de los valores catastrales resultantes de la aplicación de la nueva ponencia 
de valores. 

En los procedimientos de valoración colectiva de carácter general, una vez 
aprobada la correspondiente ponencia de valores, la Dirección General del 
Catastro hará públicos el valor catastral medio de todos los inmuebles de la clase 
de que se trate incluidos en el último padrón del municipio y el valor catastral 
medio resultante de la aplicación de la nueva ponencia, antes del inicio de las 
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notificaciones de los valores catastrales. Los anuncios de exposición pública de 
estos valores medios se publicarán por edictos en el boletín oficial de la provincia, 
indicándose el lugar y plazo, que no será inferior a 15 días. 

Asimismo, este valor base se utilizará para aquellos inmuebles que deban ser 
nuevamente valorados como bienes de clase diferente de la que tenían. 

c) Cuando la actualización de valores catastrales por aplicación de los 
coeficientes establecidos en las leyes de presupuestos generales del Estado 
determine un decremento de la base imponible de los inmuebles, el valor base 
será la base liquidable del ejercicio inmediatamente anterior a dicha actualización. 

Artículo 70. Cómputo del período de reducción en supuestos 
especiales. 

1. En los casos contemplados en el artículo 67, apartado 1.b).1.º se iniciará el 
cómputo de un nuevo período de reducción y se extinguirá el derecho a la 
aplicación del resto de la reducción que se viniera aplicando. 

2. En los casos contemplados en el artículo 67, apartados 1.b).2.o, 3.º y 4.º no 
se iniciará el cómputo de un nuevo período de reducción y el coeficiente reductor 
aplicado a los inmuebles afectados tomará el valor correspondiente al resto de los 
inmuebles del municipio. 

Artículo 71. Cuota íntegra y cuota líquida. 
1. La cuota íntegra de este impuesto será el resultado de aplicar a la base 

liquidable el tipo de gravamen a que se refiere el artículo siguiente. 

2. La cuota líquida se obtendrá minorando la cuota íntegra en el importe de las 
bonificaciones previstas legalmente. 

Artículo 72. Tipo de gravamen. Recargo por inmuebles urbanos de uso 
residencial desocupados con carácter permanente. 

1. El tipo de gravamen mínimo y supletorio será el 0,4 por ciento cuando se trate 
de bienes inmuebles urbanos y el 0,3 por ciento cuando se trate de bienes 
inmuebles rústicos, y el máximo será el 1,10 por ciento para los urbanos y 0,90 por 
ciento para los rústicos. 

2. El tipo de gravamen aplicable a los bienes inmuebles de características 
especiales, que tendrá carácter supletorio, será del 0,6 por ciento. Los 
ayuntamientos podrán establecer para cada grupo de ellos existentes en el 
municipio un tipo diferenciado que, en ningún caso, será inferior al 0,4 por ciento ni 
superior al 1,3 por ciento. 
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3. Los ayuntamientos respectivos podrán incrementar los tipos fijados en el 
apartado 1 con los puntos porcentuales que para cada caso se indican, cuando 
concurra alguna de las circunstancias siguientes. En el supuesto de que sean 
varias, se podrá optar por hacer uso del incremento previsto para una sola, 
algunas o todas ellas: 

4. Dentro de los límites resultantes de lo dispuesto en los apartados anteriores, 
los ayuntamientos podrán establecer, para los bienes inmuebles urbanos, 
excluidos los de uso residencial, tipos diferenciados atendiendo a los usos 
establecidos en la normativa catastral para la valoración de las construcciones. 
Cuando los inmuebles tengan atribuidos varios usos se aplicará el tipo 
correspondiente al uso de la edificación o dependencia principal. 

Dichos tipos solo podrán aplicarse, como máximo, al 10 por ciento de los bienes 
inmuebles urbanos del término municipal que, para cada uso, tenga mayor valor 
catastral, a cuyo efecto la ordenanza fiscal del impuesto señalará el 
correspondiente umbral de valor para todos o cada uno de los usos, a partir del 
cual serán de aplicación los tipos incrementados. 

Tratándose de inmuebles de uso residencial que se encuentren desocupados 
con carácter permanente, los ayuntamientos podrán exigir un recargo de hasta el 
50 por ciento de la cuota líquida del impuesto. 

A estos efectos tendrá la consideración de inmueble desocupado con carácter 
permanente aquel que permanezca desocupado, de forma continuada y sin causa 
justificada, por un plazo superior a dos años, conforme a los requisitos, medios de 
prueba y procedimiento que establezca la ordenanza fiscal, y pertenezcan a 
titulares de cuatro o más inmuebles de uso residencial. 

El recargo podrá ser de hasta el 100 por ciento de la cuota líquida del impuesto 
cuando el periodo de desocupación sea superior a tres años, pudiendo modularse 
en función del periodo de tiempo de desocupación. 

Puntos porcentuales Bienes 
urbanos

Bienes 
rústicos

A) Municipios que sean capital de provincia o comunidad autónoma 0,07 0,06

B) Municipios en los que se preste servicio de transporte público 
colectivo de superficie 0,07 0,05

C) Municipios cuyos ayuntamientos presten más servicios de aquellos 
a los que están obligados según lo dispuesto en el artículo 26 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril

0,06 0,06

D) Municipios en los que los terrenos de naturaleza rústica 
representan más del 80 por ciento de la superficie total del término 0,00 0,15
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Además, los ayuntamientos podrán aumentar el porcentaje de recargo que 
corresponda con arreglo a lo señalado anteriormente en hasta 50 puntos 
porcentuales adicionales en caso de inmuebles pertenecientes a titulares de dos o 
más inmuebles de uso residencial que se encuentren desocupados en el mismo 
término municipal. 

En todo caso se considerarán justificadas las siguientes causas: el traslado 
temporal por razones laborales o de formación, el cambio de domicilio por situación 
de dependencia o razones de salud o emergencia social, inmuebles destinados a 
usos de vivienda de segunda residencia con un máximo de cuatro años de 
desocupación continuada, inmuebles sujetos a actuaciones de obra o 
rehabilitación, u otras circunstancias que imposibiliten su ocupación efectiva, que la 
vivienda esté siendo objeto de un litigio o causa pendiente de resolución judicial o 
administrativa que impida el uso y disposición de la misma o que se trate de 
inmuebles cuyos titulares, en condiciones de mercado, ofrezcan en venta, con un 
máximo de un año en esta situación, o en alquiler, con un máximo de seis meses 
en esta situación. En el caso de inmuebles de titularidad de alguna Administración 
Pública, se considerará también como causa justificada ser objeto el inmueble de 
un procedimiento de venta o de puesta en explotación mediante arrendamiento. 

El recargo, que se exigirá a los sujetos pasivos de este tributo, se devengará el 
31 de diciembre y se liquidará anualmente por los ayuntamientos, una vez 
constatada la desocupación del inmueble en tal fecha, juntamente con el acto 
administrativo por el que esta se declare. 

La declaración municipal como inmueble desocupado con carácter permanente 
exigirá la previa audiencia del sujeto pasivo y la acreditación por el Ayuntamiento 
de los indicios de desocupación, a regular en dicha ordenanza, dentro de los 
cuales podrán figurar los relativos a los datos del padrón municipal, así como los 
consumos de servicios de suministro. 

5. Por excepción, en los municipios en los que entren en vigor nuevos valores 
catastrales de inmuebles rústicos y urbanos, resultantes de procedimientos de 
valoración colectiva de carácter general, los ayuntamientos podrán establecer, 
durante un período máximo de seis años, tipos de gravamen reducidos, que no 
podrán ser inferiores al 0,1 por ciento para los bienes inmuebles urbanos ni al 
0,075 por ciento, tratándose de inmuebles rústicos. 

6. Los ayuntamientos que acuerden nuevos tipos de gravamen, por estar incurso 
el municipio respectivo en procedimientos de valoración colectiva de carácter 
general, deberán aprobar dichos tipos provisionalmente con anterioridad al inicio 
de las notificaciones individualizadas de los nuevos valores y, en todo caso, antes 
del 1 de julio del año inmediatamente anterior a aquel en que deban surtir efecto. 
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De este acuerdo se dará traslado a la Dirección General del Catastro dentro de 
dicho plazo. 

Nota.- Téngase en cuenta que se amplía, con vigencia exclusiva para el ejercicio 2023, 
el plazo previsto en el apartado 6 hasta el 31 de julio de 2023, según establece la 
disposición transitoria 3 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128 

7. En los supuestos a los que se refiere el apartado 3 del artículo 66 de esta ley, 
los ayuntamientos aplicarán a los bienes inmuebles rústicos y urbanos que pasen a 
formar parte de su término municipal el tipo de gravamen vigente en el municipio 
de origen, salvo que acuerden establecer otro distinto. 

Artículo 73. Bonificaciones obligatorias. 
1. Tendrán derecho a una bonificación de entre el 50 y el 90 por ciento en la 

cuota íntegra del impuesto, siempre que así se solicite por los interesados antes 
del inicio de las obras, los inmuebles que constituyan el objeto de la actividad de 
las empresas de urbanización, construcción y promoción inmobiliaria tanto de obra 
nueva como de rehabilitación equiparable a ésta, y no figuren entre los bienes de 
su inmovilizado. En defecto de acuerdo municipal, se aplicará a los referidos 
inmuebles la bonificación máxima prevista en este artículo. 

El plazo de aplicación de esta bonificación comprenderá desde el período 
impositivo siguiente a aquel en que se inicien las obras hasta el posterior a su 
terminación, siempre que durante ese tiempo se realicen obras de urbanización o 
construcción efectiva, y sin que, en ningún caso, pueda exceder de tres períodos 
impositivos. 

2. Tendrán derecho a una bonificación del 50 por ciento en la cuota íntegra del 
Impuesto, durante los tres períodos impositivos siguientes al del otorgamiento de la 
calificación definitiva, las viviendas de protección oficial y las que resulten 
equiparables a éstas conforme a la normativa de la respectiva comunidad 
autónoma. 

Dicha bonificación se concederá a petición del interesado, la cual podrá 
efectuarse en cualquier momento anterior a la terminación de los tres períodos 
impositivos de duración de aquella y surtirá efectos, en su caso, desde el período 
impositivo siguiente a aquel en que se solicite. 

Los ayuntamientos podrán establecer una bonificación de hasta el 50 por ciento 
en la cuota íntegra del impuesto, aplicable a los citados inmuebles una vez 
transcurrido el plazo previsto en el párrafo anterior. La ordenanza fiscal 
determinará la duración y la cuantía anual de esta bonificación. 
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3. Tendrán derecho a una bonificación del 95 por ciento de la cuota íntegra y, en 
su caso, del recargo del impuesto a que se refiere el artículo 153 de esta ley, los 
bienes rústicos de las cooperativas agrarias y 

de explotación comunitaria de la tierra, en los términos establecidos en la Ley 
20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas. 

4. Las ordenanzas fiscales especificarán los aspectos sustantivos y formales de 
las bonificaciones indicadas en los apartados anteriores, así como las condiciones 
de compatibilidad con otros beneficios fiscales. 

Artículo 74. Bonificaciones potestativas. 
1. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 90 por 

ciento de la cuota íntegra del Impuesto a favor de los bienes inmuebles urbanos 
ubicados en áreas o zonas del municipio que, conforme a la legislación y 
planeamiento urbanísticos, correspondan a asentamientos de población 
singularizados por su vinculación o preeminencia de actividades primarias de 
carácter agrícola, ganadero, forestal, pesquero o análogas y que dispongan de un 
nivel de servicios de competencia municipal, infraestructuras o equipamientos 
colectivos inferior al existente en las áreas o zonas consolidadas del municipio, 
siempre que sus características económicas aconsejen una especial protección. 

Las características peculiares y ámbito de los núcleos de población, áreas o 
zonas, así como las tipologías de las construcciones y usos del suelo necesarios 
para la aplicación de esta bonificación y su duración, cuantía anual y demás 
aspectos sustantivos y formales se especificarán en la ordenanza fiscal. 

2. Los ayuntamientos podrán acordar, para cada ejercicio, la aplicación a los 
bienes inmuebles de una bonificación en la cuota íntegra del impuesto equivalente 
a la diferencia positiva entre la cuota íntegra del ejercicio y la cuota líquida del 
ejercicio anterior multiplicada esta última por el coeficiente de incremento máximo 
anual de la cuota líquida que establezca la ordenanza fiscal para cada uno de los 
tramos de valor catastral y, en su caso, para cada una de las diversas clases de 
cultivos o aprovechamientos o de modalidades de uso de las construcciones que 
en aquella se fijen y en que se sitúen los diferentes bienes inmuebles del 
municipio. 

Dicha bonificación, cuya duración máxima no podrá exceder de tres períodos 
impositivos, tendrá efectividad a partir de la entrada en vigor de nuevos valores 
catastrales de bienes inmuebles de una misma clase, resultantes de un 
procedimiento de valoración colectiva de carácter general de ámbito municipal. 
Asimismo, la ordenanza fijará las condiciones de compatibilidad de esta 
bonificación con las demás que beneficien a los mismos inmuebles. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en el supuesto de que la 
aplicación de otra bonificación concluya en el período inmediatamente anterior a 
aquel en que haya de aplicarse sobre ese mismo inmueble la bonificación a que se 
refiere este apartado, la cuota sobre la que se aplicará, en su caso, el coeficiente 
de incremento máximo anual será la cuota íntegra del ejercicio anterior. 

Cuando en alguno de los períodos impositivos en los que se aplique esta 
bonificación tenga efectividad un cambio en el valor catastral de los inmuebles, 
resultante de alteraciones susceptibles de inscripción catastral, del cambio de 
clase del inmueble o de un cambio de aprovechamiento determinado por la 
modificación del planeamiento urbanístico, para el cálculo de la bonificación se 
considerará como cuota líquida del ejercicio anterior la resultante de aplicar el tipo 
de gravamen de dicho año al valor base determinado conforme a lo dispuesto en el 
artículo 69 de esta ley. 

Las liquidaciones tributarias resultantes de la aplicación de esta bonificación se 
regirán por lo previsto en el artículo 102.3 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, sin que sea necesaria su notificación individual en los casos de 
establecimiento, modificación o supresión de aquella como consecuencia de la 
aprobación o modificación de la ordenanza fiscal. 

2 bis. Los ayuntamientos mediante ordenanza podrán regular una bonificación 
de hasta el 95 por ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de inmuebles de 
organismos públicos de investigación y los de enseñanza universitaria. 

2 ter. Los ayuntamientos mediante ordenanza podrán regular una bonificación de 
hasta el 95 por ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de los bienes 
inmuebles excluidos de la exención a que se refiere el último párrafo de la letra b) 
del apartado 2 del artículo 62 de esta Ley. 

2 quáter. Los ayuntamientos mediante ordenanza podrán regular una 
bonificación de hasta el 95 por ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de 
inmuebles en los que se desarrollen actividades económicas que sean declaradas 
de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias sociales, 
culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal 
declaración. Corresponderá dicha declaración al Pleno de la Corporación y se 
acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la mayoría simple 
de sus miembros. 

3. Los ayuntamientos mediante ordenanza podrán regular una bonificación de 
hasta el 90 por ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de cada grupo de 
bienes inmuebles de características especiales. La ordenanza deberá especificar 
la duración, cuantía anual y demás aspectos sustantivos y formales relativos a esta 
bonificación. 
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4. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 90 por 
ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de aquellos sujetos pasivos que 
ostenten la condición de titulares de familia numerosa. 

La ordenanza deberá especificar la clase y características de los bienes 
inmuebles a que afecte, duración, cuantía anual y demás aspectos sustantivos y 
formales de esta bonificación, así como las condiciones de compatibilidad con 
otros beneficios fiscales. 

5. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 50 por 
ciento de la cuota íntegra del impuesto para los bienes inmuebles en los que se 
hayan instalado sistemas para el aprovechamiento térmico o eléctrico de la energía 
proveniente del sol. La aplicación de esta bonificación estará condicionada a que 
las instalaciones para producción de calor incluyan colectores que dispongan de la 
correspondiente homologación por la Administración competente. Los demás 
aspectos sustantivos y formales de esta bonificación se especificarán en la 
ordenanza fiscal. 

6. Los ayuntamientos mediante ordenanza fiscal podrán establecer una 
bonificación de hasta el 95 por ciento en la cuota íntegra del impuesto para los 
bienes inmuebles de uso residencial destinados a alquiler de vivienda con renta 
limitada por una norma jurídica. 

7. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 50 por 
ciento de la cuota íntegra del impuesto a favor de los bienes inmuebles en los que 
se hayan instalado puntos de recarga para vehículos eléctricos. La aplicación de 
esta bonificación estará condicionada a que las instalaciones dispongan de la 
correspondiente homologación por la Administración competente. Los demás 
aspectos sustantivos y formales de esta bonificación se especificarán en la 
ordenanza fiscal. 

Artículo 75. Devengo y período impositivo. 
1. El impuesto se devengará el primer día del período impositivo. 

2. El período impositivo coincide con el año natural. 

3. Los hechos, actos y negocios que deben ser objeto de declaración o 
comunicación ante el Catastro Inmobiliario tendrán efectividad en el devengo de 
este impuesto inmediatamente posterior al momento en que produzcan efectos 
catastrales. La efectividad de las inscripciones catastrales resultantes de los 
procedimientos de valoración colectiva y de determinación del valor catastral de los 
bienes inmuebles de características especiales coincidirá con la prevista en las 
normas reguladoras del Catastro Inmobiliario. 
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Artículo 76. Declaraciones y comunicaciones ante el Catastro 
Inmobiliario. 

1. Las alteraciones concernientes a los bienes inmuebles susceptibles de 
inscripción catastral que tengan trascendencia a efectos de este impuesto 
determinarán la obligación de los sujetos pasivos de formalizar las declaraciones 
conducentes a su inscripción en el Catastro Inmobiliario, conforme a lo establecido 
en sus normas reguladoras. 

2. Sin perjuicio de la facultad de la Dirección General del Catastro de requerir al 
interesado la documentación que en cada caso resulte pertinente, en los 
municipios acogidos mediante ordenanza fiscal al procedimiento de comunicación 
previsto en las normas reguladoras del Catastro Inmobiliario, las declaraciones a 
las que alude este artículo se entenderán realizadas cuando las circunstancias o 
alteraciones a que se refieren consten en la correspondiente licencia o autorización 
municipal, supuesto en el que el sujeto pasivo quedará exento de la obligación de 
declarar antes mencionada. 

3. Los ayuntamientos podrán exigir la acreditación de la presentación de la 
declaración catastral de nueva construcción para la tramitación del procedimiento 
de concesión de la licencia que autorice la primera ocupación de los inmuebles. En 
el caso de que el ayuntamiento se hubiera acogido al procedimiento de 
comunicación a que se refiere el apartado anterior, en lugar de la acreditación de la 
declaración podrá exigirse la información complementaria que resulte necesaria 
para la remisión de la comunicación. 

Artículo 77. Gestión tributaria del impuesto. 
1. La liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía 

de gestión tributaria de este impuesto, serán competencia exclusiva de los 
ayuntamientos y comprenderán las funciones de reconocimiento y denegación de 
exenciones y bonificaciones, realización de las liquidaciones conducentes a la 
determinación de las deudas tributarias, emisión de los documentos de cobro, 
resolución de los expedientes de devolución de ingresos indebidos, resolución de 
los recursos que se interpongan contra dichos actos y actuaciones para la 
asistencia e información al contribuyente referidas a las materias comprendidas en 
este apartado. 

2. Los ayuntamientos podrán agrupar en un único documento de cobro todas las 
cuotas de este impuesto relativas a un mismo sujeto pasivo cuando se trate de 
bienes rústicos sitos en un mismo municipio. 

3. Los ayuntamientos determinarán la base liquidable cuando la base imponible 
resulte de la tramitación de los procedimientos de declaración, comunicación, 
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solicitud, subsanación de discrepancias e inspección catastral previstos en las 
normas reguladoras del Catastro Inmobiliario. 

4. No será necesaria la notificación individual de las liquidaciones tributarias en 
los supuestos en que, de conformidad con los artículos 65 y siguientes de esta ley, 
se hayan practicado previamente las notificaciones del valor catastral y base 
liquidable previstas en los procedimientos de valoración colectiva. 

Una vez transcurrido el plazo de impugnación previsto en las citadas 
notificaciones sin que se hayan utilizado los recursos pertinentes, se entenderán 
consentidas y firmes las bases imponible y liquidable notificadas, sin que puedan 
ser objeto de nueva impugnación al procederse a la exacción anual del impuesto. 

5. El impuesto se gestiona a partir de la información contenida en el padrón 
catastral y en los demás documentos expresivos de sus variaciones elaborados al 
efecto por la Dirección General del Catastro, sin perjuicio de la competencia 
municipal para la calificación de inmuebles de uso residencial desocupados. Dicho 
padrón, que se formará anualmente para cada término municipal, contendrá la 
información relativa a los bienes inmuebles, separadamente para los de cada clase 
y será remitido a las entidades gestoras del impuesto antes del 1 de marzo de 
cada año. 

6. Los datos contenidos en el padrón catastral y en los demás documentos 
citados en el apartado anterior deberán figurar en las listas cobratorias, 
documentos de ingreso y justificantes de pago del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles. 

7. En los supuestos en los que resulte acreditada, con posterioridad a la emisión 
de los documentos a que se refiere el apartado anterior, la no coincidencia del 
sujeto pasivo con el titular catastral, las rectificaciones que respecto a aquél pueda 
acordar el órgano gestor a efectos de liquidación del impuesto devengado por el 
correspondiente ejercicio, deberán ser inmediatamente comunicadas a la Dirección 
General del Catastro en la forma en que por ésta se determine. Esta liquidación 
tendrá carácter provisional cuando no exista convenio de delegación de funciones 
entre el Catastro y el ayuntamiento o entidad local correspondiente. 

En este caso, a la vista de la información remitida, la Dirección General del 
Catastro confirmará o modificará el titular catastral mediante acuerdo que 
comunicará al ayuntamiento o entidad local para que se practique, en su caso, 
liquidación definitiva. 

8. Las competencias que con relación al Impuesto sobre Bienes Inmuebles se 
atribuyen a los ayuntamientos en este artículo se ejercerán directamente por 
aquellos o a través de los convenios u otras fórmulas de colaboración que se 
celebren con cualquiera de las Administraciones públicas en los términos previstos 
en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, con 
general@cobasaytomadrid.es Página  de 158 233



CO.B
AS

aplicación de forma supletoria de lo dispuesto en el título I de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. 

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades locales reconocidas por las leyes y las 
comunidades autónomas uniprovinciales en las que se integren los respectivos 
ayuntamientos asumirán el ejercicio de las referidas competencias cuando así lo 
solicite el ayuntamiento interesado, en la forma y plazos que reglamentariamente 
se establezcan. 

Subsección 3.ª Impuesto sobre Actividades Económicas 

Artículo 78. Naturaleza y hecho imponible. 
1. El Impuesto sobre Actividades Económicas es un tributo directo de carácter 

real, cuyo hecho imponible está constituido por el mero ejercicio, en territorio 
nacional, de actividades empresariales, profesionales o artísticas, se ejerzan o no 
en local determinado y se hallen o no especificadas en las tarifas del impuesto. 

2. Se consideran, a los efectos de este impuesto, actividades empresariales las 
ganaderas, cuando tengan carácter independiente, las mineras, industriales, 
comerciales y de servicios. No tienen, por consiguiente, tal consideración las 
actividades agrícolas, las ganaderas dependientes, las forestales y las pesqueras, 
no constituyendo hecho imponible por el impuesto ninguna de ellas. 

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior, tendrá la consideración de 
ganadería independiente el conjunto de cabezas de ganado que se encuentre 
comprendido en alguno de los casos siguientes: 

a) Que paste o se alimente fundamentalmente en tierras que no sean explotadas 
agrícola o forestalmente por el dueño del ganado. 

b) El estabulado fuera de las fincas rústicas. 

c) El trashumante o trasterminante. 

d) Aquel que se alimente fundamentalmente con piensos no producidos en la 
finca en que se críe. 

Artículo 79. Actividad económica gravada. 
1. Se considera que una actividad se ejerce con carácter empresarial, 

profesional o artístico, cuando suponga la ordenación por cuenta propia de medios 
de producción y de recursos humanos o de uno de ambos, con la finalidad de 
intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios. 

2. El contenido de las actividades gravadas se definirá en las tarifas del 
impuesto. 
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Artículo 80. Prueba del ejercicio de actividad económica gravada. 
El ejercicio de las actividades gravadas se probará por cualquier medio 

admisible en derecho y, en particular, por los contemplados en el artículo 3 del 
Código de Comercio. 

Artículo 81. Supuestos de no sujeción. 
No constituye hecho imponible en este impuesto el ejercicio de las siguientes 

actividades: 

1. La enajenación de bienes integrados en el activo fijo de las empresas que 
hubieran figurado debidamente inventariados como tal inmovilizado con más de 
dos años de antelación a la fecha de transmitirse, y la venta de bienes de uso 
particular y privado del vendedor siempre que los hubiese utilizado durante igual 
período de tiempo. 

2. La venta de los productos que se reciben en pago de trabajos personales o 
servicios profesionales. 

3. La exposición de artículos con el fin exclusivo de decoración o adorno del 
establecimiento. Por el contrario, estará sujeta al impuesto la exposición de 
artículos para regalo a los clientes. 

4. Cuando se trate de venta al por menor la realización de un solo acto u 
operación aislada. 

Artículo 82. Exenciones. 
1. Están exentos del impuesto: 

a) El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales, así como los 
organismos autónomos del Estado y las entidades de derecho público de análogo 
carácter de las comunidades autónomas y de las entidades locales. 

b) Los sujetos pasivos que inicien el ejercicio de su actividad en territorio 
español, durante los dos primeros períodos impositivos de este impuesto en que se 
desarrolle aquella. 

A estos efectos, no se considerará que se ha producido el inicio del ejercicio de 
una actividad cuando esta se haya desarrollado anteriormente bajo otra titularidad, 
circunstancia que se entenderá que concurre, entre otros supuestos, en los casos 
de fusión, escisión o aportación de ramas de actividad. 

c) Los siguientes sujetos pasivos: 

Las personas físicas, sean o no residentes en territorio español. 
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Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades, las sociedades civiles y las 
entidades del artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a 1.000.000 
de euros. 

En cuanto a los contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, 
la exención solo alcanzará a los que operen en España mediante establecimiento 
permanente, siempre que tengan un importe neto de la cifra de negocios inferior a 
1.000.000 de euros. 

A efectos de la aplicación de la exención prevista en esta letra, se tendrán en 
cuenta las siguientes reglas: 

1.ª El importe neto de la cifra de negocios se determinará de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 2 del artículo 35 del Código de Comercio. 

2.ª El importe neto de la cifra de negocios será, en el caso de los sujetos pasivos 
del Impuesto sobre Sociedades o de los contribuyentes por el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes, el del período impositivo cuyo plazo de presentación de 
declaraciones por dichos tributos hubiese finalizado el año anterior al del devengo 
de este impuesto. En el caso de las sociedades civiles y las entidades a que se 
refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, el 
importe neto de la cifra de negocios será el que corresponda al penúltimo año 
anterior al de devengo de este impuesto. Si dicho período impositivo hubiera tenido 
una duración inferior al año natural, el importe neto de la cifra de negocios se 
elevará al año. 

3.ª Para el cálculo del importe neto de la cifra de negocios del sujeto pasivo, se 
tendrá en cuenta el conjunto de las actividades económicas ejercidas por él. 

No obstante, cuando la entidad forme parte de un grupo de sociedades por 
concurrir alguna de las circunstancias consideradas en el apartado 1 del artículo 42 
del Código de Comercio como determinantes de la existencia de control, con 
independencia de la obligación de consolidación contable, el importe neto de la 
cifra de negocios se referirá al conjunto de entidades pertenecientes a dicho grupo. 

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá que los casos del 
artículo 42 del Código de Comercio son los recogidos en la sección 1.ª del Capítulo 
I de las normas para la formulación de las cuentas anuales consolidadas, 
aprobadas por Real Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre. 

4.ª En el supuesto de contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, se atenderá al importe neto de la cifra de negocios imputable al 
conjunto de los establecimientos permanentes situados en territorio español. 
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d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las mutualidades de 
previsión social reguladas en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y 
supervisión de los seguros privados. 

e) Los organismos públicos de investigación, los establecimientos de enseñanza 
en todos sus grados costeados íntegramente con fondos del Estado, de las 
comunidades autónomas o de las entidades locales, o por fundaciones declaradas 
benéficas o de utilidad pública, y los establecimientos de enseñanza en todos sus 
grados que, careciendo de ánimo de lucro, estuvieren en régimen de concierto 
educativo, incluso si facilitasen a sus alumnos libros o artículos de escritorio o les 
prestasen los servicios de media pensión o internado y aunque por excepción 
vendan en el mismo establecimiento los productos de los talleres dedicados a 
dicha enseñanza, siempre que el importe de dicha venta, sin utilidad para ningún 
particular o tercera persona, se destine, exclusivamente, a la adquisición de 
materias primas o al sostenimiento del establecimiento. 

f) Las asociaciones y fundaciones de disminuidos físicos, psíquicos y 
sensoriales, sin ánimo de lucro, por las actividades de carácter pedagógico, 
científico, asistenciales y de empleo que para la enseñanza, educación, 
rehabilitación y tutela de minusválidos realicen, aunque vendan los productos de 
los talleres dedicados a dichos fines, siempre que el importe de dicha venta, sin 
utilidad para ningún particular o tercera persona, se destine exclusivamente a la 
adquisición de materias primas o al sostenimiento del establecimiento. 

g) La Cruz Roja Española. 

h) Los sujetos pasivos a los que les sea de aplicación la exención en virtud de 
tratados o convenios internacionales. 

2. Los sujetos pasivos a que se refieren los párrafos a), d), g) y h) del apartado 
anterior no estarán obligados a presentar declaración de alta en la matrícula del 
impuesto. 

3. El Ministro de Hacienda establecerá en qué supuestos la aplicación de la 
exención prevista en el párrafo c) del apartado 1 anterior exigirá la presentación de 
una comunicación dirigida a la Agencia Estatal de Administración Tributaria en la 
que se haga constar que se cumplen los requisitos establecidos en dicho párrafo 
para la aplicación de la exención. Dicha obligación no se exigirá, en ningún caso, 
cuando se trate de contribuyentes por el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas. 

Los sujetos pasivos que hayan aplicado la exención prevista en el párrafo b) del 
apartado 1 anterior presentarán la comunicación, en su caso, el año siguiente al 
posterior al de inicio de su actividad. 
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A estos efectos, el Ministro de Hacienda establecerá el contenido, el plazo y la 
forma de presentación de dicha comunicación, así como los supuestos en que 
habrá de presentarse por vía telemática. 

En cuanto a las variaciones que puedan afectar a la exención prevista en el 
párrafo c) del apartado 1 ante rior, se estará a lo previsto en el párrafo tercero del 
apartado 2 del artículo 90 de esta ley. 

4. Las exenciones previstas en los párrafos e) y f) del apartado 1 de este artículo 
tendrán carácter rogado y se concederán, cuando proceda, a instancia de parte. 

Artículo 83. Sujetos pasivos. 
Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas o jurídicas y las 

entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria siempre que realicen en territorio nacional cualquiera de las 
actividades que originan el hecho imponible. 

Artículo 84. Cuota tributaria. 
La cuota tributaria será la resultante de aplicar las tarifas del impuesto, de 

acuerdo con los preceptos contenidos en esta ley y en las disposiciones que la 
complementen y desarrollen, y los coeficientes y las bonificaciones previstos por la 
ley y, en su caso, acordados por cada ayuntamiento y regulados en las ordenanzas 
fiscales respectivas. 

Artículo 85. Tarifas del impuesto. 
1. Las tarifas del impuesto, en las que se fijarán las cuotas mínimas, así como la 

Instrucción para su aplicación, se aprobarán por real decreto legislativo del 
Gobierno, que será dictado en virtud de la presente delegación legislativa al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 82 de la Constitución. La fijación de las 
cuotas mínimas se ajustará a las bases siguientes: 

Primera.- Delimitación del contenido de las actividades gravadas de 
acuerdo con las características de los sectores económicos, tipificándolas, 
con carácter general, mediante elementos fijos que deberán concurrir en el 
momento del devengo del impuesto. 

Segunda.- Los epígrafes y rúbricas que clasifiquen las actividades 
sujetas se ordenarán, en lo posible, con arreglo a la Clasificación Nacional 
de Actividades Económicas. 

Tercera.- Determinación de aquellas actividades o modalidades de estas 
a las que por su escaso rendimiento económico se les señale cuota cero. 
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Cuarta.- Las cuotas resultantes de la aplicación de las tarifas no podrán 
exceder del 15 por ciento del beneficio medio presunto de la actividad 
gravada, y en su fijación se tendrá en cuenta, además de lo previsto en la 
base primera anterior, la superficie de los locales en los que se realicen las 
actividades gravadas. 

Quinta.- Asimismo, las tarifas del impuesto podrán fijar cuotas 
provinciales o nacionales, señalando las condiciones en que las actividades 
podrán tributar por dichas cuotas y fijando su importe, teniendo en cuenta 
su respectivo ámbito espacial. 

2. El plazo para el ejercicio de la delegación legislativa concedida al Gobierno en 
el apartado 1 de este artículo será de un año a contar desde la fecha de entrada en 
vigor de esta ley. 

3. No obstante lo dispuesto en el artículo 91.2 de esta ley, la gestión tributaria de 
las cuotas provinciales y nacionales que fijen las tarifas del impuesto 
corresponderá a la Administración tributaria del Estado, sin perjuicio de las 
fórmulas de colaboración que, en relación a tal gestión, puedan establecerse con 
otras entidades. 

Sobre las referidas cuotas provinciales y nacionales no podrá establecerse ni el 
coeficiente ni el recargo provincial regulados, respectivamente, en los artículos 87 
y 134 de esta ley. 

4. Las cuotas del impuesto se exaccionarán y distribuirán con arreglo a las 
normas siguientes: 

A) La exacción de las cuotas mínimas municipales se llevará a cabo por el 
ayuntamiento en cuyo término municipal tenga lugar la realización de las 
respectivas actividades. 

Cuando los locales, o las instalaciones que no tienen consideración de tal, 
radiquen en más de un término municipal, la cuota correspondiente será exigida 
por el ayuntamiento en el que radique la mayor parte de aquéllos, sin perjuicio de 
la obligación de aquél de distribuir entre todos los demás el importe de dicha cuota, 
en proporción a la superficie que en cada término municipal ocupe la instalación o 
local de que se trate, en los términos que se establezcan en la Instrucción para la 
aplicación de las tarifas del impuesto y en las normas reglamentarias. 

En el caso de centrales hidráulicas de producción de energía eléctrica, las 
cuotas se distribuirán entre los municipios en cuyo término radiquen las 
instalaciones de la central, sin incluir el embalse, y aquellos otros en cuyo término 
se extienda el embalse, en los términos que se establezcan en la Instrucción para 
la aplicación de las tarifas del impuesto y en las normas reglamentarias. 
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Tratándose de la actividad de producción de energía eléctrica en centrales 
nucleares, la cuota correspondiente se exigirá por el ayuntamiento en el que 
radique la central, o por aquél en el que radique la mayor parte de ella. En ambos 
casos, dicha cuota será distribuida, en los términos que se establezcan en la 
instrucción para la aplicación de las tarifas del impuesto y en las normas 
reglamentarias, entre todos los municipios afectados por la central, aunque en 
éstos no radiquen instalaciones o edificios afectos a ella. 

A tales efectos, se consideran municipios afectados por una central nuclear 
aquéllos en cuyo término respectivo radique el todo o una parte de sus 
instalaciones, así como aquellos otros, en los que no concurriendo la circunstancia 
anterior, tengan parte o todo de su término municipal en un área circular de 10 
kilómetros de radio con centro en la instalación. 

Las cuotas municipales correspondientes a actividades que se desarrollen en 
zonas portuarias que se extiendan sobre más de un término municipal serán 
distribuidas por el ayuntamiento exactor entre todos los municipios sobre los que 
se extienda la zona portuaria de que se trate, en proporción a la superficie de dicho 
término ocupada por la zona portuaria. 

B) La exacción de las cuotas provinciales se llevará a cabo por la Delegación 
Provincial de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en cuyo ámbito 
territorial tenga lugar la realización de las actividades correspondientes. 

El importe de dichas cuotas será distribuido por la Delegación de la Agencia 
Estatal exactora entre todos los municipios de la provincia y la diputación provincial 
correspondiente, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

C) La exacción de las cuotas nacionales se llevará a cabo por la Delegación 
Provincial de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en cuyo ámbito 
territorial tenga su domicilio fiscal el sujeto pasivo. 

El importe de las cuotas nacionales se distribuirá entre todos los municipios y 
Diputaciones Provinciales de territorio común en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 

5. Las Leyes de Presupuestos Generales del Estado podrán modificar las tarifas 
del impuesto, así como la Instrucción para su aplicación, y actualizar las cuotas en 
ellas contenidas. 

Se autoriza al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para 
el desarrollo y aplicación de las tarifas e Instrucción del impuesto. 
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Artículo 86. Coeficiente de ponderación. 
Sobre las cuotas municipales, provinciales o nacionales fijadas en las tarifas del 

impuesto se aplicará, en todo caso, un coeficiente de ponderación, determinado en 
función del importe neto de la cifra de negocios del sujeto pasivo. 

Dicho coeficiente se determinará de acuerdo con el siguiente cuadro: 

A los efectos de la aplicación del coeficiente a que se refiere este artículo, el 
importe neto de la cifra de negocios del sujeto pasivo será el correspondiente al 
conjunto de actividades económicas ejercidas por él y se determinará de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 82.1.c) de esta ley. 

Artículo 87. Coeficiente de situación. 

1. Sobre las cuotas modificadas por la aplicación del coeficiente de ponderación 
previsto en el artículo anterior, los ayuntamientos podrán establecer una escala de 
coeficientes que pondere la situación física del local dentro de cada término 
municipal, atendiendo a la categoría de la calle en que radique. 

2. Dicho coeficiente no podrá ser inferior a 0,4 ni superior a 3,8. 

3. A los efectos de la fijación del coeficiente de situación, el número de 
categorías de calles que debe establecer cada municipio no podrá ser inferior a 2 
ni superior a 9. 

4. En los municipios en los que no sea posible distinguir más de una categoría 
de calle, no se podrá establecer el coeficiente de situación. 

5. La diferencia del valor del coeficiente atribuido a una calle con respecto al 
atribuido a la categoría superior o inferior no podrá ser menor de 0,10. 

Artículo 88. Bonificaciones obligatorias y potestativas. 

1. Sobre la cuota del impuesto se aplicarán, en todo caso, las siguientes 
bonificaciones: 

Importe neto de la cifra de negocios (euros) Coeficiente

Desde 1.000.000,00 hasta 5.000.000,00 1,29

Desde 5.000.000,01 hasta 10.000.000,00 1,30

Desde 10.000.000,01 hasta 50.000.000,00 1,32

Desde 50.000.000,01 hasta 100.000.000,00 1,33

Más de 100.000.000,00 1,35

Sin cifra neta de negocio 1,31
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a) Las cooperativas, así como las uniones, federaciones y confederaciones de 
aquéllas y las sociedades agrarias de transformación tendrán la bonificación 
prevista en la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, sobre Régimen Fiscal de las 
Cooperativas. 

b) Una bonificación del 50 por ciento de la cuota correspondiente, para quienes 
inicien el ejercicio de cualquier actividad profesional, durante los cinco años de 
actividad siguientes a la conclusión del segundo período impositivo de desarrollo 
de aquélla. El período de aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco 
años desde la finalización de la exención prevista en el artículo 82.1.b) de esta ley. 

2. Cuando las ordenanzas fiscales así lo establezcan, se aplicarán las siguientes 
bonificaciones: 

a) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente, para 
quienes inicien el ejercicio de cualquier actividad empresarial y tributen por cuota 
municipal, durante los cinco años de actividad siguientes a la conclusión del 
segundo período impositivo de desarrollo de aquélla. 

La aplicación de la bonificación requerirá que la actividad económica no se haya 
ejercido anteriormente bajo otra titularidad. Se entenderá que la actividad se ha 
ejercido anteriormente bajo otra titularidad, entre otros, en los supuestos de fusión, 
escisión o aportación de ramas de actividad. 

El período de aplicación de la bonificación caducará transcurridos cinco años 
desde la finalización de la exención prevista en el párrafo b) del apartado 1 del 
artículo 82 de esta ley. 

La bonificación se aplicará a la cuota tributaria, integrada por la cuota de tarifa 
ponderada por el coeficiente establecido en el artículo 86 y modificada, en su caso, 
por el coeficiente establecido en el artículo 87 de esta ley. En el supuesto de que 
resultase aplicable la bonificación a que alude el párrafo a) del apartado 1 anterior, 
la bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de aplicar 
la bonificación del citado párrafo a) del apartado 1. 

b) Una bonificación por creación de empleo de hasta el 50 por ciento de la cuota 
correspondiente, para los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que 
hayan incrementado el promedio de su plantilla de trabajadores con contrato 
indefinido durante el período impositivo inmediato anterior al de la aplicación de la 
bonificación, en relación con el período anterior a aquél. 

La ordenanza fiscal podrá establecer diferentes porcentajes de bonificación, sin 
exceder el límite máximo fijado en el párrafo anterior, en función de cuál sea el 
incremento medio de la plantilla de trabajadores con contrato indefinido. 
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La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las 
bonificaciones a que se refieren el apartado 1 de este artículo y el párrafo a) 
anterior. 

c) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para 
los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que: 

Utilicen o produzcan energía a partir de instalaciones para el aprovechamiento 
de energías renovables o sistemas de cogeneración. 

A estos efectos, se considerarán instalaciones para el aprovechamiento de las 
energías renovables las contempladas y definidas como tales en el Plan de 
Fomento de las Energías Renovables. Se considerarán sistemas de cogeneración 
los equipos e instalaciones que permitan la producción conjunta de electricidad y 
energía térmica útil. 

Realicen sus actividades industriales, desde el inicio de su actividad o por 
traslado posterior, en locales o instalaciones alejadas de las zonas más pobladas 
del término municipal. 

Establezcan un plan de transporte para sus trabajadores que tenga por objeto 
reducir el consumo de energía y las emisiones causadas por el desplazamiento al 
lugar del puesto de trabajo y fomentar el empleo de los medios de transporte más 
eficientes, como el transporte colectivo o el compartido. 

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las 
bonificaciones a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos a) y b) 
anteriores. 

d) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para 
los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y tengan una renta o 
rendimiento neto de la actividad económica negativos o inferiores a la cantidad que 
determine la ordenanza fiscal, la cual podrá fijar diferentes porcentajes de 
bonificación y límites en función de cuál sea la división, agrupación o grupo de las 
tarifas del impuesto en que se clasifique la actividad económica realizada. 

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las 
bonificaciones a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos 
anteriores de este apartado. 

e) Una bonificación de hasta el 95 por ciento de la cuota correspondiente para 
los sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que desarrollen actividades 
económicas que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal por 
concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del 
empleo que justifiquen tal declaración. Corresponderá dicha declaración al Pleno 
de la Corporación y se acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto 
favorable de la mayoría simple de sus miembros. 
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La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las 
bonificaciones a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos 
anteriores de este apartado. 

f) Una bonificación de hasta el 50 por ciento de la cuota correspondiente para los 
sujetos pasivos que tributen por cuota municipal y que hayan instalado puntos de 
recarga para vehículos eléctricos en los locales afectos a la actividad económica. 
La aplicación de esta bonificación estará condicionada a que las instalaciones 
dispongan de la correspondiente homologación por la Administración competente. 

La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, las 
bonificaciones a que se refieren el apartado 1 de este artículo y los párrafos 
anteriores de este apartado. 

3. La ordenanza fiscal correspondiente especificará los restantes aspectos 
sustantivos y formales a que se refiere el apartado anterior. Entre otras materias, la 
ordenanza fiscal determinará si todas o algunas de las citadas bonificaciones son o 
no aplicables simultáneamente. 

Artículo 89. Período impositivo y devengo. 

1. El período impositivo coincide con el año natural, excepto cuando se trate de 
declaraciones de alta, en cuyo caso abarcará desde la fecha de comienzo de la 
actividad hasta el final del año natural. 

2. El impuesto se devenga el primer día del período impositivo y las cuotas serán 
irreducibles, salvo cuando, en los casos de declaración de alta, el día de comienzo 
de la actividad no coincida con el año natural, en cuyo supuesto las cuotas se 
calcularán proporcionalmente al número de trimestres naturales que restan para 
finalizar el año, incluido el del comienzo del ejercicio de la actividad. 

Asimismo, y en el caso de baja por cese en el ejercicio de la actividad, las 
cuotas serán prorrateables por trimestres naturales, excluido aquél en el que se 
produzca dicho cese. A tal fin los sujetos pasivos podrán solicitar la devolución de 
la parte de la cuota correspondiente a los trimestres naturales en los que no se 
hubiera ejercido la actividad. 

3. Tratándose de espectáculos, cuando las cuotas estén establecidas por 
actuaciones aisladas, el devengo se produce por la realización de cada una de 
ellas, debiéndose presentar las correspondientes declaraciones en la forma que se 
establezca reglamentariamente. 

Artículo 90. Gestión tributaria del impuesto. 

1. El impuesto se gestiona a partir de la matrícula de éste. Dicha matrícula se 
formará anualmente para cada término y estará constituida por censos 
comprensivos de las actividades económicas, sujetos pasivos, cuotas mínimas y, 
en su caso, del recargo provincial. 
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La matrícula estará a disposición del público en los respectivos ayuntamientos. 

2. Los sujetos pasivos estarán obligados a presentar las correspondientes 
declaraciones censales de alta manifestando todos los elementos necesarios para 
su inclusión en la matrícula en los términos del artículo 90.1 de esta ley y dentro 
del plazo que reglamentariamente se establezca. A continuación se practicará por 
la Administración competente la liquidación correspondiente, la cual se notificará al 
sujeto pasivo, quien deberá efectuar el ingreso que proceda. 

Asimismo, los sujetos pasivos estarán obligados a comunicar las variaciones de 
orden físico, económico o jurídico que se produzcan en el ejercicio de las 
actividades gravadas y que tengan trascendencia a efectos de este impuesto, y las 
formalizarán en los plazos y términos reglamentariamente determinados. 

En particular, los sujetos pasivos a los que no resulte de aplicación la exención 
prevista en el párrafo c) del apartado 1 del artículo 82 de esta ley, deberán 
comunicar a la Agencia Estatal de Administración Tributaria el importe neto de su 
cifra de negocios. Asimismo, los sujetos pasivos deberán comunicar las 
variaciones que se produzcan en el importe neto de su cifra de negocios cuando tal 
variación suponga la modificación de la aplicación o no de la exención prevista en 
el párrafo c) del apartado 1 del artículo 82 de esta ley o una modificación en el 
tramo a considerar a efectos de la aplicación del coeficiente de ponderación 
previsto en el artículo 86 de esta ley. El Ministro de Hacienda establecerá los 
supuestos en que deberán presentarse estas comunicaciones, su contenido y su 
plazo y forma de presentación, así como los supuestos en que habrán de 
presentarse por vía telemática 

3. La inclusión, exclusión o alteración de los datos contenidos en los censos, 
resultantes de las actuaciones de inspección tributaria o de la formalización de 
altas y comunicaciones, se considerarán acto administrativo, y conllevarán la 
modificación del censo. Cualquier modificación de la matrícula que se refiera a 
datos obrantes en los censos requerirá, inexcusablemente, la previa alteración de 
estos últimos en el mismo sentido. 

4. Este impuesto podrá exigirse en régimen de autoliquidación, en los términos 
que reglamentariamente se establezcan. 

Artículo 91. Matrícula del impuesto. 

1. La formación de la matrícula del Impuesto, la calificación de las actividades 
económicas, el señalamiento de las cuotas correspondientes y, en general, la 
gestión censal del tributo se llevará a cabo por la Administración tributaria del 
Estado. 

Sin perjuicio de ello, la notificación de estos actos puede ser practicada por los 
ayuntamientos o por la Administración del Estado, juntamente con la notificación de 
las liquidaciones conducentes a la determinación de las deudas tributarias. 
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Tratándose de cuotas municipales, las funciones a que se refiere el párrafo 
primero de este apartado, podrán ser delegadas en los ayuntamientos, 
diputaciones provinciales, cabildos o consejos insulares y otras entidades 
reconocidas por las leyes y comunidades autónomas que lo soliciten, en los 
términos que reglamentariamente se establezca. 

2. La liquidación y recaudación, así como la revisión de los actos dictados en vía 
de gestión tributaria de este impuesto se llevará a cabo por los ayuntamientos y 
comprenderá las funciones de concesión y denegación de exenciones y 
bonificaciones, realización de las liquidaciones conducentes a la determinación de 
las deudas tributarias, emisión de los instrumentos de cobro, resolución de los 
expedientes de devolución de ingresos indebidos, resolución de los recursos que 
se interpongan contra dichos actos y actuaciones para la información y asistencia 
al contribuyente referidas a las materias comprendidas en este apartado. 

3. La inspección de este impuesto se llevará a cabo por los órganos 
competentes de la Administración tributaria del Estado, sin perjuicio de las 
delegaciones que puedan hacerse en los ayuntamientos, diputaciones provinciales, 
cabildos o consejos insulares y otras entidades locales reconocidas por las leyes y 
comunidades autónomas que lo soliciten, y de las fórmulas de colaboración que 
puedan establecerse con dichas entidades, todo ello en los términos que se 
disponga por el Ministro de Hacienda. 

4. En todo caso el conocimiento de las reclamaciones que se interpongan contra 
los actos de gestión censal dictados por la Administración tributaria del Estado a 
que se refiere el párrafo primero del apartado 1 de este artículo, así como los actos 
de igual naturaleza dictados en virtud de la delegación prevista en el párrafo 
tercero del mismo apartado, corresponderá a los Tribunales Económico-
Administrativos del Estado. 

De igual modo, corresponderá a los mencionados Tribunales Económico-
Administrativos el conocimiento de las reclamaciones que se interpongan contra 
los actos dictados en virtud de la delegación prevista en el apartado 3 de este 
artículo que supongan inclusión, exclusión o alteración de los datos contenidos en 
los censos del impuesto. 

Subsección 4.ª Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica 

Artículo 92. Naturaleza y hecho imponible. 

1. El Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica es un tributo directo que 
grava la titularidad de los vehículos de esta naturaleza, aptos para circular por las 
vías públicas, cualesquiera que sean su clase y categoría. 

2. Se considera vehículo apto para la circulación el que hubiera sido matriculado 
en los registros públicos correspondientes y mientras no haya causado baja en 
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éstos. A los efectos de este impuesto también se considerarán aptos los vehículos 
provistos de permisos temporales y matrícula turística. 

3. No están sujetos a este impuesto: 

a) Los vehículos que habiendo sido dados de baja en los Registros por 
antigüedad de su modelo, puedan ser autorizados para circular excepcionalmente 
con ocasión de exhibiciones, certámenes o carreras limitadas a los de esta 
naturaleza. 

b) Los remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción 
mecánica cuya carga útil no sea superior a 750 kilogramos. 

Artículo 93. Exenciones. 

1. Estarán exentos del impuesto: 

a) Los vehículos oficiales del Estado, comunidades autónomas y entidades 
locales adscritos a la defensa nacional o a la seguridad ciudadana. 

b) Los vehículos de representaciones diplomáticas, oficinas consulares, agentes 
diplomáticos y funcionarios consulares de carrera acreditados en España, que 
sean súbditos de los respectivos países, externamente identificados y a condición 
de reciprocidad en su extensión y grado. 

Asimismo, los vehículos de los organismos internacionales con sede u oficina en 
España y de sus funcionarios o miembros con estatuto diplomático. 

c) Los vehículos respecto de los cuales así se derive de lo dispuesto en tratados 
o convenios internacionales. 

d) Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la asistencia 
sanitaria o al traslado de heridos o enfermos. 

e) Los vehículos para personas de movilidad reducida a que se refiere el 
apartado A del anexo II del Reglamento General de Vehículos, aprobado por el 
Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre. 

Asimismo, están exentos los vehículos matriculados a nombre de minusválidos 
para su uso exclusivo. Esta exención se aplicará en tanto se mantengan dichas 
circunstancias, tanto a los vehículos conducidos por personas con discapacidad 
como a los destinados a su transporte. 

Las exenciones previstas en los dos párrafos anteriores no resultarán aplicables 
a los sujetos pasivos beneficiarios de ellas por más de un vehículo 
simultáneamente. 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se considerarán personas con 
minusvalía quienes tengan esta condición legal en grado igual o superior al 33 por 
ciento. 
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f) Los autobuses, microbuses y demás vehículos destinados o adscritos al 
servicio de transporte público urbano, siempre que tengan una capacidad que 
exceda de nueve plazas, incluida la del conductor. 

g) Los tractores, remolques, semirremolques y maquinaria provistos de Cartilla 
de Inspección Agrícola. 

2. Para poder aplicar las exenciones a que se refieren los párrafos e) y g) del 
apartado 1 de este artículo, los interesados deberán instar su concesión indicando 
las características del vehículo, su matrícula y la causa del beneficio. Declarada la 
exención por la Administración municipal, se expedirá un documento que acredite 
su concesión. 

En relación con la exención prevista en el segundo párrafo del párrafo e) del 
apartado 1 anterior, el interesado deberá aportar el certificado de la minusvalía 
emitido por el órgano competente y justificar el destino del vehículo ante el 
ayuntamiento de la imposición, en los términos que éste establezca en la 
correspondiente ordenanza fiscal. 

Artículo 94. Sujetos pasivos. 

Son sujetos pasivos de este impuesto las personas físicas o jurídicas y las 
entidades a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria, a cuyo nombre conste el vehículo en el permiso de circulación. 

Artículo 95. Cuota. 
1. El Impuesto se exigirá con arreglo al siguiente cuadro de tarifas: 

Potencia y clase de vehículo
Cuota 

– 
Euros

A) Turismos:

De menos de ocho caballos fiscales 12,62

De 8 hasta 11,99 caballos fiscales 34,08

De 12 hasta 15,99 caballos fiscales 71,94

De 16 hasta 19,99 caballos fiscales 89,61

De 20 caballos fiscales en adelante 112,00

B) Autobuses:

De menos de 21 plazas 83,30

De 21 a 50 plazas 118,64

De más de 50 plazas 148,30

C) Camiones:

De menos de 1.000 kilogramos de carga útil 42,28
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2. El cuadro de cuotas podrá ser modificado por la Ley de Presupuestos 
Generales del Estado. 

3. Reglamentariamente se determinará el concepto de las diversas clases de 
vehículos y las reglas para la aplicación de las tarifas. 

4. Los ayuntamientos podrán incrementar las cuotas fijadas en el apartado 1 de 
este artículo mediante la aplicación sobre ellas de un coeficiente, el cual no podrá 
ser superior a 2. 

Los ayuntamientos podrán fijar un coeficiente para cada una de las clases de 
vehículos previstas en el cuadro de tarifas recogido en el apartado 1 de este 
artículo, el cual podrá ser, a su vez, diferente para cada uno de los tramos fijados 
en cada clase de vehículo, sin exceder en ningún caso el límite máximo fijado en el 
párrafo anterior. 

5. En el caso de que los ayuntamientos no hagan uso de la facultad a que se 
refiere el apartado anterior, el impuesto se exigirá con arreglo a las cuotas del 
cuadro de tarifas. 

6. Las ordenanzas fiscales podrán regular, sobre la cuota del impuesto, 
incrementada o no por la aplicación del coeficiente, las siguientes bonificaciones: 

De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil 83,30

De más de 2.999 a 9.999 kilogramos de carga útil 118,64

De más de 9.999 kilogramos de carga útil 148,30

D) Tractores:

De menos de 16 caballos fiscales 17,67

De 16 a 25 caballos fiscales 27,77

De más de 25 caballos fiscales 83,30

E) Remolques y semirremolques arrastrados por vehículos de tracción mecánica:

De menos de 1.000 y más de 750 kilogramos de carga útil 17,67

De 1.000 a 2.999 kilogramos de carga útil 27,77

De más de 2.999 kilogramos de carga útil 83,30

F) Vehículos:

Ciclomotores 4,42

Motocicletas hasta 125 centímetros cúbicos 4,42

Motocicletas de más de 125 hasta 250 centímetros cúbicos 7,57

Motocicletas de más de 250 hasta 500 centímetros cúbicos 15,15

Motocicletas de más de 500 hasta 1.000 centímetros cúbicos 30,29

Motocicletas de más de 1.000 centímetros cúbicos 60,58
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a) Una bonificación de hasta el 75 por ciento en función de la clase de 
carburante que consuma el vehículo, en razón a la incidencia de la combustión de 
dicho carburante en el medio ambiente. 

b) Una bonificación de hasta el 75 por ciento en función de las características de 
los motores de los vehículos y su incidencia en el medio ambiente. 

c) Una bonificación de hasta el 100 por cien para los vehículos históricos o 
aquellos que tengan una antigüedad mínima de veinticinco años, contados a partir 
de la fecha de su fabricación o, si ésta no se conociera, tomando como tal la de su 
primera matriculación o, en su defecto, la fecha en que el correspondiente tipo o 
variante se dejó de fabricar. 

La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de las 
bonificaciones a que se refieren los párrafos anteriores se establecerá en la 
ordenanza fiscal. 

Artículo 96. Período impositivo y devengo. 

1. El período impositivo coincide con el año natural, salvo en el caso de primera 
adquisición de los vehículos. 

En este caso el período impositivo comenzará el día en que se produzca dicha 
adquisición. 

2. El impuesto se devenga el primer día del período impositivo. 

3. El importe de la cuota del impuesto se prorrateará por trimestres naturales en 
los casos de primera adquisición o baja definitiva del vehículo. También procederá 
el prorrateo de la cuota en los mismos términos en los supuestos de baja temporal 
por sustracción o robo de vehículo, y ello desde el momento en que se produzca 
dicha baja temporal en el Registro público correspondiente. 

Artículo 97. Gestión tributaria del impuesto. 

La gestión, liquidación, inspección y recaudación, así como la revisión de los 
actos dictados en vía de gestión tributaria corresponde al ayuntamiento del 
domicilio que conste en el permiso de circulación del vehículo. 

Artículo 98. Autoliquidación. 

1. Los ayuntamientos podrán exigir este impuesto en régimen de autoliquidación. 

2. En las respectivas ordenanzas fiscales los ayuntamientos dispondrán la clase 
de instrumento acreditativo del pago del impuesto. 

Artículo 99. Justificación del pago del impuesto. 

1. Quienes soliciten ante la Jefatura Provincial de Tráfico la matriculación o la 
certificación de aptitud para circular de un vehículo, deberán acreditar previamente 
el pago del impuesto. 
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2. Las Jefaturas Provinciales de Tráfico no tramitarán el cambio de titularidad 
administrativa de un vehículo en tanto su titular registral no haya acreditado el 
pago del impuesto correspondiente al período impositivo del año anterior a aquel 
en que se realiza el trámite. 

3. A efectos de la acreditación anterior, los Ayuntamientos o las entidades que 
ejerzan las funciones de recaudación por delegación, al finalizar el período 
voluntario, comunicarán informáticamente al Registro de Vehículos de la Dirección 
General de Tráfico el impago de la deuda correspondiente al período impositivo del 
año en curso. La inexistencia de anotaciones por impago en el Registro de 
Vehículos implicará, a los únicos efectos de realización del trámite, la acreditación 
anteriormente señalada. 

Subsección 5.ª Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras 

Artículo 100. Naturaleza y hecho imponible. 

1. El Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras es un tributo 
indirecto cuyo hecho imponible está constituido por la realización, dentro del 
término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para la que se 
exija obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística, se haya 
obtenido o no dicha licencia, o para la que se exija presentación de declaración 
responsable o comunicación previa, siempre que la expedición de la licencia o la 
actividad de control corresponda al ayuntamiento de la imposición. 

2. Está exenta del pago del impuesto la realización de cualquier construcción, 
instalación u obra de la que sea dueño el Estado, las comunidades autónomas o 
las entidades locales, que estando sujeta al impuesto, vaya a ser directamente 
destinada a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, 
saneamiento de poblaciones y de sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve 
a cabo por organismos autónomos, tanto si se trata de obras de inversión nueva 
como de conservación. 

Artículo 101. Sujetos pasivos. 

1. Son sujetos pasivos de este impuesto, a título de contribuyentes, las personas 
físicas, personas jurídicas o entidades del artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, que sean dueños de la construcción, instalación u 
obra, sean o no propietarios del inmueble sobre el que se realice aquélla. 

A los efectos previstos en el párrafo anterior tendrá la consideración de dueño de 
la construcción, instalación u obra quien soporte los gastos o el coste que 
comporte su realización. 

2. En el supuesto de que la construcción, instalación u obra no sea realizada por 
el sujeto pasivo contribuyente tendrán la condición de sujetos pasivos sustitutos del 
contribuyente quienes soliciten las correspondientes licencias o presenten las 
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correspondientes declaraciones responsables o comunicaciones previas o quienes 
realicen las construcciones, instalaciones u obras. 

El sustituto podrá exigir del contribuyente el importe de la cuota tributaria 
satisfecha. 

Artículo 102. Base imponible, cuota y devengo. 

1. La base imponible del impuesto está constituida por el coste real y efectivo de 
la construcción, instalación u obra, y se entiende por tal, a estos efectos, el coste 
de ejecución material de aquélla. 

No forman parte de la base imponible el Impuesto sobre el Valor Añadido y 
demás impuestos análogos propios de regímenes especiales, las tasas, precios 
públicos y demás prestaciones patrimoniales de carácter público local 
relacionadas, en su caso, con la construcción, instalación u obra, ni tampoco los 
honorarios de profesionales, el beneficio empresarial del contratista ni cualquier 
otro concepto que no integre, estrictamente, el coste de ejecución material. 

2. La cuota de este impuesto será el resultado de aplicar a la base imponible el 
tipo de gravamen. 

3. El tipo de gravamen del impuesto será el fijado por cada ayuntamiento, sin 
que dicho tipo pueda exceder del cuatro por cien. 

4. El impuesto se devenga en el momento de iniciarse la construcción, 
instalación u obra, aun cuando no se haya obtenido la correspondiente licencia. 

Artículo 103. Gestión tributaria del impuesto. 

Bonificaciones potestativas. 

1. Cuando se conceda la licencia preceptiva o se presente la declaración 
responsable o la comunicación previa o cuando, no habiéndose solicitado, 
concedido o denegado aún aquella o presentado éstas, se inicie la construcción, 
instalación u obra, se practicará una liquidación provisional a cuenta, 
determinándose la base imponible: 

a) En función del presupuesto presentado por los interesados, siempre que 
hubiera sido visado por el colegio oficial correspondiente cuando ello constituya un 
requisito preceptivo. 

b) Cuando la ordenanza fiscal así lo prevea, en función de los índices o módulos 
que ésta establezca al efecto. 

Una vez finalizada la construcción, instalación u obra, y teniendo en cuenta su 
coste real y efectivo, el ayuntamiento, mediante la oportuna comprobación 
administrativa, modificará, en su caso, la base imponible a que se refiere el 
apartado anterior practicando la correspondiente liquidación definitiva, y exigiendo 
del sujeto pasivo o reintegrándole, en su caso, la cantidad que corresponda. 
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2. Las ordenanzas fiscales podrán regular las siguientes bonificaciones sobre la 
cuota del impuesto: 

a) Una bonificación de hasta el 95 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras que sean declaradas de especial interés o utilidad municipal 
por concurrir circunstancias sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento 
del empleo que justifiquen tal declaración. Corresponderá dicha declaración al 
Pleno de la Corporación y se acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto 
favorable de la mayoría simple de sus miembros. 

b) Una bonificación de hasta el 95 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras en las que se incorporen sistemas para el aprovechamiento 
térmico o eléctrico de la energía solar. La aplicación de esta bonificación estará 
condicionada a que las instalaciones para producción de calor incluyan colectores 
que dispongan de la correspondiente homologación de la Administración 
competente. 

La bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de 
aplicar, en su caso, la bonificación a que se refiere el párrafo a) anterior. 

c) Una bonificación de hasta el 50 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras vinculadas a los planes de fomento de las inversiones 
privadas en infraestructuras. 

La bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de 
aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los párrafos a) y b) 
anteriores. 

d) Una bonificación de hasta el 50 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras referentes a las viviendas de protección oficial. 

La bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de 
aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los párrafos anteriores. 

e) Una bonificación de hasta el 90 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras que favorezcan las condiciones de acceso y habitabilidad de 
los discapacitados. 

La bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de 
aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los párrafos anteriores. 

f) Una bonificación de hasta el 90 por ciento a favor de las construcciones, 
instalaciones u obras necesarias para la instalación de puntos de recarga para 
vehículos eléctricos. La aplicación de esta bonificación estará condicionada a que 
las instalaciones dispongan de la correspondiente homologación por la 
Administración competente. 

La bonificación prevista en este párrafo se aplicará a la cuota resultante de 
aplicar, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los párrafos anteriores. 
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La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de las 
bonificaciones a que se refiere este apartado se establecerá en la ordenanza fiscal. 
Entre otras materias, la ordenanza fiscal determinará si todas o algunas de las 
citadas bonificaciones son o no aplicables simultáneamente. 

3. Las ordenanzas fiscales podrán regular como deducción de la cuota íntegra o 
bonificada del impuesto, el importe satisfecho o que deba satisfacer el sujeto 
pasivo en concepto de tasa por el otorgamiento de la licencia urbanística 
correspondiente a la construcción, instalación u obra de que se trate. 

La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de la deducción a 
que se refiere el párrafo anterior se establecerá en la ordenanza fiscal. 

4. Los ayuntamientos podrán exigir este impuesto en régimen de autoliquidación. 

5. Los ayuntamientos podrán establecer en sus ordenanzas fiscales sistemas de 
gestión conjunta y coordinada de este impuesto y de la tasa correspondiente al 
otorgamiento de la licencia. 

Subsección 6.ª Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana 

Artículo 104. Naturaleza y hecho imponible. Supuestos de no sujeción. 

1. El Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana es un tributo directo que grava el incremento de valor que experimenten 
dichos terrenos y se ponga de manifiesto a consecuencia de la transmisión de la 
propiedad de los terrenos por cualquier título o de la constitución o transmisión de 
cualquier derecho real de goce, limitativo del dominio, sobre los referidos terrenos. 

2. No está sujeto a este impuesto el incremento de valor que experimenten los 
terrenos que tengan la consideración de rústicos a efectos del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles. En consecuencia con ello, está sujeto el incremento de valor 
que experimenten los terrenos que deban tener la consideración de urbanos, a 
efectos de dicho Impuesto sobre Bienes Inmuebles, con independencia de que 
estén o no contemplados como tales en el Catastro o en el padrón de aquél. A los 
efectos de este impuesto, estará asimismo sujeto a éste el incremento de valor que 
experimenten los terrenos integrados en los bienes inmuebles clasificados como 
de características especiales a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

3. No se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de aportaciones de 
bienes y derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, 
adjudicaciones que a su favor y en pago de ellas se verifiquen y transmisiones que 
se hagan a los cónyuges en pago de sus haberes comunes. 

Tampoco se producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de transmisiones 
de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como consecuencia del 
cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación o divorcio 
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matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial. Asimismo, no se 
producirá la sujeción al impuesto en los supuestos de transmisiones de bienes 
inmuebles a título lucrativo en beneficio de las hijas, hijos, menores o personas con 
discapacidad sujetas a patria potestad, tutela o con medidas de apoyo para el 
adecuado ejercicio de su capacidad jurídica, cuyo ejercicio se llevará a cabo por 
las mujeres fallecidas como consecuencia de violencia contra la mujer, en los 
términos en que se defina por la ley o por los instrumentos internacionales 
ratificados por España, cuando estas transmisiones lucrativas traigan causa del 
referido fallecimiento. 

4. No se devengará el impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones 
de bienes inmuebles efectuadas a la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes 
de la Reestructuración Bancaria, S.A. regulada en la disposición adicional séptima 
de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de 
entidades de crédito, que se le hayan transferido, de acuerdo con lo establecido en 
el artículo 48 del Real Decreto 1559/2012, de 15 de noviembre, por el que se 
establece el régimen jurídico de las sociedades de gestión de activos. 

No se producirá el devengo del impuesto con ocasión de las aportaciones o 
transmisiones realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria, S.A., a entidades participadas directa o indirectamente 
por dicha Sociedad en al menos el 50 por ciento del capital, fondos propios, 
resultados o derechos de voto de la entidad participada en el momento 
inmediatamente anterior a la transmisión, o como consecuencia de la misma. 

No se devengará el impuesto con ocasión de las aportaciones o transmisiones 
realizadas por la Sociedad de Gestión de Activos Procedentes de la 
Reestructuración Bancaria, S.A., o por las entidades constituidas por esta para 
cumplir con su objeto social, a los fondos de activos bancarios, a que se refiere la 
disposición adicional décima de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre. 

No se devengará el impuesto por las aportaciones o transmisiones que se 
produzcan entre los citados Fondos durante el período de tiempo de 
mantenimiento de la exposición del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria 
a los Fondos, previsto en el apartado 10 de dicha disposición adicional décima. 

En la posterior transmisión de los inmuebles se entenderá que el número de 
años a lo largo de los cuales se ha puesto de manifiesto el incremento de valor de 
los terrenos no se ha interrumpido por causa de la transmisión derivada de las 
operaciones previstas en este apartado. 

5. No se producirá la sujeción al impuesto en las transmisiones de terrenos 
respecto de los cuales se constate la inexistencia de incremento de valor por 
diferencia entre los valores de dichos terrenos en las fechas de transmisión y 
adquisición. 
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Para ello, el interesado en acreditar la inexistencia de incremento de valor 
deberá declarar la transmisión, así como aportar los títulos que documenten la 
transmisión y la adquisición, entendiéndose por interesados, a estos efectos, las 
personas o entidades a que se refiere el artículo 106. 

Para constatar la inexistencia de incremento de valor, como valor de transmisión 
o de adquisición del terreno se tomará en cada caso el mayor de los siguientes 
valores, sin que a estos efectos puedan computarse los gastos o tributos que 
graven dichas operaciones: el que conste en el título que documente la operación 
o el comprobado, en su caso, por la Administración tributaria. 

Cuando se trate de la transmisión de un inmueble en el que haya suelo y 
construcción, se tomará como valor del suelo a estos efectos el que resulte de 
aplicar la proporción que represente en la fecha de devengo del impuesto el valor 
catastral del terreno respecto del valor catastral total y esta proporción se aplicará 
tanto al valor de transmisión como, en su caso, al de adquisición. 

Si la adquisición o la transmisión hubiera sido a título lucrativo se aplicarán las 
reglas de los párrafos anteriores tomando, en su caso, por el primero de los dos 
valores a comparar señalados anteriormente, el declarado en el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. 

En la posterior transmisión de los inmuebles a los que se refiere este apartado, 
para el cómputo del número de años a lo largo de los cuales se ha puesto de 
manifiesto el incremento de valor de los terrenos, no se tendrá en cuenta el periodo 
anterior a su adquisición. Lo dispuesto en este párrafo no será de aplicación en los 
supuestos de aportaciones o transmisiones de bienes inmuebles que resulten no 
sujetas en virtud de lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo o en la 
disposición adicional segunda de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del 
Impuesto sobre Sociedades. 

Artículo 105. Exenciones. 

1. Estarán exentos de este impuesto los incrementos de valor que se 
manifiesten como consecuencia de los siguientes actos: 

a) La constitución y transmisión de derechos de servidumbre. 

b) Las transmisiones de bienes que se encuentren dentro del perímetro 
delimitado como Conjunto Histórico-Artístico, o hayan sido declarados 
individualmente de interés cultural, según lo establecido en la Ley 16/1985, de 25 
de junio, del Patrimonio Histórico Español, cuando sus propietarios o titulares de 
derechos reales acrediten que han realizado a su cargo obras de conservación, 
mejora o rehabilitación en dichos inmuebles. A estos efectos, la ordenanza fiscal 
establecerá los aspectos sustantivos y formales de la exención. 
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c) Las transmisiones realizadas por personas físicas con ocasión de la dación en 
pago de la vivienda habitual del deudor hipotecario o garante del mismo, para la 
cancelación de deudas garantizadas con hipoteca que recaiga sobre la misma, 
contraídas con entidades de crédito o cualquier otra entidad que, de manera 
profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios. 

Asimismo, estarán exentas las transmisiones de la vivienda en que concurran 
los requisitos anteriores, realizadas en ejecuciones hipotecarias judiciales o 
notariales. 

Para tener derecho a la exención se requiere que el deudor o garante 
transmitente o cualquier otro miembro de su unidad familiar no disponga, en el 
momento de poder evitar la enajenación de la vivienda, de otros bienes o derechos 
en cuantía suficiente para satisfacer la totalidad de la deuda hipotecaria. Se 
presumirá el cumplimiento de este requisito. No obstante, si con posterioridad se 
comprobara lo contrario, se procederá a girar la liquidación tributaria 
correspondiente. 

A estos efectos, se considerará vivienda habitual aquella en la que haya figurado 
empadronado el contribuyente de forma ininterrumpida durante, al menos, los dos 
años anteriores a la transmisión o desde el momento de la adquisición si dicho 
plazo fuese inferior a los dos años. 

Respecto al concepto de unidad familiar, se estará a lo dispuesto en la Ley 
35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la 
Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio. A estos efectos, se equiparará el 
matrimonio con la pareja de hecho legalmente inscrita. 

Respecto de esta exención, no resultará de aplicación lo dispuesto en el artículo 
9.2 de esta Ley. 

2. Asimismo, estarán exentos de este impuesto los correspondientes 
incrementos de valor cuando la obligación de satisfacer aquél recaiga sobre las 
siguientes personas o entidades: 

a) El Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales, a las que 
pertenezca el municipio, así como los organismos autónomos del Estado y las 
entidades de derecho público de análogo carácter de las comunidades autónomas 
y de dichas entidades locales. 

b) El municipio de la imposición y demás entidades locales integradas o en las 
que se integre dicho municipio, así como sus respectivas entidades de derecho 
público de análogo carácter a los organismos autónomos del Estado. 

c) Las instituciones que tengan la calificación de benéficas o de benéfico-
docentes. 
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d) Las entidades gestoras de la Seguridad Social y las mutualidades de 
previsión social reguladas en la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación y 
supervisión de los seguros privados. 

e) Los titulares de concesiones administrativas revertibles respecto a los 
terrenos afectos a éstas. 

f) La Cruz Roja Española. 

g) Las personas o entidades a cuyo favor se haya reconocido la exención en 
tratados o convenios internacionales. 

Artículo 106. Sujetos pasivos. 

1. Es sujeto pasivo del impuesto a título de contribuyente: 

a) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de 
derechos reales de goce limitativos del dominio a título lucrativo, la persona física o 
jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya 
o transmita el derecho real de que se trate. 

b) En las transmisiones de terrenos o en la constitución o transmisión de 
derechos reales de goce limitativos del dominio a título oneroso, la persona física o 
jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, que transmita el terreno, o que constituya o 
transmita el derecho real de que se trate. 

2. En los supuestos a que se refiere el párrafo b) del apartado anterior, tendrá la 
consideración de sujeto pasivo sustituto del contribuyente, la persona física o 
jurídica, o la entidad a que se refiere el artículo 35.4 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, que adquiera el terreno o a cuyo favor se constituya 
o transmita el derecho real de que se trate, cuando el contribuyente sea una 
persona física no residente en España. 

Artículo 107. Base imponible. 

1. La base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del 
valor de los terrenos puesto de manifiesto en el momento del devengo y 
experimentado a lo largo de un periodo máximo de veinte años, y se determinará, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5 de este artículo, multiplicando el valor 
del terreno en el momento del devengo calculado conforme a lo establecido en sus 
apartados 2 y 3, por el coeficiente que corresponda al periodo de generación 
conforme a lo previsto en su apartado 4. 

2. El valor del terreno en el momento del devengo resultará de lo establecido en 
las siguientes reglas: 
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a) En las transmisiones de terrenos, el valor de estos en el momento del 
devengo será el que tengan determinado en dicho momento a efectos del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 

No obstante, cuando dicho valor sea consecuencia de una ponencia de valores 
que no refleje modificaciones de planeamiento aprobadas con posterioridad a la 
aprobación de la citada ponencia, se podrá liquidar provisionalmente este impuesto 
con arreglo a aquel. En estos casos, en la liquidación definitiva se aplicará el valor 
de los terrenos una vez se haya obtenido conforme a los procedimientos de 
valoración colectiva que se instruyan, referido a la fecha del devengo. Cuando esta 
fecha no coincida con la de efectividad de los nuevos valores catastrales, estos se 
corregirán aplicando los coeficientes de actualización que correspondan, 
establecidos al efecto en las leyes de presupuestos generales del Estado. 

Cuando el terreno, aun siendo de naturaleza urbana o integrado en un bien 
inmueble de características especiales, en el momento del devengo del impuesto, 
no tenga determinado valor catastral en dicho momento, el ayuntamiento podrá 
practicar la liquidación cuando el referido valor catastral sea determinado, 
refiriendo dicho valor al momento del devengo. 

Los ayuntamientos podrán establecer en la ordenanza fiscal un coeficiente 
reductor sobre el valor señalado en los párrafos anteriores que pondere su grado 
de actualización, con el máximo del 15 por ciento. 

b) En la constitución y transmisión de derechos reales de goce limitativos del 
dominio, los porcentajes anuales contenidos en el apartado 4 de este artículo se 
aplicarán sobre la parte del valor definido en el párrafo a) anterior que represente, 
respecto de aquel, el valor de los referidos derechos calculado mediante la 
aplicación de las normas fijadas a efectos del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

c) En la constitución o transmisión del derecho a elevar una o más plantas sobre 
un edificio o terreno, o del derecho de realizar la construcción bajo suelo sin 
implicar la existencia de un derecho real de superficie, los porcentajes anuales 
contenidos en el apartado 4 de este artículo se aplicarán sobre la parte del valor 
definido en el párrafo a) que represente, respecto de aquel, el módulo de 
proporcionalidad fijado en la escritura de transmisión o, en su defecto, el que 
resulte de establecer la proporción entre la superficie o volumen de las plantas a 
construir en vuelo o subsuelo y la total superficie o volumen edificados una vez 
construidas aquellas. 

d) En los supuestos de expropiaciones forzosas, los porcentajes anuales 
contenidos en el apartado 4 de este artículo se aplicarán sobre la parte del 
justiprecio que corresponda al valor del terreno, salvo que el valor definido en el 
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párrafo a) del apartado 2 anterior fuese inferior, en cuyo caso prevalecerá este 
último sobre el justiprecio. 

3. Los ayuntamientos podrán establecer una reducción cuando se modifiquen los 
valores catastrales como consecuencia de un procedimiento de valoración 
colectiva de carácter general. En ese caso, se tomará como valor del terreno, o de 
la parte de este que corresponda según las reglas contenidas en el apartado 
anterior, el importe que resulte de aplicar a los nuevos valores catastrales dicha 
reducción durante el período de tiempo y porcentajes máximos siguientes: 

a) La reducción, en su caso, se aplicará, como máximo, respecto de cada uno 
de los cinco primeros años de efectividad de los nuevos valores catastrales. 

b) La reducción tendrá como porcentaje máximo el 60 por ciento. Los 
ayuntamientos podrán fijar un tipo de reducción distinto para cada año de 
aplicación de la reducción. 

La reducción prevista en este apartado no será de aplicación a los supuestos en 
los que los valores catastrales resultantes del procedimiento de valoración 
colectiva a que aquel se refiere sean inferiores a los hasta entonces vigentes. 

El valor catastral reducido en ningún caso podrá ser inferior al valor catastral del 
terreno antes del procedimiento de valoración colectiva. 

La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de la reducción 
se establecerá en la ordenanza fiscal. 

4. El periodo de generación del incremento de valor será el número de años a lo 
largo de los cuales se haya puesto de manifiesto dicho incremento. 

En los supuestos de no sujeción, salvo que por ley se indique otra cosa, para el 
cálculo del periodo de generación del incremento de valor puesto de manifiesto en 
una posterior transmisión del terreno, se tomará como fecha de adquisición, a los 
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, aquella en la que se produjo el 
anterior devengo del impuesto. 

En el cómputo del número de años transcurridos se tomarán años completos, es 
decir, sin tener en cuenta las fracciones de año. En el caso de que el periodo de 
generación sea inferior a un año, se prorrateará el coeficiente anual teniendo en 
cuenta el número de meses completos, es decir, sin tener en cuenta las fracciones 
de mes. 

El coeficiente a aplicar sobre el valor del terreno en el momento del devengo, 
calculado conforme a lo dispuesto en los apartados anteriores, será el que 
corresponda de los aprobados por el ayuntamiento según el periodo de generación 
del incremento de valor, sin que pueda exceder de los límites siguientes: 
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Estos coeficientes máximos serán actualizados anualmente mediante norma con 
rango legal, pudiendo llevarse a cabo dicha actualización mediante las leyes de 
presupuestos generales del Estado. 

Si, como consecuencia de la actualización referida en el párrafo anterior, alguno 
de los coeficientes aprobados por la vigente ordenanza fiscal resultara ser superior 
al correspondiente nuevo máximo legal, se aplicará este directamente hasta que 
entre en vigor la nueva ordenanza fiscal que corrija dicho exceso. 

5. Cuando, a instancia del sujeto pasivo, conforme al procedimiento establecido 
en el artículo 104.5, se constate que el importe del incremento de valor es inferior 
al importe de la base imponible determinada con arreglo a lo dispuesto en los 
apartados anteriores de este artículo, se tomará como base imponible el importe 
de dicho incremento de valor. 

Artículo 108. Tipo de gravamen. Cuota íntegra y cuota líquida. 

1. El tipo de gravamen del impuesto será el fijado por cada ayuntamiento, sin 
que dicho tipo pueda exceder del 30 por ciento. 

Dentro del límite señalado en el párrafo anterior, los ayuntamientos podrán fijar 
un solo tipo de gravamen o uno para cada uno de los períodos de generación del 
incremento de valor indicados en el apartado 4 del artículo anterior. 

2. La cuota íntegra del impuesto será el resultado de aplicar a la base imponible 
el tipo de gravamen. 

3. La cuota líquida del impuesto será el resultado de aplicar sobre la cuota 
íntegra, en su caso, las bonificaciones a que se refieren los apartados siguientes. 

4. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 95 por 
ciento de la cuota íntegra del impuesto, en las transmisiones de terrenos, y en la 
transmisión o constitución de derechos reales de goce limitativos del dominio, 
realizadas a título lucrativo por causa de muerte a favor de los descendientes y 
adoptados, los cónyuges y los ascendientes y adoptantes. 

5. Las ordenanzas fiscales podrán regular una bonificación de hasta el 95 por 
ciento de la cuota íntegra del impuesto, en las transmisiones de terrenos, y en la 
transmisión o constitución de derechos reales de goce limitativos del dominio de 
terrenos, sobre los que se desarrollen actividades económicas que sean 
declaradas de especial interés o utilidad municipal por concurrir circunstancias 
sociales, culturales, histórico artísticas o de fomento del empleo que justifiquen tal 
declaración. Corresponderá dicha declaración al Pleno de la Corporación y se 
acordará, previa solicitud del sujeto pasivo, por voto favorable de la mayoría simple 
de sus miembros. 
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6. La regulación de los restantes aspectos sustantivos y formales de las 
bonificaciones a que se refieren los apartados anteriores se establecerá en la 
ordenanza fiscal. 

Artículo 109. Devengo. 

1. El impuesto se devenga: 

a) Cuando se transmita la propiedad del terreno, ya sea a título oneroso o 
gratuito, entre vivos o por causa de muerte, en la fecha de la transmisión. 

b) Cuando se constituya o transmita cualquier derecho real de goce limitativo del 
dominio, en la fecha en que tenga lugar la constitución o transmisión. 

2. Cuando se declare o reconozca judicial o administrativamente por resolución 
firme haber tenido lugar la nulidad, rescisión o resolución del acto o contrato 
determinante de la transmisión del terreno o de la constitución o transmisión del 
derecho real de goce sobre aquel, el sujeto pasivo tendrá derecho a la devolución 
del impuesto satisfecho, siempre que dicho acto o contrato no le hubiere producido 
efectos lucrativos y que reclame la devolución en el plazo de cinco años desde que 
la resolución quedó firme, entendiéndose que existe efecto lucrativo cuando no se 
justifique que los interesados deban efectuar las recíprocas devoluciones a que se 
refiere el artículo 1.295 del Código Civil. Aunque el acto o contrato no haya 
producido efectos lucrativos, si la rescisión o resolución se declarase por 
incumplimiento de las obligaciones del sujeto pasivo del impuesto, no habrá lugar a 
devolución alguna. 

3. Si el contrato queda sin efecto por mutuo acuerdo de las partes contratantes, 
no procederá la devolución del impuesto satisfecho y se considerará como un acto 
nuevo sujeto a tributación. Como tal mutuo acuerdo se estimará la avenencia en 
acto de conciliación y el simple allanamiento a la demanda. 

4. En los actos o contratos en que medie alguna condición, su calificación se 
hará con arreglo a las pres cripciones contenidas en el Código Civil. Si fuese 
suspensiva no se liquidará el impuesto hasta que ésta se cumpla. Si la condición 
fuese resolutoria, se exigirá el impuesto desde luego, a reserva, cuando la 
condición se cumpla, de hacer la oportuna devolución según la regla del apartado 
anterior. 

Artículo 110. Gestión tributaria del impuesto. 

1. Los sujetos pasivos vendrán obligados a presentar ante el ayuntamiento 
correspondiente la declaración que determine la ordenanza respectiva, 
conteniendo los elementos de la relación tributaria imprescindibles para practicar la 
liquidación procedente. 

2. Dicha declaración deberá ser presentada en los siguientes plazos, a contar 
desde la fecha en que se produzca el devengo del impuesto: 
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a) Cuando se trate de actos ínter vivos, el plazo será de treinta días hábiles. 

b) Cuando se trate de actos por causa de muerte, el plazo será de seis meses 
prorrogables hasta un año a solicitud del sujeto pasivo. 

3. A la declaración se acompañará el documento en el que consten los actos o 
contratos que originan la imposición. 

4. Los ayuntamientos quedan facultados para establecer el sistema de 
autoliquidación por el sujeto pasivo, que llevará consigo el ingreso de la cuota 
resultante de aquella dentro de los plazos previstos en el apartado 2 de este 
artículo. Respecto de dichas autoliquidaciones, sin perjuicio de las facultades de 
comprobación de los valores declarados por el interesado o el sujeto pasivo a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 104.5 y 107.5, respectivamente, el 
ayuntamiento correspondiente solo podrá comprobar que se han efectuado 
mediante la aplicación correcta de las normas reguladoras del impuesto, sin que 
puedan atribuirse valores, bases o cuotas diferentes de las resultantes de tales 
normas. 

En ningún caso podrá exigirse el impuesto en régimen de autoliquidación 
cuando se trate del supuesto a que se refiere el artículo 107.2.a), párrafo tercero. 

5. Cuando los ayuntamientos no establezcan el sistema de autoliquidación, las 
liquidaciones del impuesto se notificaran íntegramente a los sujetos pasivos con 
indicación del plazo de ingreso y expresión de los recursos procedentes. 

6. Con independencia de lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, están 
igualmente obligados a comunicar al ayuntamiento la realización del hecho 
imponible en los mismos plazos que los sujetos pasivos: 

a) En los supuestos contemplados en el párrafo a) del artículo 106 de esta ley, 
siempre que se hayan producido por negocio jurídico entre vivos, el donante o la 
persona que constituya o transmita el derecho real de que se trate. 

b) En los supuestos contemplados en el párrafo b) de dicho artículo, el 
adquirente o la persona a cuyo favor se constituya o transmita el derecho real de 
que se trate. 

7. Asimismo, los notarios estarán obligados a remitir al ayuntamiento respectivo, 
dentro de la primera quincena de cada trimestre, relación o índice comprensivo de 
todos los documentos por ellos autorizados en el trimestre anterior, en los que se 
contengan hechos, actos o negocios jurídicos que pongan de manifiesto la 
realización del hecho imponible de este impuesto, con excepción de los actos de 
última voluntad. También estarán obligados a remitir, dentro del mismo plazo, 
relación de los documentos privados comprensivos de los mismos hechos, actos o 
negocios jurídicos, que les hayan sido presentados para conocimiento o 
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legitimación de firmas. Lo prevenido en este apartado se entiende sin perjuicio del 
deber general de colaboración establecido en la Ley General Tributaria. 

En la relación o índice que remitan los notarios al ayuntamiento, éstos deberán 
hacer constar la referencia catastral de los bienes inmuebles cuando dicha 
referencia se corresponda con los que sean objeto de transmisión. Esta obligación 
será exigible a partir de 1 de abril de 2002. 

Los notarios advertirán expresamente a los comparecientes en los documentos 
que autoricen sobre el plazo dentro del cual están obligados los interesados a 
presentar declaración por el impuesto y, asimismo, sobre las responsabilidades en 
que incurran por la falta de presentación de declaraciones. 

8. Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 8, las Administraciones tributarias de 
las comunidades autónomas y de las entidades locales colaborarán para la 
aplicación del impuesto y, en particular, para dar cumplimiento a lo establecido en 
los artículos 104.5 y 107.5, pudiendo suscribirse para ello los correspondientes 
convenios de intercambio de información tributaria y de colaboración. 

CAPÍTULO IV 

Madrid 

Artículo 160. Régimen financiero especial. 

El municipio de Madrid tendrá un régimen financiero especial, del que será 
supletorio lo dispuesto en esta ley. 
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TEMA 9 - Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención 
de Riesgos Laborales 

I. Prevención de Riesgos Laborales:  

A. Delegados de prevención.  
Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos Laborales: 

Delegados prevención.  Comités de seguridad y salud 

Artículo 35. Delegados de Prevención. 
1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con 

funciones específicas en materia de prevención de riesgos en el trabajo. 

2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los 
representantes del personal, en el ámbito de los órganos de representación 
previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la 
siguiente escala: 

De 50 a 100 trabajadores:   2 Delegados de Prevención. 

De 101 a 500 trabajadores:   3 Delegados de Prevención. 

De 501 a 1.000 trabajadores:  4 Delegados de Prevención. 

De 1.001 a 2.000 trabajadores:  5 Delegados de Prevención. 

De 2.001 a 3.000 trabajadores:  6 Delegados de Prevención. 

De 3.001 a 4.000 trabajadores:  7 Delegados de Prevención. 

De 4.001 en adelante:   8 Delegados de Prevención. 

En las empresas de hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será 
el Delegado de Personal. En las empresas de treinta y uno a cuarenta y nueve 
trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los 
Delegados de Personal. 

3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en 
cuenta los siguientes criterios: 

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a 
un año se computarán como trabajadores fijos de plantilla. 

b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número 
de días trabajados en el período de un año anterior a la designación. Cada 
doscientos días trabajados o fracción se computarán como un trabajador más. 
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4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos 
podrán establecerse otros sistemas de designación de los Delegados de 
Prevención, siempre que se garantice que la facultad de designación corresponde 
a los representantes del personal o a los propios trabajadores. 

Asimismo, en la negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere 
el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los Trabajadores podrá acordarse que las 
competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención sean 
ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos 
citados. Dichos órganos podrán asumir, en los términos y conforme a las 
modalidades que se acuerden, competencias generales respecto del conjunto de 
los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del 
acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa 
sobre prevención de riesgos laborales. 

Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, 
en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación 
colectiva y participación en la determinación de las condiciones de trabajo de los 
empleados públicos, otros sistemas de designación de los Delegados de 
Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos 
puedan ser ejercidas por órganos específicos. 

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de 
Prevención. 

1. Son competencias de los Delegados de Prevención: 

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva. 

b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la 
normativa sobre prevención de riesgos laborales. 

c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca 
de las decisiones a que se refiere el artículo 33 de la presente Ley. 

d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa 
de prevención de riesgos laborales. 

En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 
38 de esta Ley, no cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el 
número mínimo de trabajadores establecido al efecto, las competencias atribuidas 
a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de Prevención. 

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, 
éstos estarán facultados para: 

a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del 
medio ambiente de trabajo, así como, en los términos previstos en el artículo 40 de 
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esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad Social en las visitas y 
verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el 
cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo 
formular ante ellos las observaciones que estimen oportunas. 

b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 
de esta Ley, a la información y documentación relativa a las condiciones de trabajo 
que sean necesarias para el ejercicio de sus funciones y, en particular, a la prevista 
en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté sujeta a las 
limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el 
respeto de la confidencialidad. 

c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de 
los trabajadores una vez que aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo 
presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el lugar de los hechos para 
conocer las circunstancias de los mismos. 

d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de 
las personas u órganos encargados de las actividades de protección y prevención 
en la empresa, así como de los organismos competentes para la seguridad y la 
salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40 de esta Ley 
en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y 
control del estado de las condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a 
cualquier zona de los mismos y comunicarse durante la jornada con los 
trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso 
productivo. 

f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para 
la mejora de los niveles de protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al empresario, así como al 
Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo. 

g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del 
acuerdo de paralización de actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 
21. 

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo 
dispuesto en la letra c) del apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un 
plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible cuando se trate de adoptar 
medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse 
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión. 

4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas 
por el Delegado de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 
de este artículo deberá ser motivada. 
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Artículo 37. Garantías y sigilo profesional de los Delegados de 
Prevención. 

1. Lo previsto en el artículo 68 del Estatuto de los Trabajadores en materia de 
garantías será de aplicación a los Delegados de Prevención en su condición de 
representantes de los trabajadores. 

El tiempo utilizado por los Delegados de Prevención para el desempeño de las 
funciones previstas en esta Ley será considerado como de ejercicio de funciones 
de representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales 
retribuidas previsto en la letra e) del citado artículo 68 del Estatuto de los 
Trabajadores. 

No obstante lo anterior, será considerado en todo caso como tiempo de trabajo 
efectivo, sin imputación al citado crédito horario, el correspondiente a las reuniones 
del Comité de Seguridad y Salud y a cualesquiera otras convocadas por el 
empresario en materia de prevención de riesgos, así como el destinado a las 
visitas previstas en las letras a) y c) del número 2 del artículo anterior. 

2. El empresario deberá proporcionar a los Delegados de Prevención los medios 
y la formación en materia preventiva que resulten necesarios para el ejercicio de 
sus funciones. 

La formación se deberá facilitar por el empresario por sus propios medios o 
mediante concierto con organismos o entidades especializadas en la materia y 
deberá adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos, 
repitiéndose periódicamente si fuera necesario. 

El tiempo dedicado a la formación será considerado como tiempo de trabajo a 
todos los efectos y su coste no podrá recaer en ningún caso sobre los Delegados 
de Prevención. 

3. A los Delegados de Prevención les será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 65 del Estatuto de los Trabajadores en cuanto al sigilo 
profesional debido respecto de las informaciones a que tuviesen acceso como 
consecuencia de su actuación en la empresa. 

4. Lo dispuesto en el presente artículo en materia de garantías y sigilo 
profesional de los Delegados de Prevención se entenderá referido, en el caso de 
las relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las 
Administraciones públicas, a la regulación contenida en los artículos 10, párrafo 
segundo, y 11 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de Organos de Representación, 
Determinación de las Condiciones de Trabajo y Participación del Personal al 
Servicio de las Administraciones Públicas. 
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B. Comités de seguridad y salud.  

Artículo 38. Comité de Seguridad y Salud. 
1. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano paritario y colegiado de 

participación destinado a la consulta regular y periódica de las actuaciones de la 
empresa en materia de prevención de riesgos. 

2. Se constituirá un Comité de Seguridad y Salud en todas las empresas o 
centros de trabajo que cuenten con 50 o más trabajadores. 

El Comité estará formado por los Delegados de Prevención, de una parte, y por 
el empresario y/o sus representantes en número igual al de los Delegados de 
Prevención, de la otra. 

En las reuniones del Comité de Seguridad y Salud participarán, con voz pero sin 
voto, los Delegados Sindicales y los responsables técnicos de la prevención en la 
empresa que no estén incluidos en la composición a la que se refiere el párrafo 
anterior. En las mismas condiciones podrán participar trabajadores de la empresa 
que cuenten con una especial cualificación o información respecto de concretas 
cuestiones que se debatan en este órgano y técnicos en prevención ajenos a la 
empresa, siempre que así lo solicite alguna de las representaciones en el Comité. 

3. El Comité de Seguridad y Salud se reunirá trimestralmente y siempre que lo 
solicite alguna de las representaciones en el mismo. El Comité adoptará sus 
propias normas de funcionamiento. 

Las empresas que cuenten con varios centros de trabajo dotados de Comité de 
Seguridad y Salud podrán acordar con sus trabajadores la creación de un Comité 
Intercentros, con las funciones que el acuerdo le atribuya. 

Artículo 39. Competencias y facultades del Comité de Seguridad y 
Salud. 

1. El Comité de Seguridad y Salud tendrá las siguientes competencias: 

a) Participar en la elaboración, puesta en práctica y evaluación de los planes y 
programas de prevención de riesgos de la empresa. A tal efecto, en su seno se 
debatirán, antes de su puesta en práctica y en lo referente a su incidencia en la 
prevención de riesgos, la elección de la modalidad organizativa de la empresa y, en 
su caso, la gestión realizada por las entidades especializadas con las que la 
empresa hubiera concertado la realización de actividades preventivas; los 
proyectos en materia de planificación, organización del trabajo e introducción de 
nuevas tecnologías, organización y desarrollo de las actividades de protección y 
prevención a que se refiere el artículo 16 de esta Ley y proyecto y organización de 
la formación en materia preventiva. 
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b) Promover iniciativas sobre métodos y procedimientos para la efectiva 
prevención de los riesgos, proponiendo a la empresa la mejora de las condiciones 
o la corrección de las deficiencias existentes. 

2. En el ejercicio de sus competencias, el Comité de Seguridad y Salud estará 
facultado para: 

a) Conocer directamente la situación relativa a la prevención de riesgos en el 
centro de trabajo, realizando a tal efecto las visitas que estime oportunas. 

b) Conocer cuantos documentos e informes relativos a las condiciones de 
trabajo sean necesarios para el cumplimiento de sus funciones, así como los 
procedentes de la actividad del servicio de prevención, en su caso. 

c) Conocer y analizar los daños producidos en la salud o en la integridad física 
de los trabajadores, al objeto de valorar sus causas y proponer las medidas 
preventivas oportunas. 

d) Conocer e informar la memoria y programación anual de servicios de 
prevención. 

3. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley respecto de la 
colaboración entre empresas en los supuestos de desarrollo simultáneo de 
actividades en un mismo centro de trabajo, se podrá acordar la realización de 
reuniones conjuntas de los Comités de Seguridad y Salud o, en su defecto, de los 
Delegados de Prevención y empresarios de las empresas que carezcan de dichos 
Comités, u otras medidas de actuación coordinada. 

Artículo 40. Colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. 

1. Los trabajadores y sus representantes podrán recurrir a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social si consideran que las medidas adoptadas y los medios 
utilizados por el empresario no son suficientes para garantizar la seguridad y la 
salud en el trabajo. 

2. En las visitas a los centros de trabajo para la comprobación del cumplimiento 
de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, el Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social comunicará su presencia al empresario o a su representante o a 
la persona inspeccionada, al Comité de Seguridad y Salud, al Delegado de 
Prevención o, en su ausencia, a los representantes legales de los trabajadores, a 
fin de que puedan acompañarle durante el desarrollo de su visita y formularle las 
observaciones que estimen oportunas, a menos que considere que dichas 
comunicaciones puedan perjudicar el éxito de sus funciones. 

3. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social informará a los Delegados de 
Prevención sobre los resultados de las visitas a que hace referencia el apartado 
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anterior y sobre las medidas adoptadas como consecuencia de las mismas, así 
como al empresario mediante diligencia en el Libro de Visitas de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social que debe existir en cada centro de trabajo. 

4. Las organizaciones sindicales y empresariales más representativas serán 
consultadas con carácter previo a la elaboración de los planes de actuación de la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social en materia de prevención de riesgos en 
el trabajo, en especial de los programas específicos para empresas de menos de 
seis trabajadores, e informadas del resultado de dichos planes. 
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I. Acuerdo Convenio (Salud Laboral) 

A. Representación de los empleados públicos.  

ARTÍCULO 45  
SALUD LABORAL 

1. La Administración del Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos, 
fomentará una auténtica cultura de la prevención en el trabajo, que asegure el 
cumplimiento efectivo y real de las obligaciones preventivas y proscriba el 
cumplimiento meramente formal o documental de tales obligaciones, garantizará la 
protección de la seguridad y salud de todos sus empleados/as mediante el 
cumplimiento de la legislación de prevención de riesgos laborales y garantizará 
que los/las representantes de los empleados/as municipales sean consultados y 
alentados a participar activamente en la actividad preventiva.  

En el marco de sus responsabilidades, la Administración adoptará cuantas 
medidas sean necesarias para la protección de la seguridad y la salud de los/as 
empleados/as municipales, en materia de evaluación de riesgos, información, 
consulta y participación, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e 
inminente y vigilancia de la salud, mediante los instrumentos necesarios en los 
términos establecidos en el capítulo IV de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales y en las actividades previstas en la misma 
conforme a su artículo 3.2.  

La Administración Municipal integrará la prevención en el conjunto de sus 
actividades y decisiones, potenciando sus recursos y adecuando su contenido a 
las peculiaridades organizativas y de participación del personal a su servicio, así 
como la coordinación de las acciones preventivas a las que esté obligado por 
disposición normativa.  

Las Secretarías Generales Técnicas de las Áreas de Gobierno, Direcciones 
Generales, Coordinaciones de Distrito y Gerencias de los Organismos Autónomos, 
coordinaran la gestión de la Prevención de Riesgos Laborales e impulsaran, 
controlaran y supervisaran el cumplimiento de las actuaciones en materia de 
prevención de riesgos laborales, en el ámbito organizativo de su competencia, 
asumiendo las responsabilidades según establece el Plan de Prevención.  

Los/as titulares de la dirección de los Centros y establecimientos municipales 
velaran por cumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos 
laborales que establece la normativa vigente, así como de garantizar la seguridad y 
salud de los/as trabajadores/as adscritos a sus respectivos Centros y/o 
Instalaciones, a tal efecto recibirán formación específica y obligatoria en materia de 
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Prevención de riesgos laborales, asumiendo las responsabilidades según 
establece el Plan de Prevención.  

Asimismo, las partes se comprometen a integrar el principio de igualdad en las 
políticas de salud, conforme a lo dispuesto en el Plan de Igualdad, que se 
incorpora como Anexo.  

Los/as trabajadores/as tienen derecho a:  

Una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.  
Ser informado/a de los riesgos para su salud y seguridad, y de las medidas 
preventivas adoptadas, incluidas las previstas para hacer frente a situaciones de 
emergencia. 
Recibir una formación teórica y práctica suficiente y adecuada tanto en el momento 
de su contratación, como periódicamente, cuando se produzcan cambios en las 
funciones, cuando se introduzcan nuevas tecnologías o cambio en los equipos de 
trabajo.  
Efectuar propuestas de mejora al Servicio de Prevención, a los Delegados de 
Prevención y al Comité de Seguridad y Salud, a través de quienes se ejerce su 
derecho a participar.  
 Medidas de protección específicas cuando por sus propias características 
personales o estado biológico conocido o incapacidad física, psíquica o sensorial, 
sean especialmente sensibles a determinados riesgos derivados del trabajo.  
 La vigilancia permanente y continua de su estado de salud, en función de los 
riesgos inherentes a su puesto. La periodicidad, a la que se hace referencia en el 
artículo 22 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, de los reconocimientos médicos será la que marquen los Protocolos de 
Vigilancia Sanitaria específica de los/as trabajadores/as. El personal municipal que 
deba acudir a estos reconocimientos médicos fuera de su jornada laboral por 
practicarse en turno distinto al suyo, será compensado con cargo a su jornada 
laboral del tiempo invertido en los mismos.  
 En los términos de lo establecido en el artículo 21 de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales y ante una situación de riesgo 
grave o inminente el/la trabajador/a tendrá derecho a interrumpir su actividad y a 
abandonar el lugar de trabajo.  
Corresponde a cada empleado/a velar, según sus posibilidades y mediante el 
cumplimiento de las medidas de prevención que en cada caso sean adoptadas, por 
su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a las 
que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el 
trabajo, de conformidad con su formación y las instrucciones de la administración. 

 
Para ello: 
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Los/as empleados/as municipales pondrán en práctica las medidas que se adopten 
legal y reglamentariamente para prevenir los riesgos en el trabajo.  
Informarán de inmediato de cualquier situación que, a su juicio, entrañe un riesgo 
para la seguridad y salud de los/as empleados/as.  
Utilizarán adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, 
las máquinas, aparatos, herramientas, materiales, sustancias peligrosas, equipos y 
cualquier medio con los que desarrollen su actividad. Asimismo, utilizarán 
correctamente los dispositivos de seguridad existentes en los lugares de trabajo y 
harán buen uso de los medios y equipos de protección facilitados por el 
Ayuntamiento, de acuerdo con las instrucciones recibidas.  
Colaborarán para que el Ayuntamiento pueda garantizar condiciones de trabajo 
seguras y que no entrañen riesgos para la seguridad y salud de los/as 
trabajadores/as.  
Formarán parte, cuando se les designe, de los equipos de emergencia que se 
determinen para planes de autoprotección y medidas de emergencias en los 
edificios municipales. 

Se garantizará la información y la formación teórica, suficiente, práctica y 
adecuada en estas materias a todos los/as empleados/as municipales, haciendo 
especial incidencia al inicio de la relación laboral, con ocasión del cambio de 
puesto de trabajo o de la necesidad de aplicación de nuevas técnicas, equipos o 
materiales que puedan ocasionar riesgos para el propio empleado/a, para sus 
compañeros/as o terceros.  

En concordancia con todo lo anterior y aplicando principio preventivos 
proactivos, por medio de campañas coordinadas con la unidad competente en la 
materia, toda la plantilla municipal será informada periódicamente sobre la 
conveniencia de adoptar posturas, conductas y hábitos saludables y sobre la 
realización de una actividad física moderada.  

Si en los informes médicos emitidos por el Departamento de Salud Laboral como 
consecuencia del cumplimiento de lo previsto en el artículo 22 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se recomienda al/la 
empleado/a la realización de ejercicio físico, se facilitará desde la Corporación la 
entrada gratuita a las instalaciones deportivas municipales.  

ARTÍCULO 46  
SERVICIO DE PREVENCIÓN 

1. Definición. 

Se entenderá por servicio de prevención el conjunto de medios humanos y 
materiales de la Administración Municipal, asignados a la realización de las 
actividades de prevención en el ámbito al que se refiere este Acuerdo – Convenio, 
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es decir, en el ámbito del Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos 
para garantizar la adecuada protección de la seguridad y la salud de los/as 
empleados/as municipales asesorando y asistiendo a la Administración, a los/as 
empleados/as municipales y a sus representantes y órganos específicos y 
especializados de representación. Sus integrantes destinarán de forma exclusiva 
su actividad a la finalidad del mismo. La unidad organizativa específica destinada a 
la prevención en el ámbito del Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos 
Autónomos es el Servicio de Prevención. 

2. Modalidad de prevención. 

La organización de los recursos necesarios para el desarrollo de las actividades 
preventivas en la Administración Municipal de Madrid se realizará en la modalidad 
de servicio de prevención propio. 

3. Estructura del Servicio de Prevención. 

El servicio de prevención contará con las cuatro especialidades o disciplinas 
preventivas previstas en el artículo 34 del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero: 
“Medicina del Trabajo”, “Seguridad en el Trabajo”, “Higiene Industrial” y “Ergonomía 
y Psicosociología Aplicada” y se estructurará en Equipos multidisciplinares, 
compuestos por técnicos de cada una de las cuatro especialidades en número 
suficiente para atender el volumen de trabajo que se genere en el cumplimiento de 
sus funciones. 

Los equipos multidisciplinares actuarán de forma integrada en el ámbito del 
Servicio de Prevención Único.  
Todas las unidades administrativas que realicen funciones sobre salud laboral y/o 
prevención de riesgos laborales dependerán funcionalmente de la Subdirección 
General de Prevención y Riesgos Laborales u órgano/unidad competente en esta 
materia que se dotará de personal suficiente para cumplir sus funciones. 

4. Funciones. 

De acuerdo con la normativa vigente asesorará y emitirá informes vinculantes en 
todos los procedimientos en que así se acuerde por el Comité de Seguridad y 
Salud con el objeto de contar con un sistema de gestión unificado para hacer 
efectiva una adecuada política en prevención de riesgos laborales. 

Diseñará e implantará el Plan de Prevención del Ayuntamiento de Madrid y sus 
Organismos Autónomos y lo adecuará a las nuevas circunstancias que pudieran 
producirse. 

Llevará a cabo las actuaciones necesarias tendentes a adecuar las condiciones 
de trabajo de los/as empleados/as municipales a los requisitos de seguridad y 
salud dispuestos en la normativa vigente. 
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Valorará y publicará anualmente los datos generales, por colectivos, categorías, 
sexo y edad de los índices de siniestralidad relativos a los /as trabajadores/as con 
la colaboración de la Mutua de accidentes de trabajo, con el fin de programar las 
actuaciones necesarias para evitar, o en su caso disminuir, el número y la 
gravedad de los accidentes de trabajo. 

Ejercerá las tareas que le son propias de vigilancia de la salud de los/as 
empleados/as municipales, realizando a tal fin los reconocimientos médicos al 
ingreso del personal, los de carácter anual y cuantos otros se estimen necesarios 
en función de los riesgos o las circunstancias. 

Se realizarán estudios epidemiológicos de los datos obtenidos, analizándose 
estadísticamente por colectivos, funciones y categorías profesionales, sexo y edad. 
Esta información será facilitada y analizada en el seno del Comité de Seguridad y 
Salud. 

En general, proporcionará a la Administración, sus empleados/as y sus 
representantes el asesoramiento y apoyo técnico que precise en función de los 
tipos de riesgo en ella existentes. 

Asimismo, realizará propuestas técnicas y asesorará sobre el modo de 
desarrollar e implementar una acción permanente de seguimiento y valoración de 
la efectividad de la actividad preventiva, y los medios que necesita para la 
adaptación de las medidas de prevención a las modificaciones que puedan 
experimentar las circunstancias que incidan en la realización del trabajo. 

 
El Servicio de Prevención podrá recabar el apoyo de los servicios técnicos y de 
mantenimiento de los órganos administrativos, para que presten asesoramiento y 
colaboración. 

 
5. Plan de Prevención de Riesgos Laborales, Planificación de la Prevención y 
Evaluación de Riesgos Laborales. 

El Plan de Prevención, tiene como objeto la integración de la prevención de 
riesgos laborales en la estructura de gestión del Ayuntamiento de Madrid y de sus 
Organismos Autónomos, con presencia en todos los niveles jerárquicos, lo que 
supone la atribución a todos ellos y la asunción por éstos de la obligación de incluir 
la prevención de riesgos en cualquier actividad que realicen u ordenen y en todas 
las decisiones que adopten en relación con los procesos técnicos, la organización 
del trabajo y las condiciones en que éste se presta. 

Incluye la política preventiva, estructura organizativa, responsabilidades, 
funciones, prácticas, procedimientos, procesos y recursos necesarios para la 
realización de las tareas de prevención en los términos establecidos 
reglamentariamente. Asimismo, los respectivos procedimientos y cauces de 
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comunicación entre los niveles jerárquicos, las características de los centros 
relevantes en materia de prevención de riesgos laborales, los objetivos y metas 
que se pretenden alcanzar y los recursos con los que se cuenta a tal efecto 

Se constituye con objeto de establecer las pautas para garantizar la seguridad y 
salud de los/as trabajadores/as en todos los aspectos relacionados con el trabajo. 

Desarrolla las acciones y los criterios de actuación para la integración de la 
actividad preventiva en el Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos y 
la adopción de cuantas medidas sean necesarias. 

La revisión anual del Plan de Prevención será realizada por el Servicio de 
Prevención y para su aprobación, en el primer trimestre del año, deberá contarse 
con la participación de los/as delegados/as de prevención en el marco de la Mesa 
General de Negociación de los Empleados Públicos. De igual modo se procederá 
cuando las circunstancias hagan precisa su revisión antes de esos plazos. 

El Plan de Prevención define las responsabilidades y funciones en materia de 
prevención de riesgos laborales para la integración de la actividad preventiva en el 
Ayuntamiento y sus organismos autónomos, por lo que resulta imprescindible 
incrementar la cultura preventiva de la plantilla, por tanto, en los procesos de 
promoción interna, de acuerdo con lo dispuesto en sus Bases Generales, se 
valorará positivamente cualquier acreditación oficial, conocimiento o experiencia 
demostrable en prevención de riesgos laborales. 

El Plan de Prevención vigente en cada momento se incorporará como Anexo al 
presente Acuerdo de Condiciones comunes al personal funcionario y laboral del 
Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos. 

La evaluación de los riesgos laborales es el proceso dirigido a estimar la 
magnitud de aquellos riesgos que no hayan podido evitarse. En aquellos centros y 
puestos de trabajo donde el riesgo no se pueda evitar, se realizarán evaluaciones 
iniciales de riesgos, incluyendo los psicosociales, de acuerdo a lo establecido en la 
normativa vigente. 

Se realizarán aquellas medidas preventivas necesarias para la desaparición o 
reducción máxima de todos los riesgos en el trabajo, incluyendo los psicosociales, 
actuando con un enfoque global de bienestar y salud laboral. 

Se deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud 
de los trabajadores y trabajadoras, teniendo en cuenta, con carácter general, la 
naturaleza de la actividad, las características de los puestos de trabajo existentes y 
de los trabajadores y trabajadoras que deban desempeñarlos. Igual evaluación 
deberá hacerse con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las 
sustancias o preparados químicos y del acondicionamiento de los lugares de 
trabajo. 
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La evaluación será actualizada cuando cambien las condiciones de trabajo y, en 
todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con 
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido, y en cualquier caso, 
cuando determine la normativa vigente. 

Si el resultado de la evaluación pusiera de manifiesto situaciones de riesgo, se 
deberá elaborar una planificación de la actividad preventiva con objeto de eliminar 
o controlar dichos riesgos, conforme a un orden de prioridades en función de su 
magnitud y número de trabajadores/as expuestos. La planificación habrá de incluir 
qué hay que hacer, quien debe hacerlo, cuando debe hacerse y cómo se controlará 
lo que se ha hecho. 

6. Instrumentos de control. 

6.1. El sistema de prevención del Ayuntamiento de Madrid será sometido cada 
cuatro años a control mediante auditorías o evaluaciones, sin perjuicio del 
cumplimiento de la normativa vigente en relación a su realización cada dos años 
en actividades especialmente peligrosas (trabajos con exposición a radiaciones 
ionizantes, a agentes tóxicos y muy tóxicos, actividades en que intervienen 
productos químicos de alto riesgo, trabajos con exposición a agentes biológicos de 
los grupos 3 y 4, etc.) 

6.2. Sin perjuicio de lo anterior y con el objetivo de conocer la implantación del 
sistema de prevención en el Ayuntamiento de Madrid y sus OO.AA, el Servicio de 
Prevención desarrollará dentro del Plan de Prevención de Riesgos Laborales del 
Ayuntamiento de Madrid y sus OO.AA., los instrumentos necesarios para que, 
desde la integración y participación efectiva de la prevención por todos y cada uno 
de los órganos y unidades del Ayuntamiento y sus organismos autónomos de 
acuerdo con sus competencias, se puedan evaluar, verificar y comprobar: 

La adecuada integración de la prevención en los diferentes niveles jerárquicos 
de cada una de las Áreas, Distritos y Organismos Autónomos. 

Las evaluaciones iniciales de riesgos, 

La eficacia de las medidas preventivas adoptadas como consecuencia del 
resultado de las evaluaciones de riesgos realizadas y de la planificación de la 
actividad preventiva para el control de riesgos. 

El nivel de implantación y de eficacia de las acciones realizadas en relación con 
las medidas de emergencia. 

Que el tipo y planificación de las actividades preventivas se ajustan a lo 
dispuesto en la normativa vigente.  

Los resultados de estas actuaciones, serán remitidos al Servicio de Prevención 
para su inclusión en un informe que será elevado anualmente al Comité de 
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Seguridad y Salud para su consideración y adopción de las medidas necesarias 
que corrijan las deficiencias detectadas y mejoren la calidad y eficiencia del 
sistema de prevención. 

ARTÍCULO 47  
RECURSOS ECONOMICOS DESTINADOS A LA PREVENCIÓN DE 
RIESGOS LABORALES 

Cada una de las Áreas de Gobierno, Distritos y Organismos Autónomos del 
Ayuntamiento de Madrid planificará a cargo de sus presupuestos y en función de la 
gravedad de los riesgos evaluados, las actuaciones necesarias para llevar a cabo 
las medidas correctoras indicadas por el Servicio de Prevención, así como la 
adquisición de equipos, ropa de trabajo, maquinaria, formación específica 
habilitante para el manejo de equipos o maquinaria, adaptación tecnológica y/o 
cualquier otro elemento necesario para la eliminación de riesgos o corrección de 
deficiencias en sus centros de trabajo. También se asignarán recursos económicos 
para la elaboración e implantación de los Planes de autoprotección y/o Medidas de 
emergencia.   

Se dotará un Fondo económico en cada ejercicio presupuestario, 
determinándose en el primer trimestre de cada ejercicio las actuaciones a realizar, 
teniendo en cuenta las sugerencias del Comité de Seguridad y Salud. Las áreas de 
gobierno, los distritos y los organismos autónomos, con la finalidad de cumplir las 
medidas preventivas previstas como consecuencia del resultado de las 
evaluaciones de riesgos realizadas y de la planificación de la actividad preventiva 
para el control de riesgos, realizarán la correspondiente previsión presupuestaria. 

ARTÍCULO 48. 
REPRESENTACIÓN DEL PERSONAL MUNICIPAL.  

Corresponde a las representaciones del personal al servicio de la Administración 
del Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos, la defensa de los 
intereses de dichos/as empleados/as en materia de prevención de riesgos en el 
trabajo, en los términos establecidos en la normativa vigente sobre prevención de 
riesgos laborales, lo que se llevará a efecto a través de los/las Delegados/as de 
Prevención y del Comité de Seguridad y Salud.  

1. Los/as Delegados/as de Prevención son los representantes de los/as 
empleados/as públicos/as con funciones específicas en materia de 
prevención de riesgos laborales, correspondiéndoles las competencias y 
facultades previstas en la normativa vigente sobre prevención de riesgos 
laborales.  
Entre otras cuestiones les atribuye la Ley 31/1995 en su Capítulo V, 
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funciones de consulta y participación de los/as trabajadores/as, por lo que 
cualquier protocolo, procedimiento, instrucción operativa, método de trabajo 
o documento cuyo contenido afecte a la seguridad y salud de los/as 
trabajadores/as, deberá ser presentado y consultado en el Comité de 
Seguridad y Salud o en su Comisión Permanente.  

2. El Comité de Seguridad y Salud es el órgano único, paritario y colegiado 
de participación, destinado a la consulta regular y periódica de las 
actuaciones de la Administración municipal -Ayuntamiento y Organismos 
Autónomos- en materia de prevención de riesgos laborales. El Comité de 
Seguridad y Salud estará formado, de una parte, por quince Delegados/as de 
Prevención designados proporcionalmente entre quienes ostenten esta 
condición y, de otra, por igual número de representantes de la 
Administración. La presidencia del Comité recaerá en la figura encargada de 
establecer la política general de prevención o persona en quien delegue, 
nombrándose una secretaria/o.  
El Comité de Seguridad y Salud podrá constituir grupos de trabajo sobre 
problemas específicos en Salud Laboral y/o hacer el seguimiento, en todos 
los casos en que así lo decida. El Comité definirá los objetivos y funciones de 
estos grupos de trabajo, la duración, que será limitada en el tiempo y 
prorrogable en función de los objetivos, y determinará en el momento de su 
constitución el número de miembros de los mismos, siempre en relación con 
los objetivos, problemas y/o trabajos para los que se constituyan.  
Estos grupos deberán elevar informe de conclusiones y medidas a adoptar 
sobre la materia concreta para la que fueron constituidos.  

3. En las reuniones del Comité de Seguridad y Salud podrán participar con 
voz pero sin voto hasta un máximo de dos Asesores/as por cada una de las 
Organizaciones Sindicales representadas en el mismo y los/as responsables 
técnicos/as de prevención de la Administración, que no estén incluidos en la 
composición a la que se refiere el párrafo anterior. En las mismas 
condiciones podrán participar asesores/as designados/as libremente por las 
organizaciones sindicales representadas en el Comité (hasta un máximo de 
dos por organización) que cuenten con una especial cualificación o 
información respecto de cuestiones concretas que se debatan en este 
órgano y técnicos/as de prevenciones ajenas a la Administración municipal, 
todo ello, siempre que así lo solicite alguna de las representaciones en el 
Comité. Todos ellos participaran bajo las siguientes condiciones:  

• Guardar el debido respeto a todos los miembros de este Órgano.  
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• Observar la máxima discreción y confidencialidad sobre los datos y  
situaciones personales allí tratadas, comprometiéndose a no divulgarlas.  

• No percibirán ninguna retribución por su asistencia a los Comités de 
Seguridad y Salud.  

 
Corresponden al Comité de Seguridad y Salud las competencias y facultades 
establecidas en las disposiciones vigentes sobre prevención de riesgos laborales, 
así como en su propio Reglamento de funcionamiento. El Comité recibirá la 
información necesaria para el seguimiento y control de la ejecución de las 
actuaciones comprometidas en su seno.  

4. Los/as Delegados/as de Prevención, como representantes de la plantilla 
municipal con funciones específicas en materia de prevención de riesgos laborales, 
no serán necesariamente designados/as entre los/as representantes del personal 
con presencia en los distintos órganos de representación (Comités de Empresa y 
Juntas de Personal).  

El número total de Delegados/as de Prevención que se designará, bien por los 
órganos de representación unitaria del personal funcionario y laboral, de entre sus 
miembros, bien por las Organizaciones Sindicales con presencia en los órganos de 
representación unitaria conforme a lo establecido en el párrafo anterior, será, el 
que sigue:  

Ayuntamiento de Madrid:     56  

Agencia para el Empleo:     4  

Agencia Tributaria:      7  

Informática Ayuntamiento de Madrid   6  

Madrid Salud:       7  

Agencia de Actividades:     3  

     TOTAL: 83  

Sin perjuicio de lo anterior, el número de Delegados/as de Prevención se 
establecerá en el número que permita la legislación vigente en cada momento.  

5. En el seno del Comité de Seguridad y Salud se elaborará un Registro de 
los/las Delegados de Prevención designados. Este Registro respetará la 
legislación vigente en materia de protección de datos de carácter personal.  
Por conducto de la Secretaría del Comité se trasladará a los diferentes 
órganos gestores la información sobre la identidad de los/as Delegados/as 
de Prevención, con el fin de que les faciliten la información, visitas y 
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documentación por ellos interesada en el legítimo ejercicio de su función.  

6. Garantías de los/as Delegados/as de Prevención:  
El tiempo utilizado por los/as Delegados/as de Prevención para el desarrollo 
de sus funciones será considerado como de ejercicio de funciones de 
representación a efectos de la utilización del crédito de horas mensuales 
retribuidas.  
No obstante, con el fin de garantizar adecuadamente la compatibilidad de las 
tareas de representación general, con las específicas en materia de 
prevención, cada Delegado/a de Prevención disfrutará de un crédito horario 
retribuido de 40 horas mensuales, para el desarrollo de las funciones que 
como tal tiene atribuidas, complementario y adicional al que pudiera 
corresponderle, si la tuviere, en su condición de representantes unitario o 
sindical.  
La utilización del crédito horario por los Delegados/as de Prevención será 
comunicada a los órganos encargados de la gestión y seguimiento del mismo 
siempre que sea posible, con una antelación mínima adecuada y suficiente.  
Será considerado, en todo caso, como tiempo de trabajo efectivo, sin 
imputación al crédito de horas mensuales que les corresponde, el 
correspondiente a las reuniones de los Comités de Seguridad y Salud de los 
que forme parte u otras convocadas por la Administración en materia de 
prevención de riesgos laborales, así como el destinado a las visitas previstas 
en las letras a) y c) del artículo 36.2 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre.  
La formación de Delegados/as de Prevención será gestionada directamente 
por los organismos encargados de gestionar la formación de los/as 
empleados/as públicos/as, en coordinación o a través del Servicio de 
Prevención y mediante conciertos, en su caso, con organismos o entidades 
especializadas en la materia. El tiempo dedicado a esta formación será 
considerado como tiempo de trabajo a todos los efectos.  
El Plan de Formación contemplará acciones formativas específicas en esta 
materia, dirigidas a los/as Delegados/as de Prevención, garantizando una 
oferta formativa suficiente para que todos los/as delegados/as de prevención 
cuenten con la formación básica. Esta formación será independiente y 
diferenciada de la que se contempla en el Plan de Formación para el 
desarrollo de la carrera profesional de los/as delegados/as. De forma 
progresiva durante la vigencia del presente Acuerdo-Convenio, se tenderá a 
que la oferta formativa amplíe el número de horas de las acciones de 
formación básica hasta las 60 horas.  
Al no existir prohibición expresa o incompatibilidad, el desempeño de 
funciones como recurso preventivo del/de la delegado/a de prevención, al 
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poder generarse un conflicto de intereses por la coincidencia en una misma 
persona de ambas funciones y actividades, sólo se dará en situaciones 
excepcionales, imprevistas o de fuerza mayor que requieran urgentemente la 
presencia de un recurso preventivo, siendo el/la delegado/a de prevención el 
único que cuenta con la formación necesaria, siendo la asignación temporal, 
excepcional y limitada. 

ARTÍCULO 49  
ADAPTACIONES DE PUESTO Y MOVILIDAD POR MOTIVOS DE SALUD 

1. A solicitud del/de la empleado/a municipal afectado/a o del órgano 
administrativo responsable correspondiente, la Administración facilitará la 
adaptación del puesto de trabajo al personal que, por motivos de salud que, no 
alcanzando los grados de invalidez definidos en la normativa vigente, no pueda 
desempeñar adecuadamente los cometidos de su puesto de trabajo.  
La adaptación tenderá a facilitar el desempeño, adecuando las condiciones de 
trabajo a los concretos problemas de salud dictaminados por el Servicio de 
Prevención, bien a petición del propio empleado/a, bien a propuesta de su Servicio.  
Con el objeto de garantizar la protección efectiva de la madre y el feto durante el 
embarazo frente a las condiciones nocivas para su salud, se facilitará la adaptación 
de las condiciones, del tiempo o del turno de trabajo o, en su caso, el cambio 
temporal de funciones caso de no resultar posibles tales adaptaciones, previo 
informe o recomendación del Servicio de Prevención. 

2. En los supuestos de inviabilidad de la adaptación a que se refiere el número 
anterior, previa solicitud del/de la empleado/a municipal afectado o del servicio 
correspondiente, deberá adscribir al/la empleado/a municipal a otro puesto de 
trabajo por motivos de salud. El traslado se producirá a puesto adecuado a las 
circunstancias concretas de salud del/de la empleado/a, y estará condicionado a 
que exista puesto vacante, dotado presupuestariamente, equivalente al puesto de 
origen. De no existir puesto vacante y dotado de igual grupo, nivel y retribuciones, 
se comunicará al/a la solicitante por si estuviera interesado en el traslado 
provisional a un puesto inferior sin merma de retribuciones.  
La adscripción tendrá carácter definitivo cuando el/la empleado/a municipal 
ocupara con tal carácter su puesto de origen y, en este supuesto, el/la empleado/a 
municipal deberá permanecer dos años en el nuevo puesto. En cualquier caso, el/
la empleado/a deberá reunir los requisitos previstos para el desempeño del puesto. 

3. En todas las actuaciones encaminadas a la adaptación o movilidad del puesto 
de trabajo por motivos de salud, se procederé conforme a lo establecido en el 
Procedimiento para la adaptación o movilidad de los/las empleados/as municipales 
por motivos de salud, elaborado al efecto. Este Procedimiento se negociará en la 
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Mesa General de Negociación de los Empleados Públicos antes del último 
trimestre del año 2019; hasta entonces seguirá aplicándose el vigente 
“Procedimiento de adaptación o movilidad por motivos de salud de los/las 
trabajadores/as municipales”.  
Asimismo, el ámbito de aplicación del citado procedimiento, se extenderá a todos/
as los/as empleados/as municipales, definidos en el mismo.  
En los supuestos de cambio de puesto de trabajo por motivos de salud, la 
Administración facilitará la formación necesaria para el desempeño del nuevo 
puesto, en caso de ser necesario. 

4. El Servicio de Prevención elaborará un Protocolo de Acogida que contemple 
las pautas básicas que en materia de seguridad y salud rigen en el nuevo Centro 
de Trabajo para posibilitar una satisfactoria incorporación de las/os nuevas/os 
trabajadoras/es municipales. 

ARTÍCULO 50 
PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN, MODIFICACIONES Y 
MANTENIMIENTO DE EDIFICIOS E INSTALACIONES DE LOS CENTROS 
DE TRABAJO 

1. Los Proyectos de construcción, modificaciones y mantenimiento de edificios e 
instalaciones en los Centros de Trabajo del Ayuntamiento de Madrid, cumplirán la 
normativa de prevención de riesgos laborales, las de construcción y de protección 
contra incendios, y cualquier otra que le sean de aplicación.  

2. Las obras de remodelación de centros de trabajo se ejecutarán 
preferentemente fuera de la jornada laboral. Cuando esto no sea posible y puedan 
derivarse riesgos para la seguridad y salud de los/las trabajadores/as y usuarios/
as, se garantizará su traslado provisional, en tanto perduren los riesgos. En todas 
ellas se garantizará el cumplimiento de la normativa sobre prevención de riesgos 
laborales.  

3. Se facilitará a los Delegados y Delegadas de Prevención la planificación 
anticipada, con al menos 15 días de antelación, de las obras y traslados del 
personal, comunicando a la plantilla afectada el calendario de dichos procesos.  

4. En la medida de lo posible y siempre que disponibilidad de espacio lo permita, 
se habilitarán en los centros de trabajo del Ayuntamiento de Madrid y sus 
organismos autónomos espacios de descanso adecuados y dignos. 

ARTÍCULO 51 
PLANES DE AUTOPROTECCIÓN 

En cumplimiento del Art. 20 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, la Administración implantará Planes de 

general@cobasaytomadrid.es Página  de 209 233



CO.B
AS

Autoprotección o Medidas de Emergencia que permitan adoptar medidas en 
materia de lucha contra incendios, evacuación de trabajadores/as y usuarios/as, 
primeros auxilios y otras medidas de seguridad, incluidas las de coordinación de 
actividades, teniendo en cuenta las características de sus Centros de Trabajo y las 
diferentes actividades realizadas en ellos. Se designará al personal encargado de 
poner en práctica estas medidas y se comprobará periódicamente su correcto 
funcionamiento, con la periodicidad mínima que fije el propio Plan, y al menos, una 
vez al año.  

ARTÍCULO 52 
MEDIO AMBIENTE 

Se desarrollará una política pública integrada de prevención de riesgos laborales 
y de Protección de Medio Ambiente, cuyos objetivos serán los siguientes.  

Reducir el consumo energético y estudiar la introducción energías renovables.  

Adecuar la gestión de los residuos producidos durante las actividades, 
facilitando la recogida selectiva e incidiendo en la prevención de su producción.  

Fomentar la distribución y utilización de productos más respetuosos con el 
medio ambiente.  

Mejorar la utilización de los recursos hídricos.  

Establecer campañas de sensibilización medioambiental dirigidas a los/as 
empleados/as.  

A tal efecto se constituirá en el primer semestre de 2019 un grupo de trabajo, en 
el seno de la Mesa General de Negociación de los Empleados Públicos para 
estudiar el acomodo de las previsiones contenidas en el Plan de Calidad del Aire y 
Cambio Climático de la Ciudad de Madrid a los edificios y dependencias del 
Ayuntamiento de Madrid y sus Organismos Autónomos.  
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TEMA 10 - Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres 

I. Objeto y ámbito de la ley.  

Artículo 1. Objeto de la Ley. 
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en 

derechos y deberes. Esta Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de 
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en particular 
mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su 
circunstancia o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, 
singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, social y cultural 
para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una 
sociedad más democrática, más justa y más solidaria. 

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes 
Públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto 
públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los 
sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de 

igualdad de trato y de la prohibición de discriminación por razón de sexo. 

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, 
física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que 
fuese su nacionalidad, domicilio o residencia. 

II. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación.  

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 
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El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de 
toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las 
derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil. 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y 
aplicación de las normas. 

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio 
informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la 
interpretación y aplicación de las normas jurídicas. 

Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en 
la formación y en la promoción profesionales, y en las condiciones de 
trabajo. 

El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, 
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se 
garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, en el acceso al 
empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la 
promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las 
de despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y 
empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros ejerzan una profesión 
concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 

No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación 
necesaria, una diferencia de trato basada en una característica relacionada con el 
sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al 
contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el 
requisito proporcionado. 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se 

encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su 
sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable. 

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que 
una disposición, criterio o práctica aparentemente neutros pone a personas de un 
sexo en desventaja particular con respecto a personas del otro, salvo que dicha 
disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una 
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y 
adecuados. 
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3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, 
directa o indirectamente, por razón de sexo. 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley 

constituye acoso sexual cualquier comportamiento, verbal o físico, de naturaleza 
sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de 
una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo. 

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en 
función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su 
dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo. 

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por 
razón de sexo. 

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la 
aceptación de una situación constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de 
sexo se considerará también acto de discriminación por razón de sexo. 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las 

mujeres relacionado con el embarazo o la maternidad. 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso 

o efecto negativo que se produzca en una persona como consecuencia de la 
presentación por su parte de queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso, de 
cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumplimiento 
efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen 

discriminación por razón de sexo se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar 
a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o indemnizaciones que 
sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, 
a través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la 
realización de conductas discriminatorias. 

Artículo 11. Acciones positivas. 
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1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los 
Poderes Públicos adoptarán medidas específicas en favor de las mujeres para 
corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho respecto de los hombres. 
Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán 
de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada 
caso. 

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de 
medidas en los términos establecidos en la presente Ley. 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la 

igualdad entre mujeres y hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la relación en la que 
supuestamente se ha producido la discriminación. 

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y 
contencioso-administrativos que versen sobre la defensa de este derecho 
corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés legítimo, determinadas 
en las Leyes reguladoras de estos procesos. 

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual 
y acoso por razón de sexo. 

Artículo 13. Prueba. 
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que 

las alegaciones de la parte actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, 
por razón de sexo, corresponderá a la persona demandada probar la ausencia de 
discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia 
de parte, podrá recabar, si lo estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los 
organismos públicos competentes. 

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos 
penales.
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II. El III Plan de Igualdad entre mujeres y hombres del Ayuntamiento de 
Madrid y sus Organismos Autónomos: 
(Acuerdo de 28 de diciembre de 2023 de la Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid por el que 
se aprueba el III Plan de Igualdad entre mujeres y hombres del Ayuntamiento de Madrid y sus 
organismos autónomos.)

Introducción 

El II Plan de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Ayuntamiento de Madrid y 
sus organismos autónomos (en adelante OO.AA.), fue aprobado por la Junta de 
Gobierno de la Ciudad de Madrid, en su sesión de 4 de noviembre de 2021 y 
publicado en el BOAM núm. 9.011 de 8 de noviembre del 2021. 

La vigencia de este Plan de Igualdad era de 3 años (1 de enero de 2022 – 31 de 
diciembre 2024), sin embargo, la Ley 31/2022, de 23 de diciembre de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2023, en su disposición final 24.3 
modificó el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
en su disposición adicional séptima, señalando que “las Administraciones 
Públicas aprobarán, al inicio de cada legislatura, un Plan para la Igualdad entre 
mujeres y hombres para sus respectivos ámbitos”. Consecuentemente, aunque la 
vigencia del II Plan de Igualdad no había finalizado, sin embargo, en virtud de la 
modificación del TREBEP, es necesario aprobar un nuevo Plan tras las elecciones 
municipales celebradas el 28 de mayo de 2023. 

Durante la vigencia del II Plan de Igualdad se ha realizado el informe de 
seguimiento correspondiente al 2022 que se ha tenido en cuenta en la elaboración 
de este III Plan de Igualdad. 

A lo largo del segundo semestre del año 2023, en el marco de la Comisión de 
Igualdad del Ayuntamiento de Madrid y sus OO.AA., atendiendo a los 
requerimientos recogidos en el Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre, por el 
que se regulan los planes de igualdad y su registro y se modifica el Real Decreto 
713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de convenios y acuerdos 
colectivos de trabajo, se ha elaborado el III Plan de Igualdad entre mujeres y 
hombres del Ayuntamiento de Madrid y sus OO.AA. 

Su elaboración responde, no sólo al mandato normativo establecido, sino también 
al compromiso adquirido por la actual Corporación, considerando a la plantilla 
municipal como la piedra angular de la acción de gobierno y manteniendo un 
compromiso firme con la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
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B. Estructura del II Plan de Igualdad.

 
Estructura del Plan de Igualdad: objetivo general, líneas de intervención y 
objetivos específicos, medidas. 

4.1 Estructura 

Con el fin de constituirse como una herramienta útil y accesible el Plan se configura con una 
estructura sencilla. 

Partiendo de la existencia de un objetivo general se ha elaborado un diagnóstico, que figura como 
anexo a este Plan, referido a diferentes aspectos y cuestiones relativas al peso de la variable sexo en 
determinados ámbitos que afectan al personal que presta servicio en el Ayuntamiento y sus 
organismos autónomos.  

La información obtenida en la elaboración del diagnóstico ha permitido fijar unas líneas de 
intervención que se constituyen en instrumentos que permiten aportar un soporte estructural al Plan. 

Cada línea establece, a su vez, una serie de objetivos específicos cuyo desarrollo se concreta en una 
serie de medidas. 

Lo anterior se complementa con un modelo de evaluación que tomando como referencia la 
evolución de los indicadores y el grado de cumplimiento de las medidas permitirá, con carácter 
periódico, conocer el grado de realización de los objetivos del Plan. 

4.2 Objetivo general. 

El objetivo general que persigue este Plan es avanzar en la igualdad entre mujeres y hombres en el 
Ayuntamiento de Madrid y sus organismos autónomos. 

4.3 Líneas de intervención y objetivos específicos. 

Las actuaciones que orientan el II Plan de Igualdad se estructuran a través de tres líneas de 
intervención: 

• Línea 1: La institución.

• Línea 2: La comunicación. 

• Línea 3: Las personas. 

En cada línea de intervención se establecen una serie de objetivos específicos en los que se 
concretan las medidas que sirven de guía de la política municipal en materia de Igualdad. Los 
objetivos y medidas recogidas se acompañan de un conjunto de indicadores, que permitirán realizar 
un seguimiento del Plan. 

Todas las medidas del Plan tienen en consideración la diversidad de mujeres y hombres por razón 
de nacimiento, origen racial o étnico, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, expresión 
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de género o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, y atienden a su situación, 
necesidades o demandas específicas. 

Además, las medidas se presentan calendarizadas en el tiempo de vigencia del plan e incluyen los 
ámbitos responsables e implicados en su implementación. 

Todas las áreas de gobierno, organismos autónomos y distritos tienen alguna responsabilidad en la 
implementación de este plan. 

LÍNEA DE INTERVENCIÓN OBJETIVOS ESPECIFICOS

Línea 1 

La Institución

1.1. Incorporar el principio de igualdad en la gestión y la 
organización municipal
1.2. Implementación, seguimiento, evaluación y difusión del 
Plan
1.3. Alcanzar la paridad en la representación

Línea 2 

La Comunicación

2.1. Utilizar un lenguaje inclusivo y no discriminatorio

2.2. Eliminar el sexismo y los estereotipos de género

3.1. Fomentar la igualdad en el acceso al empleo y 
promoción interna.

Línea 3 

Las personas

3.2. Suprimir el sexismo y la estereotipación
3.3 Asegurar el acceso al teletrabajo en condiciones de 
igualdad entre mujeres y hombres
3.4. Fomentar la igualdad en los procesos de provisión de 
puestos.
3.5. Promover la igualdad salarial cuando se detecten 
disparidades.
3.6. Asegurar la participación equilibrada de mujeres y 
hombres en las acciones formativas
3.7. Propiciar la conciliación en los tiempos de vida
3.8. Intervenir en situaciones de especial protección: acoso 
sexual y por razón de sexo y violencia de género
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MEDIDAS ESTABLECIDAS EN CADA LÍNEA DEL II PLAN DE IGUALDAD ENTRE 
MUJERES Y HOMBRES DEL AYUNTAMIENTO DE MADRID Y SUS ORGANISMOS 
AUTÓNOMOS  1

4.4 Medidas: temporalización, responsables, indicadores.  
Para cada una de las líneas de actuación y objetivos específicos se han elaborado las 
siguientes medidas: 


Línea 1: LA INSTITUCIÓN 

Aplicación 
del 
enfoque de 
género a la 
organizaci
ón 
municipal 

Objetivo específico: 1.1 Incorporar el Principio de igualdad en la gestión y la organización municipal. 

MEDIDAS TEMPORALIZACIÓN ÁREA / 
DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

1.1.1 Refuerzo de la 
incorporación del 
enfoque de género 
en la acción 
municipal a través 
de las estructuras 
estables existentes.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos 
y organismos 
autónomos.

Secretarías 
generales 
técnicas, 
coordinaciones 
generales de 
distritos, 
gerencias de 
OO. AA, 
direcciones 
generales.

N.o de propuestas 
de incorporación 
del enfoque de 
género realizadas. 

1.1.2 Garantizar la 
inclusión de cláusulas 
de igualdad en los 
pliegos de condiciones 
de las contrataciones 
realizadas a empresas 
externas del 
Ayuntamiento y sus 
OO.AA. en materias de 
gestión interna.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos y 
organismos 
autónomos.

Secretarías 
generales técnicas, 
coordinaciones 
generales de 
distritos, gerencias 
de OO. AA, 
direcciones 
generales.

Porcentaje de 
expedientes de 
contratación con 
cláusulas de igualdad.

1.1.3 Incluir la variable 
sexo en los 
documentos 
administrativos, 
formularios, 
solicitudes, impresos, 
etc. de personal.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos y 
organismos 
autónomos.

Secretarías 
generales técnicas, 
coordinaciones 
generales de 
distritos, gerencias 
de OO. AA, 
direcciones 
generales.

Porcentaje de 
documentos con la 
variable sexo incluida.

1.1.4 Incluir la variable 
sexo en todas las 
encuestas, estudios, 
memorándums o 
estadísticas que realice 
el Ayuntamiento y sus 
OO.AA. en su gestión 
interna.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos y 
organismos 
autónomos.

Secretarías 
generales técnicas, 
coordinaciones 
generales de 
distritos, gerencias 
de OO. AA, 
direcciones 
generales.

Porcentaje de 
documentos generados 
(informes, encuestas, 
estudios...) con la 
variable sexo incluida.
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1.1.5 Garantizar la 
igualdad de 
oportunidades de las 
mujeres en la 
concesión de 
distinciones.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos y 
organismos 
autónomos afectados.

Secretarías 
generales técnicas, 
coordinaciones 
generales de 
distritos, gerencias 
de OO. AA, 
direcciones 
generales.

Número de 
distinciones 
concedidas 
desagregado por sexo 
Porcentaje de mujeres 
que han recibido 
distinciones. 
Porcentaje de hombres 
que han recibido 
distinciones.

1.1.6 Integrar la 
perspectiva de género 
en la prevención de 
riesgos laborales.

Permanente Organismo 
autónomo Madrid 
Salud.

Organismo 
autónomo Madrid 
Salud. 

Número de 
evaluaciones de 
riesgo realizadas 
teniendo en cuenta la 
perspectiva de 
género. 

1.1.7 Realizar un 
informe anual sobre la 
siniestralidad laboral y 
las enfermedades 
profesionales 
desglosado por sexo 
en el Ayuntamiento de 
Madrid y sus OOAA

Permanente Área de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Organismo 
autónomo Madrid 
Salud. 

Informe de 
siniestralidad laboral y 
enfermedades 
profesionales 
realizado. 

1.1.8 Adaptación de 
uniformes, en aquellos 
sectores donde se 
requiera su uso, a las 
características 
morfológicas de 
mujeres y hombres y a 
personas con 
percentiles extremos. 

Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos y 
organismos 
autónomos. 

Secretarías 
generales 
técnicas, 
coordinaciones 
generales, 
gerencias de OO. 
AA, direcciones 
generales.

Número de 
adquisiciones 
realizadas de 
uniformes adaptados 
para mujeres en las 
categorías en las que 
es obligatoria la 
uniformidad, y/o para 
personas con 
percentiles extremos. 
Porcentaje de mujeres 
que han recibido 
uniformes adaptados 
respecto del total de 
mujeres de sectores 
donde se requiera su 
uso. 
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Plan de 
Igualdad

Objetivo específico: 1.2 Implementación, seguimiento, evaluación y difusión del Plan. 

MEDIDAS TEMPORALIZACIÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA 
RESPONSABLE

S INDICADORES

1.2.1 Realizar el 
seguimiento y 
coordinación del III 
Plan de Igualdad 
mediante reuniones 
celebradas por la 
Comisión de Igualdad, 
con una periodicidad, 
al menos, semestral.

Semestral

Área de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección 
General de 
Función Pública.

Número de 
reuniones.

1.2.2 Realizar 
anualmente un informe 
de seguimiento y 
evaluación del III Plan 
de Igualdad. 
1.2.3 Realizar una 
actualización del 
diagnóstico de 
situación con una 
periodicidad bienal. 

Anual

Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección 
General de 
Función 
Pública.

Informe anual de 
seguimiento y 
evaluación realizado. 

1.2.3 Realizar una 
actualización del 
diagnóstico de 
situación con una 
periodicidad bienal.

Bienal

Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección 
General de 
Función 
Pública. 

Número de 
actualizaciones 
realizadas.

1.2.4 Incluir el 
seguimiento y 
resultados de las 
medidas de este 
plan en las 
memorias de 
impacto de 
género y en las 
memorias de 
cumplimiento de 
objetivos de 
igualdad del 
presupuesto 
municipal.


Permanente Alcaldía, áreas 
de gobierno, 
distritos y 
organismos 
autónomos. 

Secretarías 
generales 
técnicas, 
coordinacione
s generales, 
gerencias de 
OO.AA, 
direcciones 
generales.

Número de 
memorias de 
impacto de 
género que 
incluyen el 
seguimiento de 
estas medidas. 

Número de 
memorias de 
cumplimiento de 
objetivos de 
igualdad que 
incluyen el 
resultado de 
estas medidas. 

1.2.5 Difundir el III 
Plan de Igualdad 
del Ayuntamiento 
de Madrid y sus 
OO.AA. 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección 
General de 
Función 
Pública y 
organizacione
s sindicales.

Acciones anuales 
de difusión 
Tipo y número de 
canales de 
difusión 
utilizados. 
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1.2.6 Elaborar 
encuestas sobre 
el 
grado de 
conocimiento 
del III Plan de 
igualdad 
en la plantilla 
municipal.

Anual Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección 
General de 
Función 
Pública.

Informe sobre 
resultados de la 
encuesta.

Organizac
iones 
sindicales 
y mesas de 
negociació
n, 
comisiones 
y comités. 

Objetivo específico: 1.3 Alcanzar la paridad en la representación. 

1.3.1 Procurar 
una presencia 
equilibrada de 
mujeres y 
hombres por 
parte del 
Ayuntamiento y 
sus OO.AA y de 
los sindicatos, en 
todas las mesas 
de negociación, 
comisiones y 
comités.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda y 
organizaciones 
sindicales.

Dirección 
General de 
Función 
Pública y 
organizacione
s sindicales.

Número de 
personas que 
forman parte de 
los órganos de 
representación 
unitaria, 
desagregado por 
sexo. Número de 
personas 
liberadas 
desagregado por 
sexo.

Línea 2: La Comunicación

Comunicación 
y lenguaje 
inclusivo y no 
sexista. 

Objetivo específico: 2.1 Utilizar un lenguaje inclusivo y no discriminatorio.

MEDIDAS TEMPORALIZAC
IÓN

ÁREA / 
DEPENDENCIA 

RESPONSABLES INDICADORES

2.1.1 Difundir la 
Guía 

para el uso 
inclusivo del 
Lenguaje en el 
Ayuntamiento de 
Madrid y sus 
OO.AA. 

Permanente Área de Gobierno 
de Políticas 
Sociales, Familia e 
Igualdad. 

Dirección General 
de Igualdad y 
contra la violencia 
de género. 

Acciones de 
difusión Tipo y 
número de 
canales de 
difusión 
utilizados. 

2.1.2 Continuar 
incluyendo 
módulos de 
lenguaje inclusivo 
en la formación en 
materia de 
comunicación. 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda y 
Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias. 

Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos 
(Escuela 
Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE). 

Número de 
cursos en los 
que se ha 
incluido ese 
módulo. 
Porcentaje de 
cursos en los 
que se ha 
incluido ese 
módulo 
respecto del 
total de cursos 
de 
comunicación 
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2.1.3 Mantener la 
inclusión de 
cursos de 
formación en 
lenguaje inclusivo 
dirigidos a 
gabinetes de 
prensa y unidades 
de comunicación, 
y fomentar la 
asistencia del 
personal directivo 
y de recursos 
humanos.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos 
(Escuela 
Madrid Talento)

Número de 
cursos 
realizados. 
Número de 
personal 
asistente, 
desagregado 
por sexo.

2.1.4 Revisar los 
contenidos que se 
publican en Ayre 
para incluir la 
perspectiva de 
género, lenguaje 
inclusivo e 
imágenes no 
sexistas. 

Permanente Alcaldía, áreas 
de gobierno, 
distritos y 
organismos 
autónomos 

Oficina digital, 
secretarías 
generales 
técnicas, 
coordinaciones 
generales, 
gerencias de 
OO.AA, 
direcciones 
generales. 

Número de 
contenidos 
revisados 

2.1.5 Revisión del 
lenguaje de los 
documentos 
administrativos, 
solicitudes, bases 
de convocatoria, 
material didáctico 
formativo, 
impresos, etc., 
para adecuarlos a 
un lenguaje 
inclusivo. 

Permanente Alcaldía, áreas 
de gobierno, 
distritos y 
organismos 
autónomos.

Secretarías 
generales 
técnicas, 
coordinaciones 
generales, 
gerencias de 
OO.AA, 
direcciones 
generales.

Número de 
documentos 
revisados 

2.1.6 Actualizar el 
espacio de 
igualdad en Ayre, 
dando visibilidad a 
mujeres de la 
plantilla municipal 
cuya trayectoria 
pueda ser 
representativa en 
materia de 
igualdad y 
mantener un 
buzón para recibir 
aportaciones, 
sugerencias, etc., 
sobre igualdad de 
género.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 
Área de 
Gobierno de 
Políticas 
Sociales, 
Familia e 
Igualdad. 

Dirección 
General de 
Función 
Pública. 
Dirección 
General de 
Igualdad y 
contra la 
violencia de 
género. 

Número de 
contenidos 
actualizados. 
Número de 
consultas 
recibidas y 
respondidas en 
el buzón. 
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Imagen y 
Publicidad

 

Objetivo específico: 2.2 Eliminar el sexismo y los estereotipos de género.

MEDIDAS TEMPORALIZA
CIÓN

ÁREA / 
DEPENDENCIA 

RESPONSABL
ES

INDICADORES

2.2.1 Utilizar 
imágenes y 
mensajes en la 
publicidad 
institucional 
interna que no 
tengan 
connotaciones 
sexistas o 
estereotipadas.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias. 

Dirección 
General de 
Comunicación. 

Número de 
reclamaciones 
registradas por 
la utilización de 
imágenes 
sexistas y/o 
estereotipados. 
Número de 
incidencias 
registradas por 
la utilización de 
mensajes 
sexistas y/o 
estereotipados. 

2.2.2 Desarrollar 
campañas de 
corresponsabilida
d dirigidas a 
eliminar el sexismo 
y los estereotipos 
de género la 
plantilla municipal. 


Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 
Área de 
Gobierno de 
Políticas 
Sociales, 
Familia e 
Igualdad.

Dirección 
General de 
Función 
Pública. 
Dirección 
General de 
Igualdad y 
contra la 
violencia de 
género 

Acciones de 
difusión. Tipo y 
número de 
canales de 
difusión 
utilizados.

2.2.3 Fomentar la 
imagen positiva de 
las mujeres 
policías y 
bomberas en las 
redes sociales y la 
web municipal.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias.

Dirección 
General de 
Policía 
Municipal, 
Dirección 
General de 
Bomberos, 
Dirección 
General de 
Comunicación. 

Acciones de 
difusión. Tipo y 
número de 
canales de 
difusión 
utilizados. 

2.2.4 Desarrollar 
campañas 
relacionadas con 
la salud de las 
mujeres de la 
plantilla municipal 
que puedan 
ayudar en el 
desarrollo de su 
trayectoria 
profesional. 

Permanente Organismo 
autónomo 
Madrid Salud

Organismo 
autónomo 
Madrid Salud

Acciones de 
difusión. Tipo y 
número de 
canales de 
difusión 
utilizados 
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2.2.5 Desarrollar 
campañas de 
sensibilización en 
violencia contra 
las mujeres 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 
Área de 
Gobierno de 
Políticas 
Sociales, 
Familia e 
Igualdad.

Dirección 
General de 
Función 
Pública. 
Dirección 
General de 
Igualdad y 
contra la 
violencia de 
género.

Acciones de 
difusión. Tipo y 
número de 
canales de 
difusión 
utilizados.
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Línea 3: LAS PERSONAS 

Acceso al 
empleo y 
promoción 
interna 

Objetivo específico: 3.1 Fomentar la igualdad en el acceso al empleo y promoción interna.

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

3.1.1 Incluir un 
informe de 
impacto de 
género en el 
expediente de 
aprobación de 
la oferta anual 
de empleo 
público. 

Anual Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos. 

Informe anual 
de impacto de 
género 
realizado. 

3.1.2 Incluir 
acciones 
positivas en las 
bases de los 
procesos de 
selección de 
turno libre, 
promoción 
interna y 
provisión de 
puestos 
cuando haya 
infrarrepresenta
ción. En las 
bases de los 
procesos 
selectivos que 
requieran 
pruebas físicas: 

Modificar los 
baremos o 
marcas, desde 
la perspectiva 
de género, 
Invertir el orden 
de las pruebas 
de selección en 
las 
convocatorias 
que exijan 
pruebas físicas, 
realizándose en 
primer lugar y 
con carácter 
eliminatorio las 
pruebas 
psicotécnicas y 
de 
conocimiento. 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, 
Área de 
Gobierno de 
Urbanismo, 
Medio 
Ambiente y 
Movilidad, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Coordinación 
General de 
Movilidad, 
Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos. 

Número de 
bases de 
procesos 
selectivos 
modificadas. 
Número de 
personas que 
realizan las 
pruebas 
desagregado 
por sexo 
Porcentaje de 
personas que 
pasan las 
pruebas 
desagregado 
por sexo. 
Porcentaje 
dentro de cada 
sexo de 
personas que 
pasan las 
pruebas 
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3.1.3 Introducir 
en todos los 
temarios de las 
pruebas de 
selección y, en 
su caso en los 
cursos 
selectivos, 
contenidos 
relativos a la 
igualdad de 
género, en 
proporción al 
nivel de cada 
convocatoria o 
plaza. 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, 
Área de 
Gobierno de 
Urbanismo, 
Medio 
Ambiente y 
Movilidad, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Dirección 
General de 
Policía 
Municipal, 
Coordinación 
General de 
Movilidad, 
Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos.

Número de 
contenidos 
incorporados 
por nivel o 
plaza.

Número de 
ejercicios con 
preguntas 
relativas a 
igualdad de 
género 
realizadas.

3.1.4 Tender 
hacia la 
presencia 
paritaria de 
mujeres y 
hombres en los 
tribunales y 
órganos de 
selección.

Permanente Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, 
Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Dirección 
General de 
Policía 
Municipal 
Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos.

Porcentaje de 
personas que 
constituyen 
cada tribunal y 
órgano, 
desagregado 
por sexo.

 


Relación de 
puestos de 
trabajo

Objetivo específico: 3.2 Suprimir el sexismo y la estereotipación 

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

3.2.1 Revisar y 
corregir, desde 
la perspectiva 
de género y el 
lenguaje 
inclusivo, la 
denominación 
de los puestos 
de trabajo, 
categorías, 
requisitos, 
titulaciones y 
descripción de 
funciones. 

Permanente Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección 
General de 
Costes y 
Gestión de 
Personal.

Número de 
correcciones 
realizadas. 
Porcentaje 
puestos de 
trabajo 
corregidos.

Teletrabajo 

Objetivo específico: 3.3 Asegurar el acceso al teletrabajo en condiciones de igualdad entre mujeres y 

hombres 

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES
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3.3.1 Realizar un 
estudio sobre el 
impacto del 
teletrabajo en la 
plantilla desde la 
perspectiva de 
género. 

Durante la vigencia 
del III Plan.

Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección General 
de Función 
Pública. Dirección 
General de Costes 
y Gestión de 
Personal, Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos 
Humanos.

Estudio realizado

3.3.2 Establecer, 
fomentar y difundir 
pautas generales 
para la 
plantilla para 
favorecer 
la desconexión 
digital.

Permanente Alcaldía, áreas de 
gobierno, distritos 
y organismos 
autónomos.

Dirección General 
de Función 
Pública.

Número de 
medidas 
desarrolladas.

Provisión de 
puestos de 
trabajo 


Objetivo específico: 3.4 Fomentar la igualdad en los procesos de provisión de puestos.

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

3.4.1 Tender hacia 
una presencia 
paritaria de 
mujeres y hombres 
en las comisiones 
de valoración en 
los procesos de 
provisión de 
puestos.

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Dirección General 
de Policía 
Municipal, 
Dirección General 
de Costes y 
Gestión de 
Personal. 

Porcentaje de 
personas de cada 
comisión 
constituida, 
desagregado por 
sexo.

3.4.2 Valorar las 
acciones 
formativas de 
igualdad de género 
en los procesos de 
provisión de 
puestos. 

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Dirección General 
de Policía 
Municipal, 
Dirección General 
de Costes y 
Gestión de 
Personal. 

Número de 
convocatorias 
de puestos en 
los que se 
incluye la 
valoración de 
acciones 
formativas de 
igualdad de 
género. 

3.4.3 Incluir 
acciones positivas 
en los criterios de 
desempate en las 
candidaturas, al 
final del proceso de 
adjudicación de 
puestos en procesos 
de provisión, 
cuando exista 
infrarrepresentación

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
Dirección General 
de Policía 
Municipal, 
Dirección General 
de Costes y Gestión 
de Personal.

Número de 
acciones 
positivas 
incluidas.

Retribuciones Objetivo específico: 3.5 Promover la igualdad salarial cuando se detecten 
disparidades.

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES
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3.5.1 Actualizar 
el informe 
sobre 
retribuciones 
complementari
as desde la 
perspectiva de 
género con 
periodicidad 
bienal y una 
vez finalicen los 
procesos de 
estabilización 
en el empleo 
temporal.

Bienal Área de 
Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección 
General de 
Función 
Pública. 

Documento 
realizado.

Formación Objetivo específico: 3.6 Asegurar la participación equilibrada de mujeres y hombres en las acciones 
formativas.

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

3.6.1 Mantener en 
el Plan de 
Formación 
municipal cursos 
de materias 
relacionadas con la 
igualdad de género 
e incluir acciones 
formativas en 
materias como el 
Plan de igualdad, 
protocolo de acoso 
sexual, por razón 
de sexo u 
orientación sexual 
e identidad y 
expresión de 
género, y medidas 
de conciliación. 

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias, 
(CIFSE), Dirección 
General de 
Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento).

Número de 
acciones 
formativas 
ofertadas.

3.6.2 Realizar 
acciones de 
sensibilización para 
fomentar la 
asistencia de 
personal directivo 
y de Recursos 
Humanos y la 
asistencia de los 
hombres en los 
cursos de igualdad 
de género. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento).

Número de 
acciones realizadas 
Porcentaje de 
personal asistente 
desagregado por 
sexo. 

Porcentaje de 
personal asistente 
pertenecientes a 
puestos directivos y 
de Recursos 
Humanos, 
desagregado por 
sexo.
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3.6.3 Impulsar la 
capacitación 
técnica del 
personal implicado 
en las estructuras 
estables para la 
aplicación del 
enfoque de género 
en la acción 
municipal.

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, y Área 
de Gobierno de 
Políticas Sociales, 
Familia e Igualdad.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), y 
Dirección General 
de Igualdad y 
contra la violencia 
de género.

Número de cursos 
realizados 
Porcentaje de 
personal que 
componen las 
estructuras estables 
que han realizado 
el curso.

3.6.4 Procurar la 
presencia 
equilibrada de 
mujeres y hombres 
como personal 
formador, ponente 
y coordinador de 
cursos del Plan de 
Formación 
municipal dentro 
de los criterios 
establecidos en el 
Anexo II “Criterios 
de selección de 
formadores/as” del 
Acuerdo por el que 
se crea la Bolsa de 
formadores. 

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Porcentaje de 
personal docente, 
ponente, 
coordinador en 
cada curso, 
desagregado por 
sexo.

3.6.5 Realizar 
acciones de 
sensibilización para 
fomentar la 
presencia 
equilibrada de 
mujeres y hombres 
en los cursos sobre 
ámbitos en los que 
no la haya.

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Número de 
acciones realizadas 
Porcentaje de 
personas inscritas 
por curso, 
desagregado por 
sexo.

3.6.6 Realizar 
acciones de 
sensibilización para 
fomentar la 
asistencia de 
mujeres en cursos 
de formación 
específica para el 
desarrollo de su 
carrera profesional 
en sectores 
masculinizados.

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Número de 
acciones realizadas 
Porcentaje de 
mujeres 
beneficiarias por 
curso.

3.6.7 Realizar 
formación 
obligatoria en 
horario laboral

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Número de cursos 
programados fuera 
del horario laboral. 
Porcentaje de 
personas que 
realizan cursos 
fuera del horario 
laboral, 
desagregado por 
sexo.
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3.6.8 Potenciar la 
plataforma 
municipal de 
formación on-line 
para favorecer la 
participación en los 
cursos, en especial, 
aquellos que son 
necesarios para 
promocionar. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias. 

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Porcentaje de 
inscripciones a 
cursos on-line por 
materia, 
temporalidad, 
desagregado por 
sexo. 

3.6.9 Realizar 
cursos de 
formación 
obligatoria en 
materia de 
prevención, 
detección y 
atención a la 
violencia de 
género, para la 
plantilla de la 
Policía Municipal.

Permanente Área de Gobierno 
de Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias. 

Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Número de cursos 
realizados. 
Porcentaje de 
personal asistente, 
desagregado por 
sexo y graduación. 

3.6.10 Realización 
de cursos de 
formación en 
igualdad de género 
y en materia de 
prevención a la 
violencia de 
género, dirigidos al 
personal que presta 
servicios de 
atención al público. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Políticas Sociales, 
Familia e Igualdad.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE), Dirección 
General de 
Igualdad y contra 
la violencia de 
género.

Número de cursos 
realizados, por 
cada temática. 
Porcentaje de 
personal asistente, 
desagregado por 
sexo y servicio, 
cada año. 

3.6.11. Otorgar 
preferencia, 
durante un año, en 
la adjudicación de 
plazas para realizar 
las actividades 
formativas que 
hayan solicitado las 
personas que se 
hayan incorporado 
al servicio activo 
procedentes del 
permiso de 
maternidad o 
paternidad, o hayan 
reingresado desde 
la situación de 
excedencia por 
razones de guarda 
legal y atención a 
personas mayores 
dependientes o 
personas con 
discapacidad.  

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento). 

Número de plazas 
adjudicadas a 
personas que se 
hayan incorporado 
al servicio activo 
procedentes del 
permiso de 
maternidad o 
paternidad, o hayan 
reingresado desde 
la situación de 
excedencia por 
razones de guarda 
legal y atención a 
personas mayores 
dependientes o 
personas con 
discapacidad. 
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3.6.12 Incluir, en 
las encuestas de 
evaluación de la 
formación 
preguntas sobre 
igualdad de género. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias. 

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos Humanos 
(Escuela Madrid 
Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE).

Número encuestas 
de evaluación en 
las que se incluyen 
preguntas sobre 
igualdad de género.

Conciliación Objetivo específico: 3.7 Propiciar la conciliación de los tiempos de vida.

MEDIDAS
TEMPORALIZAC

IÓN
ÁREA / 

DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES

3.7.1 Informar a la 
Comisión de 
Igualdad sobre los 
permisos, 
excedencias, 
licencias, 
modificaciones de 
turno o jornada 
relacionadas con la 
conciliación de la 
vida familiar, 
personal y laboral 
desagregada por 
sexo con una 
periodicidad 
mínima semestral 
(o a demanda de 
una de las partes) 
así como los 
motivos de las 
denegaciones

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección General 
de Función 
Pública. 

Número de 
documentos e 
informes 
facilitados. 

3.7.2 Elaboración y 
difusión periódica 
de una guía de 
medidas de 
conciliación para 
informar a la 
plantilla de sus 
derechos. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda. 

Dirección General 
de Función 
Pública. 

Número de 
campañas 
realizadas en A 
YRE

 Acoso sexual y 
por razón de 
sexo y violencia 
de género

Objetivo específico: 3.8 Prevenir e intervenir en situaciones de especial protección: acoso sexual, por 
razón de sexo u orientación sexual e identidad y expresión de género, y violencia de género.

MEDIDAS TEMPORALIZACIÓ
N

ÁREA / 
DEPENDENCIA RESPONSABLES INDICADORES
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3.8.1 Difundir el 
contenido del 
Protocolo de 
actuación frente al 
acoso sexual y el 
acoso por razón de 
sexo u orientación 
sexual e identidad 
y expresión de 
género y realizar 
periódicamente 
campañas de 
sensibilización en 
Ayre y otros 
canales. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda 

Dirección General 
de Función 
Pública.

Número de 
publicaciones en A 
YRE y otros 
canales. Número 
de campañas 
realizadas. 

3.8.2 Informar a la 
Comisión de 
igualdad sobre las 
actuaciones 
realizadas en el 
marco del 
Protocolo de 
actuación frente al 
acoso sexual y el 
acoso por razón de 
sexo u orientación 
sexual e identidad 
y expresión de 
género, 
desagregada por 
sexo, edad y tipos 
de acoso y de los 
Protocolo de 
actuación en 
situaciones de 
violencia de 
género y violencia 
en el ámbito 
familiar.

Anual Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda 

Dirección General 
de Función 
Pública.

Informe anual 

3.8.3 Difundir el 
Protocolo de 
actuación en 
situaciones de 
violencia de 
género y violencia 
en el ámbito 
familiar. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda

Dirección General 
de Función 
Pública.

Número de 
publicaciones en 
Ayre y otros 
canales

3.8.4 Trasladar a la 
Comisión de 
igualdad un 
informe anual 
sobre las denuncias 
presentadas por 
acoso laboral 
desagregado por 
sexo. 

Anual Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda

Dirección General 
de Función 
Pública.

Informe anual.
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3.8.5 Continuar 
realizando cursos 
de formación, 
seminarios, 
talleres, sobre 
prevención de la 
violencia de 
género, acoso 
sexual y acoso por 
razón de sexo. 

Permanente Área de Gobierno 
de Economía, 
Innovación y 
Hacienda, Área de 
Gobierno de 
Vicealcaldía, 
Portavoz, 
Seguridad y 
Emergencias, Área 
de Gobierno de 
Políticas Sociales, 
Familia e 
Igualdad.

Dirección General 
de Planificación de 
Recursos 
Humanos (Escuela 
Madrid Talento), 
Coordinación 
General de 
Seguridad y 
Emergencias 
(CIFSE), DG de 
Igualdad y contra 
la violencia de 
género.

Número de cursos 
de formación, 
seminarios, 
talleres realizados. 
Porcentaje de 
personal asistente, 
desagregado por 
sexo.
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	2.- La Constitución española de 1978 (II):
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	Artículo 27: Libertad de enseñanza
	Derecho a la educación
	Autonomía universitaria
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	Artículo 64 . El concejal-presidente.
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